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76. Sin embargo, el afán del reformador por agravar el
feminicidio, relacionándolo con el asesinato, no siempre 
llega a buen puerto. La concurrencia del móvil del feminicidio 
(muerte de la mujer por su condición de tal) no es compatible 
con la ferocidad, la codicia, el lucro o el placer. O al feminicida 
se le castiga por haber dado muerte a la mujer por el solo 
hecho de ser mujer, o se le castiga por asesinato porque 
tuvo un móvil fútil, pueril, ambicioso o meramente hedonista. 
Es insostenible que puedan coexistir ambas circunstancias 
agravantes -móvil feminicida y móvil asesino-.

77. La cuestión planteada es relevante pues toda
circunstancia agravante se construye sobre la base del tipo 
base, no es independiente. En este caso, una vez que los 
jueces hayan determinado que el hombre dio muerte a la 
mujer por su condición de tal, luego no podrían decir que 
su conducta es más grave porque le produjo la muerte 
por codicia, por ferocidad o por el solo gusto de quitarle la 
vida. Los fi scales en este caso podrían considerar formular 
acusaciones alternativas.

Penas

78. Las penas abstractas son relativamente
indeterminadas. Al igual que en el parricidio, las penas 
mínimas para la modalidad simple y agravada son de 15 y 
25 años respectivamente. Pero no se prevé el límite máximo. 
Esta omisión crea inseguridad jurídica. El principio de legalidad 
es igualmente aplicable a la determinación de las penas 
abstractas. Por tanto, en su previsión general deben sujetarse 
al mandato de certeza. Así las cosas, solo cabe delimitar el 
baremo máximo, conforme a las reglas de la lógica.

79. El criterio que debe asumirse es considerar que la
pena máxima para el delito de feminicidio simple no puede 
ser mayor a la pena mínima para el feminicidio agravado. La 
cuestión es relevante porque en un caso en el que solo se 
llegue a probar el feminicidio simple, la pena concreta se fi jará 
conforme a los sistemas de tercios. Si en el caso concreto se 
asume que el máximo de la pena posible es la prevista en 
general para la pena privativa de libertad temporal -35 años-, 
el tercio mínimo sería hasta 21 años 8 meses; el medio hasta 
28 años y 4 meses, y el máximo hasta 35 años de privación 
de libertad. Sería absurdo, superfl uo y violatorio del principio 
de legalidad que se sancione con una pena mayor a 25 años, 
porque se ubicó la conducta del feminicida en el tercio medio 
extremo o en tercio máximo.

80. En el caso del feminicidio agravado, el único criterio
que es posible asumir es la pena máxima para la pena 
privativa de libertad temporal; esto es, 35 años.

81. “La pena será de cadena perpetua cuando concurran
dos o más circunstancias agravantes”. La sanción es lógica y 
aceptable, desde una perspectiva político criminal, aunque la 
técnica legislativa es incorrecta. Basta con que concurra más 
de una circunstancia agravante para que se entienda que 
la consecuencia será la cadena perpetua. No era necesario 
poner la hipótesis alternativa “o más agravantes”.

82. La pena de inhabilitación se prevé como pena
acumulativa para todos los supuestos de feminicidio. Serán 
los jueces quienes determinen, de acuerdo al caso concreto, 
qué supuesto(s) de inhabilitación aplicará, de los previstos en 
el artículo 36 del Código Penal. Esta previsión es mejor que 
la prevista en el delito de parricidio, en donde se restringe la 
aplicabilidad de la inhabilitación solo cuando el agente tenga 
hijos con la víctima y se circunscribe a la incapacidad para el 
ejercicio de la patria potestad, tutela o curatela.

Concurso

83. El feminicidio puede concurrir ideal o realmente
con otros delitos. Es probable que el feminicidio concurra 
con otras modalidades homicidio o lesiones si hay otras 
víctimas. De igual manera puede concurrir con el secuestro, 
tráfi co de migrantes, violación sexual, vías de hecho u otras 
modalidades típicas.

84. En los casos en donde el feminicidio se agrava por
la presencia de otras circunstancias que, por sí mismas son 
delitos, como la coacción, la violación sexual, la exposición 
de personas en peligro o la trata de personas, se genera un 
concurso aparente que deben ser resueltas conforme los 
principios de especialidad, consunción, subsidiaridad. 

85. Finalmente, cuál es la relación que tiene el delito de
feminicidio respecto a las otras formas de homicidio? Del análisis 

realizado se puede afi rmar que el legislador no ha logrado 
autonomizar el delito. El que se haya introducido un elemento 
subjetivo distinto del dolo, para diferenciarlo del parricidio no aporta 
nada a la especifi cidad que se desea obtener en su tipología. 
Por el contrario, planteará arduas difi cultades procesales difíciles 
de superar, a los fi scales y a los jueces, quienes tendrán, según 
su rol, que inferir de una serie de indicios objetivos probados el 
motivo feminicida. Así las cosas, el feminicidio es un homicidio 
califi cado, como el asesinato. En consecuencia, encontrándose 
en una relación de especialidad con otros tipos de homicidio, la 
conducta del agente puede reconducirse a un homicidio simple, 
asesinato, parricidio propiamente dicho o incluso un parricidio por 
emoción violenta. 

III. DECISIÓN

ESTABLECER como doctrina legal, los criterios
expuestos en los fundamentos jurídicos treinta y dos a 
setenta y cinco, del presente Acuerdo Plenario.

PRECISAR que los principios jurisprudenciales que contiene 
la doctrina legal antes mencionada deben ser invocados por los 
jueces de todas las instancias, sin perjuicio de la excepción 
que estipula el segundo párrafo, del artículo 22 de la L.O.P.J., 
aplicable exclusivamente a los Acuerdos Plenarios, al amparo 
del artículo 116 del citado Estatuto Orgánico.

DECLARAR que, sin embargo, los jueces que integran el 
Poder Judicial, en aras de consolidar la seguridad jurídica, la 
gobernanza en la gestión y solución de los confl ictos jurídicos 
y el principio de igualdad ante la ley, solo pueden apartarse 
expresamente de las conclusiones de un Acuerdo Plenario si 
incorporan de manera debidamente fundamentada, nuevas y 
distintas apreciaciones jurídicas, respecto de las rechazadas 
o desestimadas, por la Corte Suprema de Justicia de la
República.

PUBLICAR el presente Acuerdo Plenario, en el Diario 
Ofi cial El Peruano. Hágase saber.

S.S.

SAN MARTÍN CASTRO

PRADO SALDARRIAGA

PARIONA PASTRANA (*) 

SALAS ARENAS

BARRIOS ALVARADO

HINOSTROZA PARIACHI

PRÍNCIPE TRUJILLO

NEYRA FLORES

VENTURA CUEVA

SEQUEIROS VARGAS

FIGUEROA NAVARRO

PACHECO HUANCAS

CEVALLOS VEGAS 

CHAVEZ MELLA

CALDERON CASTILLO

(*) El Señor Pariona Pastrana no suscribe el presente Acuerdo Plenario por 
mantener reservas jurídicas a su contenido.
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Los Jueces Supremos, integrantes de las Salas Penales 
Permanente y Transitorias de la Corte Suprema de Justicia 
de la República, reunidos en Pleno Jurisdiccional, de 
conformidad con lo dispuesto en el artículo 116º del Texto 
Único Ordenado de la Ley Orgánica del Poder Judicial, han 
pronunciado el siguiente:

ACUERDO PLENARIO

ANTECEDENTES

1°. Las Salas Penales Permanente y Transitorias 
de la Corte Suprema de Justicia de la República, con la 
autorización del presidente del Poder Judicial mediante 
Resolución Administrativa N.° 179-2016-P-PJ, de 22 de 
junio de 2016, con el concurso del Centro de Investigaciones 
Judiciales, bajo la coordinación del señor PARIONA PASTRANA, 
acordaron realizar el X Pleno Jurisdiccional de los Jueces 
Supremos de lo Penal, que incluyó el Foro de Participación 
Ciudadana, al amparo de lo dispuesto en el artículo 116°, 
del Texto Único Ordenado de la Ley Orgánica del Poder 
Judicial -en adelante, LOPJ-, y dictar Acuerdos Plenarios 
para concordar la jurisprudencia penal.

2°. El X Pleno Jurisdiccional se realizó en tres etapas.

La primera etapa estuvo conformada por dos fases: el foro 
de aporte de temas y justifi cación, la publicación de temas y 
la presentación de ponencias. Esta última etapa tuvo como 
fi nalidad convocar a la comunidad jurídica y a las personas en 
general, a participar e intervenir en la identifi cación, análisis 
y selección de los principales problemas hermenéuticos y 
normativos que se detectan en el proceder jurisprudencial de 
la judicatura nacional, al aplicar normas penales, procesales 
y de ejecución penal en los casos concretos que son de su 
conocimiento. Para ello, se habilitó el Foro de Participación 
Ciudadana a través del portal de internet del Poder Judicial, 
de suerte que se logró una amplia participación ciudadana a 
través de sus respectivas ponencias y justifi cación.

Posteriormente, los jueces supremos discutieron y 
defi nieron la agenda -en atención a los aportes realizados.

La segunda etapa, consistió en el desarrollo de la 
audiencia pública, que se llevó a cabo el día 28 de septiembre 
de 2016. En ella, el señor juez don Cristian Roberto Carlos 
Becerra expuso su ponencia ante el pleno de los jueces 
supremos. 

La tercera etapa comprendió el proceso de deliberación, 
votación y formulación de los Acuerdos Plenarios, con la 
designación de los jueces supremos ponentes para cada 
tema seleccionado. Esta fase culminó el día de la sesión 
plenaria realizada en la fecha con participación de todos los 
jueces integrantes de las Salas Permanente y Transitorias, 
con igual derecho de voz y voto. Es así, como fi nalmente se 
expide el presente Acuerdo Plenario, emitido conforme con 
lo dispuesto en el artículo 116 de la LOPJ, que faculta a las 
salas especializadas del Poder Judicial -en este caso, de 
la Corte Suprema de Justicia de la República- a pronunciar 
resoluciones vinculantes con la fi nalidad de concordar y defi nir 
criterios jurisprudenciales del orden jurisdiccional que integran.

3°. Atendiendo a la complejidad y características 
peculiares del tema, en cuanto a salud se decidió redactar el 
presente Acuerdo Plenario e incorporar las bases jurídicas 
correspondientes para establecer una posición jurisprudencial 
sólida que absuelva las inquietudes arriba señaladas. De igual 
forma, se decidió decretar su carácter de precedente vinculante, 
en consonancia con el rol unifi cador en materia jurisprudencial 
que corresponde a la Corte Suprema de Justicia de la República. 
La deliberación y votación se realizó el día de la fecha1. Como 
resultado del debate y en virtud de la votación efectuada, por 
unanimidad, se emitió el presente Acuerdo Plenario.

Intervienen como ponentes los señores SALAS ARENAS, 
PRÍNCIPE TRUJILLO Y NEYRA FLORES.

II. FUNDAMENTOS JURÍDICOS

§ 1. Antecedentes y situación problemática
4°. Para la ONU (1988) víctima es cualquier persona

que sufre una lesión física o mental, sufrimiento emocional, 
pérdida o daño material o un menoscabo importante en 
sus derechos como consecuencia de una acción u omisión 
que constituya un deleito, según la legislación nacional o el 
derecho internacional2.

5°. El artículo 7 de la Constitución Política del Perú 
declara que todos tienen  derecho a la protección de su salud, 
la del medio familiar y la de la comunidad, así como el deber 
contribuir a su promoción y defensa. La persona incapacitada 
para velar por si misma a causa de una defi ciencia física o 

mental tiene derecho al respeto de su dignidad y a un régimen 
legal de protección, atención, readaptación y seguridad. El 
Tribunal Constitucional precisó que la protección a la salud 
reconoce el derecho de alcanzar y preservar un estado de 
plenitud física y psíquica y toda persona tiene el derecho 
de que se le asignen medidas sanitarias y sociales relativas 
a la alimentación, vestido, vivienda y asistencia médica, 
correspondiente al nivel que lo permiten los recursos públicos 
y la solidaridad de la comunidad3; este derecho comprende 
el mantenimiento de la normalidad orgánica como su 
restablecimiento en caso de perturbación en la estabilidad 
orgánica y funcional y el Estado debe efectuar tratando que 
todas las personas, cada día, tengan una mejor calidad 
de vida, lo que importa una inversión en la modernización 
y fortalecimiento de todas las instituciones encargadas de 
la prestación del servició de salud, así como la puesta en 
marcha de políticas planes y programas en ese sentido4.

En cuanto al derecho a la integridad psíquica el Tribunal 
Constitucional precisó que se expresa en la preservación de 
las habilidades motrices, emocionales e intelectuales y por 
tanto se asegura el respeto de los componentes psicológicos 
y discursivos de una persona, tales como su forma de ser, 
su personalidad, su carácter, así como su temperamento y 
lucidez para conocer y enjuiciar el mundo interior y exterior 
del ser humano5.

El artículo 11 de la Ley Nº 26842 Ley General de Salud 
precisa que “Toda persona tiene derecho a la recuperación, 
rehabilitación y promoción de su salud mental. El alcoholismo, 
la farmacodependencia, los trastornos psiquiátricos y los de 
violencia familiar se consideran problemas de salud mental. 
La atención de la salud mental es responsabilidad primaria 
de la familia y del Estado”, por lo que es obligación ineludible 
del Estado proteger y tutelar la salud de las personas.

Respecto a la situación de la salud mental como derecho 
humano en el Perú es pertinente acudir a los análisis que la 
Defensoría del Pueblo ha efectuado en el Informe 1406 

6°. La protección penal a la salud psíquica está considerada 
en el inciso 1, del segundo párrafo del artículo 189 del Código 
Penal y en el tercer párrafo del mencionado artículo, además, 
en el inciso 2, del artículo 319 del citado ordenamiento al 
referirse a la causación de lesiones y lesiones graves a la 
integridad mental, en el artículo 321 del código sustantivo, al 
considerarse tortura el infl igir sufrimientos mentales graves. 
Todos son casos de afectación a la salud en el ámbito psíquico, 
faltando uniformidad en la nomenclatura utilizada; sin embargo, 
la protección intensa a la salud psíquica se encuentra en los 
artículos 121, 121-B, 122 y 122°-B del Código Penal. 

7°. El bien jurídico protegido en el caso de lesiones es 
la salud de las personas, se defi ne por la Organización 
Mundial de la Salud (OMS), como el estado de completo 
bienestar físico, mental y social, y no solamente la ausencia 
de afecciones o enfermedades7 y considera a la salud mental 
un estado de bienestar en el cual el individuo es consciente 
de sus propias capacidades, puede afrontar las tensiones 
normales de la vida, trabajar de forma productiva y fructífera, 
y es capaz de hacer una contribución a su comunidad8. Ha 
de ser apreciada como el estado en el que una persona 

1  Los encargados del subtema dan cuenta de haberse reunido de manera 
sucesiva para informarse con este motivo con diversos profesionales psi-
quiatras y psicólogos, así como abogados del Instituto de Medicina Legal y 
Ciencias Forenses, del Centro de Información y Educación para la Preven-
ción del Abuso de Drogas (CEDRO), de la Dirección General de Salud de 
las Personas del Ministerio de Salud, del Consejo Directivo Regional Lima 
I, del Colegio de Psicólogos del Perú y del Ministerio de Justicia y Derechos 
Humanos. 

2 Arce, Ramón., Fariña, Francisca. (2006). Evaluación Forense de la Huella 
Psíquica consecuencia de la Violencia de Género. Recuperado de: http://
www.interiuris.org/archivos/30_EVALUACION_FORENSE_DE_LA_H.pdf

3 Sentencia emitida en el Exp. N.° 2945-2003-AA/TC. FJ. 30. Recuperado de 
https://www.escr-net.org/sites/default/fi les/Decision_Azanca_A_Meza_Gar-
cia.html

4 Sentencia emitida en el Exp. N.° 2016-2004-AA/TC. FJ. 27. Recuperado de 
www.tc.gob.pe/jurisprudencia/2003/02016-2003-AA.html  

5 Sentencia emitida en el Exp. N.° 2333-2004-HC/TC. FJ. 2.3. Recuperado de: 
www.tc.gob.pe/jurisprudencia/2004/02333-2004-HC%20Resolucion.html

6 Véase el informe de la Defensoría del Pueblo. Recuperado de: http://www.
defensoria.gob.pe/modules/Downloads/informes/defensoriales/informe-de-
fensorial-140-vf.pdf].

7 Constitución de la Organización Mundial de la Salud [archivo pdf]. Recupe-
rado de http://www.who.int/governance/eb/who_constitution_sp.pdf 

8 Salud mental: un estado de bienestar (2013). Organización Mundial de la 
Salud. Recuperado de: http://www.who.int/features/factfi les/mental_health/
es/
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desarrolla normalmente sus funciones [PEÑA CABRERA, 
Alonso Raúl. Derecho Penal. Parte Especial, 2008. Tomo I. 
pág. 223], se entiende a la salud desde sus ámbitos físico y 
psíquico, pero tradicionalmente el aspecto psíquico no fue 
considerado, lo que viene cambiando actualmente.

8°. Ante el reconocimiento de la importancia del ámbito 
psíquico de la salud, el Instituto de Medicina Legal y Ciencias 
Forenses del Ministerio Público, elaboró la Guía para la 
Valoración del Daño Psíquico en Víctimas Adultas de Violencia 
Familiar, Sexual, Tortura y Otras Formas de Violencia 
Intencional (en adelante, Guía para Determinar el Daño 
Psíquico), cuya preparación estuvo a cargo de un comité de 
especialistas conformado mediante Resolución de la Fiscalía 
de la Nación N.° 1201-2009-MP-FN. La primera versión es de 
2011 y la última de 2016, en cuyo contenido se consideraron 
niveles o escalas de daño psíquico, que luego se integraron 
al ordenamiento penal material; además, posteriormente se 
elaboró la Guía de Evaluación Psicológica Forense en Casos 
de Violencia Contra las Mujeres y los Integrantes del Grupo 
Familiar; y en Otros Casos de Violencia (en adelante, Guía 
para Determinar la Afectación Psicológica).

9°. La ciencia médica ha catalogado diversas alteraciones 
a la salud mental, como consecuencia de traumas y factores 
de estrés, como el Estrés Agudo y el Estrés Post Traumático 
(TEPT). De la misma forma es de resaltar que el estrés 
agudo es la respuesta inmediata al estímulo que lo produce 
y tiene que ser adecuadamente diferenciado de la afectación 
psicológica, por los expertos debido a los efectos jurídicos 
que implica.

Toda esta tarea esencialmente científi ca se halla en 
manos de médicos psiquiatras y profesionales psicólogos 
quienes en sus respectivos campos han de presentar 
informes solventes y cabales sobre el caso concreto que 
ilustren adecuadamente a la judicatura. Está pendiente, 
por tanto, una trascendente tarea de capacitación a escala 
nacional que es urgente emprender9.

10°. Un acercamiento a la distinción en relación a lo 
psíquico y psicológico ha sido recogido por Marta Perela 
Larrosa, quien en referencia al concepto violencia psíquica 
que se contempla en el inciso 2 del artículo 173 de la 
normativa penal española considera que “hace referencia 
no sólo a la mente sino que posee el matiz de enfermedad, 
de alteración de la mente que requiere atención médica. 
En este sentido, los términos psicológico y psíquico no son 
diferentes, sino sucesivos, ya que dependiendo de la víctima, 
el maltrato podrá quedarse en un daño psicológico o moral o 
podrá provocar una enfermedad mental”10.

11°. Según Soria;  “(…) actualmente se acepta que toda 
reacción a un evento negativo, inducido o no por otra persona, 
pone en marcha un proceso de ajuste que debe situarse 
inicialmente en el marco de la normalidad. Por ello no debe 
extrañarnos la gran capacidad adaptativa de las personas 
victimizadas, ni su autopercepción como personas normales.

Todos los eventos victimizatorios generan niveles 
variables de estrés pero fl uctúan en función de diversos 
factores pre-evento, contextuales  o relacionados con el 
propio proceso de ajuste posterior”11. 

Soria se adentra de forma directa en la victimización 
criminal y señala la existencia de “(…)  dos importantes 
grupos de delitos:

a) Delitos de impacto: Son la inmensa mayoría, se
producen durante un período relativamente breve y los 
períodos evaluativos y de afrontamiento de la víctima se 
produce una vez cesado el evento negativo (delito).

b) Delito de desarrollo prolongado: Generalmente
aparece una relación prolongada en el tiempo entre la víctima 
y su agresor induciendo una vulnerabilidad de esta. Tanto 
la evaluación cognitiva como el afrontamiento se produce 
aún dentro del mismo suceso, asimismo pueden aparecer 
períodos de relativa calma en la agresión que permiten el 
mantenimiento de la relación delictual” (sic)12.

Al referirse a los efectos psicosociales de la victimización 
criminal, Soria señala que “todas las víctimas de los delitos 
sufren un conjunto de alteraciones psicológicas, sociales y 
fi siológicas relativamente comunes en cuanto a su intensidad.

La gravedad de los cambios mostrados por una víctima 
dependerá de numerosos factores como son el nivel de 
funcionamiento psicológico previo, las características propias 
del hecho delictivo, la reacción posterior del entorno social, 
etc.”13.

Soria sintetiza los cabios que van de los días a los tres 
meses en cuatro grupos:

• Cognitivos (negación de lo sucedido, cambio en
los sistemas de creencias: - cambio en la “creencia de 

invulnerabilidad”, en la “creencia de control”, en la de 
“creencia de mundo justo”-; la comparación social; los 
procesos de atribución; el futuro negativo).

• Afectivos (sentimientos negativos; pérdida de la
autoestima; deseo de autodestrucción).

• Comportamentales (ruptura de la vida cotidiana,
modifi cación de los hábitos sociales; pérdida de la capacidad 
para tomar decisiones).

• Psicofi siológicos (alteración de las funciones autónomas 
con temblores, sudores, vómitos, pérdida de apetito, 
insomnio, pesadillas, con el riesgo de desarrollar estrés 
postraumático)14.

En cuanto a la valoración psicojurídica de las secuelas, 
Soria señala que el daño moral no es solapable con el 
psicológico de daño emocional15.

§ 2 Sobre la anomalía psíquica permanente derivada
de la lesión (art. 121.2 CP)

12°. El inciso 2 del art. 121 CP se refi ere a la “anomalía 
psíquica permanente” causada con la lesión inferida a la 
víctima. La anomalía psíquica permanente está contemplada 
en la ley penal (art. 20.1) y la doctrina en el Perú como: 
eximente de responsabilidad penal; y dentro de ellas, 
las oligofrenias (retrasos mentales), las demencias, las 
esquizofrenias y otros trastornos psicóticos.

13°. Las circunstancias eximentes de responsabilidad 
penal, han sido tratadas por la doctrina penal; 
comparativamente en una referencia no exhaustiva a partir 
de las Sentencias del Tribunal Supremo de España16, se 
hallan por ejemplo el trastorno psicótico de tipo paranoide o 
esquizofrenia paranoide (manifestado en una interpretación 
delirante de la realidad que da lugar a reacciones violentas); 
las oligofrenias profundas -idiocia- (en cocientes intelectuales 
inferiores al 25 o 30 por 100 que corresponde a una edad 
mental por debajo de los 4 años de edad). Para Alonso 
Peña Cabrera Freyre, el tipo penal requiere que la anomalía 
psíquica sea permanente, quedando descartadas aquellas 
perturbaciones psicológicas temporales, que vayan a cesar 
después de un tiempo17. 

14°. Es de común conocimiento que las oligofrenias leves, 
moderadas o profundas no son efectos o consecuencias 
surgidas de una agresión súbita y que en las psicosis18 hay 

9 La jurisprudencia española considera que para construir el delito de lesiones 
psíquicas es preciso: a) saber con certeza cuál ha sido el resultado típico co-
rrespondiente a un delito de esa clase; y, b) tener seguridad sobre la relación 
de causalidad entre la acción y el resultado producido; considerando que es 
de suma importancia saber cuál fue en concreto el tratamiento médico, pues 
según apuntan, el tipo penal excluye los supuestos de pura y simple pre-
vención u observación, ya que precisa la constancia con plena seguridad, 
de una intervención médica activa que objetivamente sea procedente [STS 
1305/2003, de 6 de noviembre, argumento recogido en la STS 2048/2017 
fundamento jurídico decimo]. Así, se debe determinar si las consecuencias 
lesivas de carácter anímico de la conturbación psíquica que la ciencia psi-
quiátrica recoge con diversas denominaciones como stress postraumático, 
trastornos depresivos, estados de angustia, etc., que son consecuencia del 
delito, se consumen en el propio delito del que traen causa, o alcanzan 
una autonomía típica subsumible en el delito de lesiones [STS 2048/2017 
fundamento jurídico decimo].
En las sentencias STS 1580/2003 de 10 de marzo de 2003, STS 240/2014 
de 6 de febrero de 2014 y STS 2580/2016 de 31 de mayo de 2016 el Tri-
bunal Supremo español consideró la afectación a la salud psíquica como 
resultado independiente ante el tratamiento médico proporcionado a los 
agraviados.

10 Cfr. PERELA LARROSA, Marta. Violencia de Género: Violencia Psicológica. 
Foro. Revista de Ciencias Jurídicas y Sociales, Nueva Época, núm. 11-
12/2010: 356-376. Disponible en https://revistas.ucm.es/index.php/FORO/
article/viewFile/37248/36050

11 SORIA VERDE, Miguel Ángel; La Evaluación de la Victimización Criminal; 
en Manual de Psicología Penal Forense; Soria (coord.) y otros; Edit. Atelier; 
Barcelona 2002; pág.624.

12 Ib. pág. 624.
13  Ib.  pág. 626.
14  Ib. pág. 627 a 637.
15 Soria Verde, Miguel Ángel, op. cit., pág. 637 a 640.
16 Iglesias Río, Miguel Ángel; Profesor de Derecho Penal de la Universidad de 

Burgos; La Eximente de “Anomalía o Alteración Psíquica” una Problemática 
Abierta hacia el Futuro Científi co; 2003. Recuperado de: https://dialnet.uni-
rioja.es/descarga/articulo/1217115.pdf

17 CFR. PEÑA CABRERA FREYRE, Alonso Raúl. Derecho Penal Parte Espe-
cial. 2.a edición. Tomo I. Lima: IDEMSA, 2013, p. 281.

18  Las psicosis y sus efectos e intensidades son diversas: psicosis inducida 
por tóxicos, psicosis reactiva breve, trastorno delirante, psicosis orgánica, 
esquizofrenia, trastorno esquizofreniforme, trastorno bipolar, trastorno es-
quizoafectivo, psicosis depresiva.
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un trasfondo bioquímico larvado que puede ser “gatillado” o 
“disparado” por una experiencia traumática19, de modo que 
corresponde a los expertos señalar con solvencia si hay o no 
supuestos en que se pueda establecer que la referencia a 
anomalía psíquica permanente tiene sentido en el inciso dos del 
art. 121 de modo independiente del inciso 3 del propio art. 121.

§ 3. Tratamiento normativo del Daño Psíquico

15°. Mediante la segunda disposición complementaria
modifi catoria de la Ley 30364 para Prevenir, Sancionar y 
Erradicar la Violencia Contra las Mujeres y los Integrantes 
del Grupo Familiar, publicada el 23 de noviembre de 2015, se 
incorporó el artículo 124-B al Código Penal, según el cual se 
establecen tres niveles o escalas de daño psíquico que deben 
ser considerados, de acuerdo al grado de intensidad, como 
lesiones graves, lesiones leves y faltas según determinación 
pericial dando con ello inicial contenido a la expectativa de 
protección contra las agresiones que en el derecho penal se 
estableció desde mucho antes para la salud mental.

16°. El daño psíquico, se consideró según la gravedad 
de la afl icción causada, esta división se ve recogida en la 
Guía para Determinar el Daño Psíquico, en la que se defi nió 
al daño como “la afectación y/o alteración de algunas de las 
funciones mentales o capacidades de la persona, producida 
por un hecho o conjunto de situaciones de violencia, que 
determina un menoscabo temporal o permanente, reversible 
o irreversible del funcionamiento integral previo” [Instituto de
Medicina Legal y Ciencias Forenses. Guía de Valoración del
Daño Psíquico en Personas Adultas Víctimas de Violencia
Intencional. 2016. p. 40] defi nición que también se encuentra 
en el inciso b, del artículo 8 de la Ley N.° 30364.

17°. No obstante, la declaración normativa de los niveles de 
perturbación mediante la primera disposición complementaria 
modifi catoria de la Ley 30364, solo se adecuó el artículo 122 
del Código Penal, considerándose el delito de lesiones leves 
por daño psíquico moderado, sin modifi carse los artículos 
121 y 441, del Código Penal en que se tipifi can los delitos de 
lesiones graves y faltas respectivamente.

18°. Finalmente, mediante Decreto Legislativo 1323, para el 
Fortalecimiento de la Lucha Contra el Feminicidio, la Violencia 
Familiar y la Violencia de Género, publicado de 06 de enero de 
2017, se incorporó en el inciso 3 del primer párrafo del artículo 
121 la escala grave y muy grave de daño psíquico. 

§ 4. Inoperatividad del cuantifi cador temporal para el
daño psíquico

19°. Estando al inciso 3, del primer párrafo del artículo 121 
del Código Penal, se considera lesión grave a la que ocasiona 
“daño a la salud mental que requiera 30 o más días de asistencia 
o descanso”, según prescripción facultativa; tal forma de fi jación 
de la  alteración a la salud mental, considerada en días de
asistencia o descanso es refractaria a la nueva determinación
de los niveles de daño psíquico que establece el artículo 124-
B, por lo cual resulta razonable entender que aquel parámetro,
solo puede ser de aplicación a las lesiones físicas. 

La referencia al daño a la salud mental en función a 
días de asistencia médica o descanso ha devenido en una 
reminiscencia, una residualidad impropia e inoperativa de 
cara al cambio legislativo introducido por el D. Leg. 1323, 
que no fue corregida por omisión del legislador.

§ 5. El daño psíquico culposo grave y muy grave

20°.  El segundo párrafo del artículo 124 del CP, fi ja 
como circunstancia agravante del delito de lesiones culposas 
cuando se ocasiona una lesión grave de acuerdo a lo previsto 
en el artículo 121.

El legislador del D. Leg. 1323 no ha excluido el contenido 
del segundo supuesto de la primera y última parte del inc. 3ro. 
del art 121 (El que causa a otro daño grave (…) en la salud, 
será reprimido (…) Se consideran lesiones graves: (…) 3. Las 
que infi eren cualquier otro daño (…) a la salud (…) mental de 
una persona (…) o se determina un nivel grave o muy grave de 
daño psíquico), concordado con el acápite c del primer párrafo 
del art. 124-B; por tanto cabe la posibilidad de daño psíquico 
culposo pero solo a escala grave y muy grave.

No caben supuestos de afectación psicológica culposa, 
puesto que tal resultado debe ser por previsión normativa 
expresa, consecuencia directa de obligar o permitir la 
observación de la agresión violenta de fondo, sin impedirla.

§ 6. Faltas por daño psíquico (nivel leve de daño
psíquico, art. 441 del CP y literal a del primer párrafo del 
art. 124-B)

21°. En el primer supuesto del primer párrafo del artículo 
441 del CP, no se alude al daño psíquico leve que el acápite 

“a” del primer párrafo del art. 124-B ha introducido, por tanto 
la construcción léxica del tipo derivada de las dos normas, 
quedaría así: 

“El que, de cualquier manera, causa a otro una lesión 
dolosa que requiera hasta diez días de asistencia o descanso, 
según prescripción facultativa, será reprimido con prestación 
de servicio comunitario (…)”

“Falta de lesiones leves: nivel leve de daño psíquico”.
Un ejercicio interpretativo/ordenador de la construcción 

del texto, puede llevar a descartar el vacío normativo por 
ausencia de tipifi cación expresa. 

22°. El segundo supuesto del artículo 441 del CP 
“siempre que no concurran circunstancias que den gravedad 
al hecho en cuyo caso se considerará como delito” deviene 
en inoperante para mujeres agredidas por su condición de 
tal e integrantes del grupo familiar, en tanto exista de fondo 
un contexto de violencia familiar; coacción, hostigamiento 
o acoso sexual; abuso de poder, confi anza o de cualquier
otra posición o relación que le confi era autoridad al
agente; cualquier formas de discriminación contra la mujer,
independientemente de que exista o haya existido una
relación conyugal o de convivencia con el agente (entornos
descritos en el 108-B).

23°. El tercer supuesto dirigido a víctimas  menores 
de catorce años o agentes que sean tutores, guardadores 
o responsables de aquellos, la lesión se produzca como
consecuencia de un hecho de violencia familiar, o el agente sea 
el tutor, guardador o responsable de esos menores, resultará
parcialmente implicante con el contenido de los 2 párrafos del
art. 122-B, respecto de menores del entorno familiar y respecto
de agentes que fueran tutores, guardadores o responsables de
mujeres menores de edad, adultas mayores o discapacitadas
(por el sentido del aparado 4 del segundo párrafo del art. 122-B: 
“la víctima es menor de edad, adulta mayor o tiene discapacidad 
y el agente se aprovecha de dicha condición”). Se entiende que 
además abarcará también al tutor-pariente, guardador-pariente
o responsable-pariente de mujeres en la condición indicada de
la que se aprovecha el agente.

Tales supuestos delictivos, están sancionados en la 
modalidad simple con no menos de uno ni más de tres años 
de privación de libertad e inhabilitación conforme al artículo 
36 del CP, y en las modalidades agravadas, con no menos 
de dos ni más de tres años de privación de libertad. Por tanto, 
producido un evento diagnosticado como daño psíquico 
leve, excluyendo los supuestos de hecho antes indicados, 
constituirá falta de daño psíquico simple con la sanción de 40 
a 60  jornadas de servicio comunitario o hasta 80 jornadas de 
servicio comunitario en la modalidad agravada.

24°. En cuanto al lapso prescriptorio de las faltas de 
daño psíquico leve, resulta propio el computar el término 
extintivo ordinario desde que se determina efi cazmente 
que se confi guraron. Antes del lapso de seis meses que la 
ciencia ha determinado como apropiado para el diagnóstico, 
la confi guración del delito es incierta (por menoscabo mental 
grave o muy grave o moderado; o una falta por menoscabo 
mental leve); en algún caso no habrá huella psíquica, dado 
que el proceso evolutivo en la psique de la víctima (por su 
capacidad resiliente) y la reacción al tratamiento que reciba 
determinarán si fi nalmente se produce o no un resultado 
consolidado catalogable jurídicamente dentro de los 
parámetros del art. 124-B.

§ 7. Falta culposa de daño psíquico leve

25°. En principio el menoscabo en la salud física de
la víctima como reacción ante la agresión violenta es 
independiente de la naturaleza dolosa o culposa de la 
conducta del agente; así se concluye del contenido del 
segundo párrafo del art. 441 CP.

La perturbación mental diagnosticada como leve derivada 
de la conducta es posible cuando el proceder del agente 
delictivo respecto del ámbito físico de la salud, la vida o la 
libertad, no causó una huella psíquica intensa o moderada 
en la víctima. 

Es posible por tanto que en supuestos de homicidio 
culposo y lesiones culposas graves, se deriven además 
daños psíquicos diagnosticados como leves, ciertamente no 
queridos por el agente que obró por negligencia, imprudencia 
o impericia.

19 Cfr. http://www.parcdesalutmar.cat/episodis-psicotics/pacients/es_tipus.html
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Cabe por tanto acoger esta hipótesis como consecuencia 
de la asimilación interpretativa general  antes referida.

§ 8. Determinación de la presencia de daño psíquico

26°. A consideración de la licenciada en psicología
y perito argentina doña Silvia Castelao el concepto más 
claro de daño psíquico es el propuesto por el médico 
psiquiatra don  Ricardo Ernesto Risso: quien lo considera 
como un “Síndrome psiquiátrico coherente (enfermedad 
psíquica), novedoso en la biografía, relacionado causal 
o concausalmente con el evento de autos (accidente,
enfermedad, delito), que ha ocasionado una disminución
en las aptitudes psíquicas previas (incapacidad), que tiene
carácter irreversible (cronicidad) o al menos jurídicamente
consolidado (dos años)20”.

Al referirse a síndrome psiquiátrico coherente, Risso 
precisa que “no es otra cosa que una enfermedad mental” 
y estas no pueden ser diagnosticadas en base a un solo 
síntoma o a algún síntoma aislado, sino que deben ser 
coherentemente agrupados en algún cuadro clínico; en 
consideración a los criterios señalados refi ere que no deben 
considerarse daño psíquico: los síntomas aislados que no 
constituyen una enfermedad, las enfermedades que no 
aparecieron ni se agravaron a causa del evento, las que no 
tengan relación con el acontecimiento, lo no incapacitante 
y lo que no está cronifi cado o jurídicamente consolidado. 
Además, esta enfermedad debe dañar de manera perdurable 
una o varias de las siguientes funciones. 1) Capacidad 
para desempeñar sus tareas habituales. 2) capacidad para 
acceder al trabajo. 3) Capacidad para ganar dinero. 4) 
Capacidad para relacionarse21.  

Para Echeburúa y otros, el daño psicológico se refi ere a 
dos aspectos “por un lado a las lesiones psíquicas agudas 
producidas por un delito violento, que, en algunos casos, 
pueden remitir con el paso del tiempo, el apoyo social o un 
tratamiento psicológico adecuado; y, por otro, a las secuelas 
emocionales que persisten en la persona de forma crónica, 
como consecuencia del suceso sufrido y que interfi eren 
negativamente en su vida cotidiana. En uno y otro caso el 
daño psíquico es la consecuencia de un suceso negativo 
que desborda la capacidad de afrontamiento y de adaptación 
de la víctima a la nueva situación22”. El propio Echeburúa 
clasifi ca, dos tipos básicos de daño psicológico:

a) Daño agudo o lesiones psíquicas, que se
caracterizarían por la posibilidad de que puedan remitir con el 
paso del tiempo, el apoyo social o un tratamiento terapéutico 
adecuado. Las lesiones psíquicas más frecuentes son los 
trastornos adaptativos (caracterizados por un estado de 
ánimo depresivo o ansioso), el trastorno por estrés agudo o 
el trastorno por estrés postraumático.

b) Daño crónico o secuelas psíquicas, que se
caracterizarían por la estabilidad del daño, persistiendo en la 
persona de forma crónica, a modo de cicatrices psicológicas, 
no remitiendo con el paso del tiempo ni con un tratamiento 
adecuado. Las secuelas psíquicas más frecuentes son las 
modifi caciones permanentes de la personalidad (Echeburúa, 
2004, citado en Morillas, Patró y Aguilar, 2011. p. 394).

27°. La Guía para Determinar el Daño Psíquico, contiene 
las pautas que debe seguir el perito psicólogo o psiquiatra 
para establecer los niveles de daño psíquico y que puede 
orientar al perito de parte, según esta, para apreciar el daño 
deben estar presentes los criterios siguientes; “un cuadro 
psicopatológico conformado como síndrome; ser nuevo en el 
historial del examinado; causar limitación real del psiquismo; 
tener sufi ciente jerarquía y envergadura como para causar 
lesión; presentarse defi nido y acreditar un nexo causal con 
un agente traumático determinado por el hecho punible; ser 
crónico o jurídicamente consolidado”23(sic). La guía no se 
aplica para evaluar a niños, niñas, adolescentes ni a mujeres 
e integrantes del grupo familiar en casos de violencia familiar. 

28°. El menoscabo considerado como daño debe ser 
jurídicamente consolidado, estableciéndose tal estado 
(presencia de “huella psíquica”24) al termino de 6 meses 
de ocurrido el evento que le dio origen, tal límite temporal 
se señala como idóneo para los Trastornos Adaptativos 
descritos en el Manual de Diagnostico Estadístico de 
los Trastornos Mentales (DSM-IV), de la Asociación 
Americana de Psiquiatría25, instrumento de validez científi ca 
universalmente reconocido, versión que se encontraba 
vigente cuando se emitió la primera versión de la Guía para 
Determinar el Daño Psíquico.

Sobre la fi rmeza científi ca del CIE 10 y el DSM5 
(Disease Stadistical Mental 5), el Psicólogo Geoffrey M. 
Redd, Director de la Clasifi cación de Trastornos Mentales 

y del Comportamiento de la Clasifi cación Internacional de 
Enfermedades de la OMS, en entrevista realizada en España 
dijo sin desmerecer la importancia del DSM (hecho por la 
Asociación Psiquiátrica Norteamericana), la universalidad 
del CIE 10 está respaldada en el método de estandarización 
de los diagnósticos y en la fuerza del empleo (70% de los 
psiquiatras en el mundo) y agregó que los reportes de salud 
pública a la OMS deben hacerse bajo las reglas del CIE26.

Ahora, el DSM-5 ha catalogado el Trastorno de Estrés 
Post Traumático (TEPT) en el apartado 309-81 (en 
relación al apartado F43-1 del Clasifi cador Internacional 
de Enfermedades -CIE-10-), diferenciando los criterios 
a considerar cuando se trate de adultos, adolescentes y 
niños mayores de 6 años, y los que deben estar presentes 
cuando se diagnostique a niños menores a 6 años; en ambos 
casos la expresión retardada de este trastorno se presenta 
después de 6 meses del acontecimiento, aunque algunos 
síntomas pudieran ser inmediatos. Cabe resaltar que uno 
de los criterios que contempla el Manual de Diagnóstico y 
Estadístico de los Trastornos Mentales (DSM-V), para el 
Trastorno de Estrés Post Traumático es la exposición a la 
muerte, lesión grave o violencia sexual sea real o en forma 
de amenaza como experiencia directa o presencia directa en 
el suceso.  

Los siguientes cuadros ayudan a apreciar la evolución 
del daño psíquico y algunas expresiones clínicas asociadas 
a experiencias traumáticas relacionados con un hecho 
violento27.

 Fases en la evolución del daño psíquico

20 Castelao, Silvia: El daño psíquico: delimitación conceptual y su especifi ci-
dad en casos de accidentes de tránsito, mala praxis médica y duelos. Dis-
ponible en:

 https://www.csjn.gov.ar/cmfcs/fi les/pdf/CMFA-Tomo3-1(2011)/Castelao.pdf
21 Risso, Ricardo Ernesto, Delimitación y Diagnostico. Fundamento Teórico 

y Clínico del Dictamen Pericial. Cuadernos de Medicina Forense. Año 1, 
N.° 2, pág. 67-75. Mayo 2003. Disponible en: www.csjn.gov.ar/cmfcs/fi les/
pdf/_Tomo-1(2002)/Numero-2/CMF1-2-67-65.doc

22 Echeburúa, Enrique; Paz de Corral; Amor, Pedro: Evaluación del Daño Psi-
cológico en las Víctimas de Delitos Violentos. Disponible en: http://masterfo-
rense.com/pdf/2004/2004art19.pdf

23 Negrillas agregadas.
24 Daño o consecuencia ocasionada a partir de una experiencia traumática, 

la cual provoca una alteración, una trasgresión de la estructura psíquica, 
obstaculizando un desarrollo psicológico normal, en otras palabras, altera 
la capacidad de relacionarse con el medio externo, así como también altera 
la esfera interna (afectividad, pensamiento, etc.) y que perdura a través del 
tiempo, es decir, a largo plazo. Se constituye a partir de diversos indicado-
res tanto externos (síntomas, conductas) como internos (mundo subjetivo 
interno), los cuales pueden ser observados en la evaluación psicológica, 
específi camente a través del uso de pruebas proyectivas. El daño psíquico 
es por lo general reversible, mediante un tratamiento psicoterapéutico de 
distinta duración.
Consultado en https://es.scribd.com/doc/153607072/Defi nicion-Huella-Psi-
quica.

25 Manual de Diagnóstico y Estadístico de los Trastornos Mentales pág. 639, 
pacífi camente aceptado como fuente. Recuperado de:  www.mdp.edu.ar/
psicologia/psico/cendoc/archivos/Dsm-IV.Castellano.1995.pdf 

26 Entrevista al Director de la Clasifi cación de los Trastornos Mentales y del 
Comportamiento de la cie-11 (OMS). Consultado el 04/04/2017. Disponible 
en: www.infocop.es/view_article.asp?id=3922 

27 Cuadros realizados por José Manuel Muñoz en Anuario de Psicología Jurí-
dica 2013 23 (2013) 61-69. Recuperados de: http://apj.elsevier.es/es/la-eva-
luacion-psicologica-forense-del/articulo/S1133074013700102/#.WTVzCm-
faGZM
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Cuadros clínicos asociados a experiencias traumáticas

En la última parte del inciso 3 del art. 121 CP se ha 
considerado que se confi gura una lesión grave cuando “se 
determina un nivel grave o muy grave de daño psíquico”.

Se requiere precisión legislativa con el apoyo de la ciencia, 
en cuanto a la connotación de ambos términos que aluden 
menoscabo sobrevenido de la salud mental, por cuanto de 
ser similares, habrá de prevalecer el 121.3; en tanto que 
de no serlo, se habrán generado supuestos de anomalía 
psíquica permanente que no requerirán un semestre de 
observación y tratamiento (es deber constitucional del Estado 
a través de los servicios de salud pública el atender y curar a 
los enfermos) para el diagnóstico de la ausencia o presencia 
de “huella psíquica” y su nivel o escala.

Los expertos debidamente califi cados, deberán señalar 
solventemente en cual patología específi ca diferente a las 
señaladas se amerita estimar consolidado el daño psíquico 
antes de tal lapso (que no sea solo manifestación de estrés 
agudo).

29°. El artículo 13 del Reglamento de la Ley Nº 30364, 
aprobado mediante Decreto Supremo N.º 009-2016-MIMP, 
precisa que el Instituto de Medicina Legal y Ciencias 
Forenses del Ministerio Público, los establecimientos 
públicos de salud, los centros parroquiales y los 
establecimientos privados emiten certifi cados o informes 
sobre el estado de la salud mental de la víctima, los que 
pueden constituir medios probatorios en los procesos 
de violencia; además, los Centros Emergencia Mujer y 
otros servicios estatales especializados también emiten 
informes psicológicos, todos ellos con valor probatorio 
en los procesos por violencia y acreditación del delito 
correspondiente.

El artículo 75 del reglamento mencionado precisa también 
que el certifi cado o informe sobre la valoración del daño 
psíquico tienen valor probatorio para acreditar la comisión 
de delito o falta de lesiones de daño psíquico conforme lo 
establecido en la Ley 3036428.

§ 9. La connotación del lapso de tratamiento de
seis meses para el diagnóstico de daño psíquico leve, 
moderado o grave (o muy grave)

30°. Con el Decreto Legislativo N° 1323 se ha obviado 
legislar sobre la connotación de ese período en que el/la 
agraviado/a del acto violento, se restablece de los efectos 
psíquicos de la agresión.

Excluidos los casos de afectación psicológica de la 
agraviada directa en el feminicidio tentado; de los obligados 
a observar el ataque contra la víctima (familiares y no 
familiares) así como los de mujeres e integrantes del grupo 
familiar, que tienen tratamiento propio como delitos, el 
menoscabo en la salud mental del sujeto pasivo que no se 
consolida como daño psíquico no se consideró.

La legislación colombiana tiene establecido como 
Perturbación Psíquica en el art. 115 de su Código Penal que:

“Si el daño consistiere en perturbación psíquica transitoria, 
la pena será de prisión de treinta y dos (32) a ciento veintiséis 
(126) meses y multa  de treinta y cuatro punto sesenta y seis
(34.66) a sesenta (60) salarios mínimos legales mensuales
vigentes.

Si fuere permanente, la pena será de cuarenta y ocho 
(48) a ciento sesenta y dos  (162) meses de prisión y multa
de treinta y seis (36) a setenta y cinco (75) salarios  mínimos
legales mensuales vigentes”.

En tanto que, la guía de información, en la Guía para 
la Realización de Pericias Psiquiátricas o Psicológicas 
Forenses sobre Perturbación Psíquica en Presuntas Víctimas 
de Lesiones Personales y Otros de Colombia se considera 
como criterio diagnóstico:

“f) Dependiendo de la severidad e intensidad de la 
sintomatología encontrada, se determinará el carácter 
transitorio (remisión constatada o prevista en un lapso menor 
o igual a 180 días) o permanente (mayor a 180 días) de la
perturbación psíquica”.

De modo tal que la transitoriedad del menoscabo debe 
ser considerada, lo que no ocurre en la legislación peruana; 
esta estimación no se opondría a la delimitación de las 
intensidades del daño psíquico, por cuanto de no cumplirse 
con los criterios para establecer el daño psíquico a los seis 
meses y constatarse que objetivamente la víctima tuvo 
tratamiento de recuperación médica, tal afección tendrá si el 
Parlamento lo estima que tenerse en cuenta.

§ 10. Tratamiento normativo de la afectación
psicológica

31°. Normativamente existen formas de afectación a 
la salud mental que por consideración del legislador no 
responden a la catalogación de daño producto del ejercicio de 
la violencia física como en el caso de los delitos de homicidio 
doloso, lesión dolosa, violación sexual y feminicidio o como 
consecuencia directa del uso de la violencia psicológica en 
el entorno familiar.

De acuerdo a la Guía para Determinar la Afectación 
Psicológica, esta comprende: “Signos y síntomas que 
presenta el individuo como consecuencia del evento violento, 
que para ser valorados dependen de su tipo de personalidad, 
estrategias de afrontamiento, autopercepción, madurez, 
experiencias personales, cultura, habilidades sociales, 
capacidad de resiliencia, percepción del entorno, entre otras, 
pudiendo estas interferir de forma pasajera o permanente 
en una, algunas o todas las áreas de su funcionamiento 
psicosocial (personal, pareja, familiar, sexual, social, laboral 
y/o académica)” (págs. 69 y 70).

CLASES DE AFECTACIÓN PSICOLÓGICA

ARTÍCULO TEXTO LEGAL AFECTADO PENA
108-B. 
segundo 
párr. inc. 8

(…)el que mata a una mujer por su 
condición de tal (…)
8. Cuando se comete a sabiendas 
de la presencia de las hijas o hijos 
de la víctima o de niños, niñas o 
adolescentes que se encuentren 
bajo su cuidado.

La mujer que 
observa la 
presencia de 
sus hijos en 
el hecho.

No menor de 
25 años de 
PPL.

121. primer 
párr. inc. 4

(…)
4. La afectación psicológica 
generada como consecuencia 
de que el agente obligue a otro a 
presenciar cualquier modalidad de 
homicidio doloso, lesión dolosa o 
violación sexual, o pudiendo evitar 
esta situación no lo hubiera hecho.

Cualquier 
persona que 
esté presente 
en los hechos 
específi cos.

No menor de 
4 ni mayor 
de 8 años de 
PPL.

 121-B. 
primer párr. 
inc.7

(…)
7. Cuando la afectación psicológica 
a la que se hace referencia en el 
numeral 4 del primer párrafo del 
artículo 121, se causa a los hijos, 
hijas, niñas, niños o adolescentes 
bajo el cuidado de la víctima 
de feminicidio, de lesiones en 
contextos de violencia familiar o de 
violación sexual.

Los hijos, 
hijas, niñas, 
niños o 
adolescentes 
bajo el 
cuidado de la 
víctima

no menor de 
6 ni mayor 
de 12 años 
de PPL e 
inhabilitación 
conforme al 
artículo 36 
del CP

122-B. 
primer párr.

El que de cualquier modo cause 
lesiones corporales a una mujer por 
su condición de tal o a integrantes 
del grupo familiar que requieran 
menos de diez días de asistencia 
o descanso, o algún tipo de 
afectación psicológica, cognitiva 
o conductual en cualquiera de los 
contextos previstos en el primer 
párrafo del artículo 108-B

Una mujer o 
integrantes 
del grupo 
familiar.

No menor de 
1 ni mayor 
de 3 años e 
inhabilitación 
conforme al 
artículo 36 
del CP.

28  Debe tenerse en cuenta los fundamentos del Acuerdo Plenario Nº 4-2015/
CIJ-116, respecto a la valoración de la prueba pericial.
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32°. La violencia psicológica es defi nida en el inciso b, 
del artículo 8 de la Ley N.° 30364 como “la acción o conducta 
tendiente a controlar o aislar a la persona contra su voluntad, 
a humillarla o avergonzarla y que puede ocasionar daños 
psíquicos”

En el artículo 1 de la La Convención Interamericana para 
prevenir, sancionar y erradicar la violencia contra la mujer 
(Convención de Belém do Pará) se defi ne la violencia contra 
la mujer como: “cualquier acción o conducta, basada en su 
género, que cause muerte, daño o sufrimiento físico, sexual 
o psicológico a la mujer, tanto en el ámbito público como en
el privado”, la violencia de género suele adoptar diversas
formas; abarcando el abuso psicológico y el maltrato
emocional como puede observarse en el siguiente cuadro29.

(En “La Violencia Hacia las Mujeres como Problema 
Social”; Jorge Corsi–Psicólogo)

§ 11. La especial crueldad psicológica en el
feminicidio (inc. 8 del segundo párrafo del art. 108-B)

33°. Mediante el Decreto Legislativo 1323, de 06 de enero 
de 2017 se consideró que la presencia de hijos o hijas de la 
víctima o niños, niñas o adolescentes que se encuentren bajo 
su cuidado incrementa el injusto en el delito de feminicidio.

Es de anotar que al igual que en el artículo 121-B la 
referencia a hijos o hijas de la víctima no tiene límite etáreo, 
en tanto que la referencia niños y niñas o adolescentes bajo el 
cuidado de la víctima se extienden más allá de la relación fi lial.

34°. La exposición de motivos del dispositivo legal da 
algunos alcances interpretativos sobre la intención del 
legislador para incorporar tal agravante al considerar que el 
contexto del delito de feminicidio:

“tiene una repercusión en la salud física y mental de la 
mujer víctima, si logra sobrevivir al atentado, y si el hecho se 
consuma implica un mayor sufrimiento y ensañamiento por la 
presencia de sus hijos30”

Para que pueda confi gurarse la agravación además, se 
debe considerar el incremento del sufrimiento de la mujer, 
siempre que sea consciente de tal situación como se precisó:

“El nivel de feminicidio se ve agravado cuando es 
consiente (la víctima)31 que sus hijos están presenciando 
esta forma de violencia”

En cuanto a la presencia de los menores se precisó:

“En relación al impacto en las personas del entorno de 
la víctima y en los ámbitos, social, familiar y comunitario, el 
feminicidio constituye un delito pluriofensivo, pues su dañosidad 
trasciende el bien jurídico protegido –el derecho a la vida de las 
mujeres–, y afecta también la integridad física o psicológica de 
los niños, niñas y adolescentes del entorno de la víctima”.

35°. Es claro en consecuencia que en el feminicidio 
tentado la víctima es sujeto pasivo de la tentativa femicida 
y también de la afectación psicológica derivada; todo ello 
independientemente de las efectos producidos a los parientes 
que presencian el hecho, que vienen a constituir otras 
víctimas pero de la afectación psicológica recientemente 
incorporada (inc. 7 del art. 121-B) aunque en este último 
caso lo serán independientemente de la consumación del 
feminicidio.

Siendo el feminicidio una forma de crimen de odio, la 
clase de crueldad psicológica descrita  presenta respecto de 
la víctima, un elemento subjetivo tendencial adicional.

§ 12. La afectación psicológica por coacción a la
observación coactiva de grave agresión (lesión grave y 
muy grave –inc. 4 del primer párrafo del art. 121 e inc. 7 
del art. 121-B–)

36°. Mediante el Decreto Legislativo 1323 se incorporó 
el inciso 4 al primer párrafo del artículo 121 del C. P., 
estableciéndose un supuesto adicional de lesión grave 
ocasionada a quien es obligado a observar cualquier modalidad 
de homicidio doloso, lesión dolosa o violación sexual, u 
observe aun cuando el agresor pudo evitarlo, deteriorándose 
objetivamente la salud psíquica con tal vivencia. En tanto que, el 
inciso 7, del artículo 121-B establece como agravante específi ca 
cuando la afectación se produjera a los hijos, hijas, niñas, niños 
o adolescentes bajo el cuidado de la víctima de feminicidio, de
lesiones en contextos de violencia familiar o de violación sexual.

Se entiende que la referencia a hijos e hijas de modo 
diferenciado de niños y niñas y adolescentes constituye un 
factor sin límite de edad.

Subyacen 2 niveles de punición para la afectación psicológica; 
uno respecto a las víctimas no vinculadas con el sujeto pasivo del 
abuso coaccionadas a mirar el acto abusivo y el otro, referido a 
las víctimas emparentas o cuidadas por la víctima del abuso que 
fueran coaccionadas a observar el acto abusivo.

En este caso se afecta la salud psíquica de terceros 
por observación impuesta de la comisión de determinados 
delitos, de tal intensidad que puede dar como resultado un 
trastorno mental. 

Atendiendo a la ubicación sistemática del resultado de 
afectación psicológica en el artículo 121 del Código Penal, 
se debe establecer un parámetro normativo de intensidad 
en su presencia, puesto que no existe en el acervo nacional 
declarado como tal.

§ 13. Ausencia normativa de afectación psicológica
atenuada (en el artículo 122 del CP)

37°. En el artículo 122 del C. P., no se contempla la 
afectación psicológica por coacción de observación de la grave 
agresión, tampoco se ha previsto para parientes cercanos como 
en el artículo precedente, por lo que no cabe la posibilidad de 
una graduación leve. Teniendo en cuenta que las personas 
responden a los estímulos de modo diferente, cabe la posibilidad 
que la afectación psicológica no resulte necesariamente 
grave o muy grave y no se ha pre establecido que pueda ser 
normativamente considerada como leve, sino únicamente un 
baremo tasado como grave y muy grave. Se trata de una tarea 
pendiente del órgano legislativo, tomando en cuenta que en el 
artículo 122-B si hay una apreciación diferenciada.

§ 14. Afectación psicológica en el entorno familiar art. 
122-B

38°. En el artículo 122-B del C.P. se considera delito el
ocasionar algún tipo de afectación psicológica, cognitiva o 
conductual a las mujeres o integrantes del grupo familiar en 
los contextos del primer párrafo del artículo 108-B del C. P32., 
agravándose este resultado en los supuestos comprendidos 
en el segundo párrafo del artículo 122-B33. 

El legislador consideró síntomas conductuales y 
cognitivos al referirse a la afectación psicológica sin tomar en 
cuenta los emocionales34, que forman parte de los factores 

29 Cuadro realizado por Jorge Corsi, recuperado de: http://tiva.es/articulos/
Violencia%20hacia%20la%20mujer.pdf

30 Exposición de motivos del Decreto Legislativo N.° 1323, pág. 7: disponible 
en http://www.congreso.gob.pe/comisiones2016/ConstitucionReglamento/
DecretosLegislativos/

31 El contenido del paréntesis es agregado.
32  Violencia familiar; coacción, hostigamiento o acoso sexual; abuso de poder, 

confi anza o de cualquier otra posición o relación que le confi era autoridad 
al agente; cualquier forma de discriminación contra la mujer, independiente-
mente de que exista o haya existido una relación conyugal o de convivencia 
con el agente.

33 Se utiliza cualquier tipo de arma, objeto contundente o instrumento que pon-
ga en riesgo la vida de la víctima; el hecho se comete con ensañamiento 
o alevosía; la víctima se encuentra en estado de gestación; la víctima es
menor de edad, adulta mayor o tiene discapacidad y el agente se aprovecha 
de dicha condición.

34 El Manual de Diagnostico Estadístico de los Trastornos Mentales DSM-5 
defi ne al trastorno mental como: un síndrome caracterizado por una altera-
ción clínicamente signifi cativa del estado cognitivo, la regulación emocional 
o el comportamiento del individuo que refl eja una disfunción de los procesos 
psicológicos, biológicos o del desarrollo que subyacen en su función mental.
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propios de la personalidad humana, pero ha de entenderse 
esa ausencia de referencia a la esfera afectiva no como una 
exclusión sino como una omisión superable.

En referencia al maltrato doméstico Echeburúa precisa 
que, a diferencia de otras conductas violentas presenta 
las siguientes características: a) es una conducta que 
no suele denunciarse, y si se denuncia, la víctima muy 
frecuentemente perdona al agresor antes de que el sistema 
penal sea capaz de actuar; b) es una conducta continuada 
en el tiempo: el momento de la denuncia suele coincidir con 
algún momento crítico para el sistema familiar y c) como 
conducta agresiva, se corre el riesgo de ser aprendida; en 
cuanto a las víctimas de violencia familiar refi ere que pueden 
presentar el Trastorno de Estrés Post Traumático y otras 
alteraciones (depresión, ansiedad patológica, etc.); y el 
mantenerse en una relación de maltrato crónico implica un 
coste psicológico (depresión, baja autoestima, trastorno de 
estrés postraumático, inadaptación a la vida cotidiana)35.

Es de anotar que los actos reiterativos de violencia 
pueden generar trastornos mentales (como el Estrés 
Post Traumático), y como tal, de ser delito, tendría que 
considerarse la sanción propia para el daño psíquico grave 
(4 a 8 años de PPL) o moderado (2 a 5 años de PPL). No 
obstante en el artículo 122-B del C.P. no se ha previsto 
diferencia entre un acto único de violencia o actos continuos 
de agresión y según previsión normativa todos los casos 
de esta naturaleza devendrían únicamente en afectación 
psicológica con privación de la libertad no menor de 1 ni 
mayor de 3 años, por lo que se requiere que el parlamento 
proteja adecuadamente la salud mental de las mujeres e 
integrantes del entorno familiar.

§ 15. Determinación de la presencia de Afectación
Psicológica

39°. El último párrafo del artículo 124-B del Código Penal 
precisa que la Afectación Psicológica será determinada 
mediante un examen pericial o cualquier otro elemento 
probatorio objetivo similar al emitido por entidades públicas 
o privadas especializadas en la materia, sin someterse a la
equivalencia del daño psíquico36.

Claramente el legislador separa el daño psíquico de la 
afectación psicológica y deja sentado que no existen escalas 
de afectación psicológica equiparables a los niveles de daño 
psíquico. Aunque ciertamente en el art 122-B se establece 
dos modos de afectación psicológica (la agravación 
corresponde al empleo de arma; la alevosía; la situación 
de gestante; la minoridad, ancianidad o discapacidad de la 
víctima). La diferencia de punición radica básicamente en la 
mayor vulnerabilidad del sujeto pasivo.

No se ha generado normativamente modalidad alguna de 
faltas por afectación psicológica. 

40°. El perito psicólogo habilitado por el Instituto 
de Medicina Legal del Ministerio Público (es de común 
conocimiento que el número de especialistas en el IML 
del  MP es insufi ciente para abarcar toda la tarea) es el 
responsable de realizar dicho examen aplicando para ello 
la Guía para Determinar la Afectación Psicológica, emitida 
por el referido instituto, que sirve de guía para cualquier 
otro perito. Cuando se realice el examen a adultos o adultos 
mayores y se cumpla con los criterios del daño psíquico, 
dicho pronunciamiento debe ser realizado considerando la 
guía específi ca para determinar el daño psíquico. 

El artículo 13 del Reglamento de la Ley Nº 30364, 
aprobado mediante Decreto Supremo N.º 009-2016-MIMP, 
precisa que el Instituto de Medicina Legal y Ciencias 
Forenses del Ministerio Público, los establecimientos públicos 
de salud, los centros parroquiales y los establecimientos 
privados emiten certifi cados o informes sobre el estado 
de la salud mental de la víctima, los que pueden constituir 
medios probatorios en los procesos de violencia, además, 
los Centros Emergencia Mujer y otros servicios estatales 
especializados también emiten informes psicológicos, todos 
ellos con valor probatorio en los procesos por violencia y 
acreditación del delito correspondiente.

41°. El artículo 121 del Código Penal, establece supuestos 
que afectan de manera especialmente grave la salud como 
poner en peligro la vida de la víctima, mutilar un miembro u 
órgano principal del cuerpo, entre otros, por lo que en clave de 
proporcionalidad la afectación psicológica derivada del delito 
contenida en el inciso cuarto del mencionado dispositivo 
legal, ha de ser intensa, lo que será determinado por los 
especialistas correspondientes, con vista del CIE-10 o el 
DSM-5 según corresponda, considerándose tales supuestos 
como afectación psicológica grave y como toda pericia, el 
juez no está vinculado automática o mecánicamente a tales 
conclusiones, sino que debe valorar la calidad, sufi ciencia y 
profundidad de la pericia y habilidad profesional del perito, 

para, en su caso, considerarlas como graves con el efecto 
respectivo o en su caso considerarlas leves (o menos graves) 
conforme a la previsión del artículo 122-B.

§ 16. Referencia a la falta de Maltrato

42°. En el artículo 442 del CP se ha tipifi cado la falta de
maltrato de la siguiente forma:

“El que maltrata a otro física o psicológicamente, o lo 
humilla, denigra o menosprecia de modo reiterado, sin 
causarle lesión o daño psicológico, será reprimido con 
prestación de servicio comunitario de cincuenta a ochenta 
jornadas.

La pena será de prestación de servicio comunitario de 
ochenta a cien jornadas o de cien a doscientos días-multa, 
cuando:

a) La víctima es menor de edad o adulta mayor, tiene una 
discapacidad o se encuentra en estado de gestación.

b) La víctima es el padrastro, madrastra, ascendiente o
descendiente por consanguinidad, adopción o por afi nidad, 
pariente colateral hasta el cuarto grado de consanguinidad o 
adopción, o segundo grado de afi nidad, habita en el mismo 
hogar, siempre que no medien relaciones contractuales o 
laborales, y la violencia se da en cualquiera de los contextos 
de los numeral 1, 2 y 3 del primer párrafo del artículo 108-B.

c) Mantiene cualquier tipo de relación de dependencia
o subordinación sea de autoridad, económica, laboral o
contractual y el agente se hubiera aprovechado de esta
situación.”

43°. Es de anotar que cualquiera de los tres supuestos 
del segundo párrafo del art. 442 se confi gurarán excluyendo 
los que atañen al art. 122-B y al 441 del CP, lo que reclama 
un ejercicio depurativo para la determinación oportuna de lo 
que compete al ámbito de la justicia ordinaria y de la justicia 
de paz.

III. DECISIÓN

44°. En atención a lo expuesto, los señores Jueces de
la Sala Penal Permanente y Salas Penales Transitorias de 
la Corte Suprema de Justicia de la República, reunidos en 
Pleno Jurisdiccional, y de conformidad con lo dispuesto en 
el artículo 116º del texto Único Ordenado de la Ley Orgánica 
del Poder Judicial;

ACORDARON:

45°. ESTABLECER como doctrina legal, los criterios 
expuestos en los fundamentos jurídicos 12° a 41°.

46°. PRECISAR que los principios jurisprudenciales 
antes mencionados deben ser invocados por los jueces de 
todas las instancias judiciales, sin perjuicio de la excepción 
que estipula el segundo párrafo del artículo 22° de la LOPJ, 
aplicable extensivamente a los Acuerdos Plenarios dictados 
al amparo del artículo 116° del estatuto orgánico. 

47°. REMITIR a la Presidencia de la Corte Suprema, 
copia del presente Acuerdo Plenario para que comunique 
al Parlamento Nacional que está pendiente completar lo 
pertinente en el artículo 122 del Código Penal. 

48°. INSTAR al Ministerio de Salud y dependencias del 
Estado comprometidas con la salud con especial referencia 
al ámbito psíquico, a la debida atención de las víctimas de 
daño y afectación psicológica.

49°. COMUNICAR al Parlamento Nacional y a la 
Defensoría del Pueblo que este Acuerdo Plenario se inscribe 
dentro de los alcances del artículo 7 de la Constitución 
Política del Perú.

35 Echeburúa Enrique; Amor, Pedro; Paz de Corral. Mujeres Maltratadas En 
Convivencia Prolongada Con El Agresor: Variables Relevantes. Acción Psi-
cológica 2 (2002) 135-150. Recuperado de: http://tiva.es/articulos/3.pdf   

36 La legislación española sanciona la conducta de malos tratos habituales 
en el artículo 173.2 CP, en que precisan que el bien jurídico protegido es la 
dignidad de la persona y su derecho a no ser sometida a tratos inhumanos o 
degradantes en el ámbito de la familia, protegiendo la paz en el núcleo fami-
liar como bien jurídico colectivo [SSTC 474/2010 de 17 de mayo; 889/2010 
de 19 de octubre; 1154/2011 de 10 de noviembre; 168/2012 de 14 de marzo 
y 66/2012 de 25 de enero] 
La jurisprudencia española considera que el tipo penal de malos tratos ha-
bituales sanciona la consolidación por parte del sujeto activo de un clima 
de violencia y dominación; de una atmósfera psicológica y moralmente 
irrespirable, capaz de anular a la víctima e impedir su libre desarrollo como 
persona, precisamente por el temor, la humillación y la angustia inducidos 
[STS 18/2017 fundamento jurídico segundo].
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50°. PUBLICAR el presente Acuerdo Plenario en el diario 
ofi cial El Peruano. 

Hágase saber.  

S.S. 

SAN MARTÍN CASTRO

PRADO SALDARRIAGA

PARIONA PASTRANA (*)  

SALAS ARENAS

BARRIOS ALVARADO

HINOSTROZA PARIACHI

PRÍNCIPE TRUJILLO

NEYRA FLORES

VENTURA CUEVA

SEQUEIROS VARGAS

FIGUEROA NAVARRO

PACHECO HUANCAS

CEVALLOS VEGAS 

CHAVEZ MELLA

CALDERON CASTILLO

(*) El Señor Pariona Pastrana no suscribe el presente Acuerdo Plenario por 
mantener reservas jurídicas a su contenido.

J-1576279-2

CORTE SUPREMA DE JUSTICIA
X PLENO JURISDICCIONAL DE LAS SALAS
PENALES PERMANENTE Y TRANSITORIA

ACUERDO PLENARIO Nº 3-2016/CJ-116

FUNDAMENTO: Artículo 116° TUO LOPJ. 

Asunto: “La participación del extraneus en los delitos 
especiales propios: el caso del enriquecimiento ilícito”.

Lima, 12 de junio de dos mil diecisiete.-

Los Jueces Supremos de lo Penal, integrantes de 
las Salas Penales Permanente y Transitorias de la Corte 
Suprema de Justicia de la República, reunidas en Pleno 
Jurisdiccional, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 
116º del Texto Único Ordenado de la Ley Orgánica del Poder 
Judicial, han pronunciado el siguiente:

ACUERDO PLENARIO

I. ANTECEDENTES

1°. Las Salas Penales Permanente y Transitorias
de la Corte Suprema de Justicia de la República, con la 
autorización del Presidente del Poder Judicial mediante 
Resolución Administrativa N.° 178-2016-P-PJ, de 22 de 
junio de 2016, y el concurso del Centro de Investigaciones 
Judiciales, bajo la coordinación del señor PARIONA PASTRANA, 
acordaron realizar el X Pleno Jurisdiccional de los Jueces 
Supremos de lo Penal, en cuyo proceso se  incluyeron 
los temas objeto de análisis propuestos por la comunidad 
jurídica, al amparo de lo dispuesto en el artículo 116°, del 
Texto Único Ordenado de la Ley Orgánica del Poder Judicial 
(en adelante, LOPJ), a fi n de dictar Acuerdos Plenarios para 
concordar la jurisprudencia penal.

2°. El X Pleno Jurisdiccional se realizó en tres etapas.

La primera etapa estuvo conformada por dos fases: 
La primera fase, consistió en la convocatoria a la 
comunidad jurídica a fi n de que proponga los temas que 
plantean problemas aplicativos por lo que requieren de 

una interpretación orientada a una uniformización de 
la interpretación judicial que se asiente como doctrina 
jurisprudencial para garantizar una aplicación judicial de 
las leyes concordante y uniforme. En la segunda fase, se 
examinó los temas propuestos y se eligieron tres propuestas 
temáticas que se concretan en los siguientes: 1) Alcances 
de las restricciones legales en materia de imputabilidad 
restringida por edad y confesión sincera. 2) Participación 
del extreneus en delitos especiales. 3) Delitos de violencia 
contra la mujer y los integrantes del grupo familiar.

3°. La segunda etapa, del X plenario desarrollada el 28 
de setiembre de dos mil dieciséis, consistió en el desarrollo 
de la audiencia pública y en ella los juristas convocados 
sustentaron y debatieron sus ponencias ante el Pleno de los 
Jueces Supremos. Hicieron uso de la palabra los señores 
Alcides Chinchay Castillo y José Reaño Peschiera.

4°. La tercera etapa comprendió el proceso de 
designación de los jueces supremos ponentes de los tres 
temas seleccionados. En la sesión del cinco de octubre de 
dos mil dieciséis, se designó a los señores Prado Saldarriaga 
y Pariona Pastrana como ponentes del tema “participación 
del extraneus en los delitos especiales: el caso del 
enriquecimiento ilícito”.

5°. El presente Acuerdo Plenario se emite conforme con 
lo dispuesto en el artículo 116 de la LOPJ, que faculta a las 
salas especializadas del Poder Judicial –en este caso, de 
la Corte Suprema de Justicia de la República– a pronunciar 
resoluciones vinculantes, con la fi nalidad de concordar y 
defi nir criterios jurisprudenciales del orden jurisdiccional que 
integran. 

Interviene como ponente el señor PRADO SALDARRIAGA 
quien expresa el parecer del Pleno

II. FUNDAMENTOS JURÍDICOS

§ 1. SOBRE LA AUTORÍA Y PARTICIPACIÓN EN
DELITOS ESPECIALES PROPIOS

6º. La clásica discusión teórica sobre la autoría y la 
participación en delitos especiales propios ha motivado 
complejos debates en el derecho penal contemporáneo. 
Sobre todo a partir de los enfoques y planteamientos que 
califi can a estos delitos como delitos de infracción de deber 
y delitos de infracción de deber por competencia institucional 
(Cfr. Claus Roxin. La Teoría del Delito en la Discusión Actual. 
Tomo II.Giijey.Lima.2016, p. 305 y ss.; Jesús María Silva 
Sánchez. El Nuevo Escenario del Delito Fiscal en España 
Atelier. Barcelona. 2005, p.65 y ss).

7º. En el derecho penal nacional hasta antes de la 
promulgación del Decreto Legislativo 1361, la regulación 
legal de las formas de autoría en el artículo 23° y de la 
instigación y complicidad en los artículos 24° y 25° del Código 
Penal, respectivamente, no desarrollaron reglas particulares 
en relación a los delitos especiales propios (Cfr. Manuel A. 
Abanto Vásquez. Dogmática Penal, Delitos Económicos y 
Delitos Contra la Administración Pública. Grijley. Lima.2014, 
p.405 y ss.). De allí que su conexión con los aludidos debates 
teóricos sólo se fue asimilando a partir de su refl exión por 
la doctrina o de su aplicación por la jurisprudencia de la
Corte Suprema de Justicia de la República como bien lo
ha destacado MONTOYA VIVANCO (Cfr. Yván Montoya
Vivanco. Manual Sobre Delitos Contra la Administración
Pública. Idehepucp. Lima.2015, p.54).

8º. Ahora bien, la participación del extraneus en los delitos 
especiales propios de infracción de deber, que cometen los 
funcionarios públicos competentes contra la administración 
pública, ha promovido también distintas posiciones teóricas 
sobre su punibilidad o no punibilidad. Al respecto, el tema 
controvertido se relaciona con el señalamiento de las 
implicancias y consecuencias dogmáticas o prácticas, que 
conlleva el admitir la efi cacia sobre dicha materia de la 
categoría de los delitos de infracción de deber especial. 
En efecto, actualmente, tanto en la doctrina como en la 
jurisprudencia, se reconoce que existen tipos legales que se 
confi guran y forman sólo a partir de la infracción de un deber 
especial que corresponde al ámbito de competencia del 
autor intraneus, lo cual es una característica intrínseca de los 
delitos cometidos por los funcionarios y servidores públicos. 
Por tanto, el autor de estos delitos no puede ser cualquier 
persona, sino sólo aquél funcionario o servidor público 
que tiene un estatus especial y mantiene una vinculación 
exclusiva con el injusto desde la plataforma del deber que 
ostenta. Y es la infracción de dicho deber lo que lo convierte 
en autor, con independencia del dominio de la situación 
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CORTE SUPREMA DE JUSTICIA DE LA REPÍJBLICA 

XI PLENO JURISDICCIONAL DE LAS SALAS PENALES 

PERMANENTE, TRANSITORIA Y ESPECIAL 

ACUERDO PLENARIO N.0 09-2019/CIJ-116 

BASE lEGAL: Articulo 06 del Texto Único Ordenado de la ley 
Orgánica del Poder Judldal 

ASUNTO: 

ima, diez de septiembre de dos mil diecinueve 

VJolenda contra las mujeres e Jntear;intes del grupo 
famlllilr. Pñndplo de oportunkbcl, acuerdo 
rep,aratorlo y problemitlca de su puntdón 

os jueces supremos de lo Penal, integrantes de las salas penales Permanente y 
Transitorias de la Corte Suprema de Justicia de la República, reunidos en Pleno 
Jurisdiccional, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 116 del Texto Único 
Ordenado de la Ley Orgánica del Poder Judicial, han pronunciado el siguiente: 

ACUERDO PLENARIO 

l. ANTECEDENTES

1.0 Las salas penales Permanentes, Transitoria y Especial de la Corte Suprema de 
Justicia de la República, en virtud de la Resolución Administrativa 120-2019-P-PJ, de 
veintiuno de febrero de dos mil diecinueve, con el concurso del Centro de 
Investigaciones Judiciales, bajo la coordinación del señor San Martín Castro, 
realizaron el XI Pleno Jurisdiccional Supremo en materia penal de los Jueces Supremos 
en lo Penal - dos mil diecinueve, que incluyó la participación respectiva en los temas 
objeto de análisis propuestos por la comunidad jurídica, a través del Link de la Página 
Web del Poder Judicial-abierto al efecto-, al amparo de lo dispuesto en el artículo 116 
del Texto Único Ordenado de la Ley Orgánica del Poder Judicial-en adelante, LOPJ­
, a fin de dictar Acuerdos Plenarios para concordar la jurisprudencia penal y definir la 
doctrina legal correspondiente. 

2.0 El XI Pleno Jurisdiccional Supremo en materia Penal de dos mil diecinueve se 
realizó es etapas. 

a primera etapa estuvo conformada por dos fases. Primera: la convocatoria a la 
comu idad jurídica y la selecc · ón de los temas del foro de aportes con participación• · <lana ara proponer los � ntos materia de análisis que necesitan interpretación 

· forme la generación de a doctrina jurisprudencia! para garantizar la de
1 
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ánnonización de criterios de los jueces en los procesos jurisdiccionales a su cargo. 

P
ODER Juoici�egunda: la selección preliminar de temas alcanzados por la comunidad jurídica,

l(\ 

designación de jueces supremos ponentes y fecha de presentación de ponencias 
respecto a las propuestas temáticas que presentaron los abogados y representantes de 
instituciones públicas y privadas. 

3.0 El 25 de abril último se publicaron en la página web del Poder Judicial los temas 
seleccionados para el debate identificándose ocho mociones: A. Pena efectiva: 
principio de oportunidad y acuerdo reparatorio. B. Diferencias hermenéuticas y 
técnicas especiales de investigación en los delitos de organización criminal y banda 
criminal. C. Impedimento de salida del país y diligencias preliminares. D. Absolución, 
sobreseimiento y reparación civil, así como prescripción y caducidad en ejecución de 
sentencia en el proceso penal. E. Prisión preventiva: presupuestos, así como Vigilancia 
lectrónica personal. F. Problemas concursales en los delitos de trata de personas y 
xplotación sexual. G. Viáticos y delito de peculado. H. Actuación policial y exención 

de responsabilidad penal. 

oo En la sesión del 28 de mayo de 2019 se seleccionaron a las personas y representantes 
de instituciones que harían uso de la palabra en Audiencia Pública. 

4. 0 Han presentado, a través de la página web del Poder Judicial, informes en relación 
al tema: Principio de Oportunidad y Acuerdo Reparatorio y pena efectiva en relación 
al delito de lesiones leves y agresiones en contra de la Mujer e integrantes del grupo 
familiar, los siguientes: 

a) El señor Fiscal Octavio Ornar Tel10 Rosales.
b) La señora Fiscal Sofía Rivas La Madrid, Fiscal Adjunta Provincial Penal de

Lima.

5.0 La segunda etapa consistió en el desarrollo de la Audiencia Pública que se realizó 
el martes 9 de julio de 2019. Hizo uso de la palabra, en cuanto a este tema la señora 

1 fiscal Sotia Rivas La Madrid. 
!¡ 

./ 6. 0 La tercera etapa residió, primero, en la sesión reservada de análisis, debate,
deliberación de las ponencias; y, segundo, en la votación y obtención del número
conforme de votos necesarios, por lo que, en la fecha, se acordó pronunciar el Acuerdo
Plenario que se emite conforme a lo dispuesto en el artículo 1 I 6 de la LOPJ, que
faculta a las Salas Especializadas de la Corte Suprema de Justicia de la República a
r 1ar resoluciones vinculantes con la finalidad de concordar y definir criterios

jurisprudenciales que han de ser de obligatorio cumplimiento en todas las instancias
jud· iales.

/7.º Han sido ponentes las seño ARRI0S AL VARADO y CASTAÑEDA OTSU.

/ 
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11. FUNDAMENTOS JURÍDICOS

PODER JUDICIAL 

§ 1. PLANTEAMIENTO DEL PROBLEMA

1.0 La violencia contra la mujer constituye una grave afectación a los derechos 
humanos y es una expresión de discriminación que se agrava cuando hay limitantes al 
acceso a la justicia. En nuestro país desde la puesta en vigencia de la Ley 30364, Ley 
para prevenir, sancionar y erradicar la violencia contra las mujeres y los integrantes 

· del grupo familiar, de 23 de noviembre de 2015, el número de denuncias en materia de
violencia contra la mujer y los integrantes del grupo familiar ha crecido
exponencialmente. Así registramos:
En el año 2016: 124 583 denuncias con 109,370 medidas de protección impuestas.
n el año 2017: 218 123 denuncias con 187,888 medidas de protección impuestas. 
n el año 2018: 288 369 denuncias con 245,624 medidas de protección impuestas. 
e enero a junio de 2019: 173,765 denuncias con 148,509 medidas de protección 

· puestas 1
•

oo Ello advierte un mapa de significativa violencia en el país, en el que la mayoría de
las denuncias recibidas en dicha materia derivan en el inicio de un número igualmente
importante de procesos que el sistema penal debe afrontar.

2.0 Asimismo, con motivo de las recientes modificaciones legislativas en materia de 
violencia hacia la mujer y los integrantes del grupo familiar, se advierte que la agresión, 
entendida como daño físico o psíquico ocasionada a otra persona en una gravedad 
inferior al de una lesión leve, clásicamente tipificada como falta, fue elevada a la 
categoría de delito mediante la inclusión del artículo 122-B del Código Penal por el 
Decreto Legislativo 1323, de 6 de enero de 2017, modificado por el artículo 1 de la 
Ley 30819, de 13 de julio de 2018. 
oo Igualmente, la modificación del artículo 57 del Código Penal, dispuesta en el artículo 
único de la Ley 3071 O, de 29 de diciembre de 2017, prohibió la aplicación de la 
suspensión de la ejecución de la pena a las personas que fueren condenadas por el 
delito de agresiones en contra de las mujeres o integrantes del grupo familiar, materia 
del artículo 122-B del Código Penal, y por el delito de lesiones leves, previsto en los 
literales c ), d) y e), del ordinal tres, del artículo 122 del citado Código. 

3. 0 Estas circunstancias han conllevado a que los jueces a nivel nacional adopten -a 
través de plenos jurisdiccionales distritales y de resoluciones judiciales- diferentes 
caminos interpretativos con relación a la aplicación de estas recientes modificaciones 
legisla · , en conjunto con las demás normas vigentes en el ordenamiento jurídico 
penal, especialmente en el ámbito de los mecanismos de negociación en el conflicto 
penal y en la clase o tipo de pena que ha de imponerse. 

ncia de Estadística del Poder Judi 
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·' ro Una corriente orienta su postura, por ejemplo, en caso de sentencias condenatorias,
a imponer penas privativas de libertad efectivas que, dada la estadística en referencia,

JUDICIAL 

conllevaría a un hacinamiento carcelario imposible de sostener por el sistema
penitenciario. Igualmente, con relación a las medidas alternativas a la preclusión del
proceso, consideradas como formas anticipadas de solución del proceso penal, entre
los que se encuentran el principio de oportunidad y el acuerdo preparatorio, existe una
posición disímil pues su habilitación normativa a través del artículo 2, incisos 6 y 7,
del Código Procesal Penal, es aplicada sin observar lo previsto en la Ley 30364. 

4.0 En este sentido se evidencia como problema la falta de una respuesta uniforme que
el Derecho debe brindar a la sociedad ante situaciones complejas y que en este ámbito
específico afectan directamente a las mujeres que son víctimas de múltiple
discriminación y a los miembros integrantes del grupo familiar víctimas de violencia.

or lo demás, se tiene posturas interpretativas que obvian el enfoque de género
nherente a la naturaleza del conflicto penal que se judicializa y los tratados
ntemacionales de los cuales el Perú es parte. Así también se privilegia la imposición

de penas privativas de libertad soslayando la imposición de otras clases de pena
establecidas en el Código Penal. 

§ 2. PROBLEMAS PROCESALES Y MATERIALES ESPECÍFICAMENTE SUSCITADOS

5. ° Conforme el planteamiento expuesto en relación a los delitos de lesiones leves y
agresión -aplicación de los artículos 122, inciso 3, literales c), d) y e), y 122-B del
Código Penal-, será materia de análisis: 
A. La aplicación del principio de oportunidad y acuerdo reparatorio en los delitos de
lesiones leves y agresiones contra las mujeres e integrantes del grupo familiar,
previstos en el inciso 3, literales c), d) y e) del artículo 122 y artículo 122-B del Código
Penal. 
B. El juicio de determinación judicial de la pena para dichos delitos, luego de la dación
de la Ley 3071 O, de 29 de diciembre de 2017, que modificó el artículo 57 del Código
Penal, y prohibió la aplicación de la suspensión de la ejecución de la pena. 

§ 3. CONCEPTOS BÁSICOS

6. 0 GÉNERO. Hace referencia a los roles, conductas y expectativas socialmente
construidas relacionadas con el ser masculino o femenina y basadas en la diferencia
sexual con I . que se nace. Se refiere a un proceso de construcción social que se aprende

��1-;:r;n,¡¡;omo social y familiar desde nuestra infancia y que puede modificarse con el
paso del tiempo. El término género, en concordancia con la Recomendación General

. Nº 8 del Comité de la Convención sobre la Eliminación de Todas las Formas de
· Discriminación contra la Mujer -e adelante CEDAW- (2010), consiste en un

/ conjunto de creencias, atribuciones 
:

scripciones culturales que establece� "!0

7 
/\ yfa 
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� ropio" de los hombres y "lo propio" de las mujeres en cada cuhura, y que sea usa 
�ara comprender conductas individuales y procesos sociales, así como para diseñar 

políticas públicas. 
oo Es una construcción social mediante la cual los seres humanos buscan distinguir 
patrones o conductas que están enraizadas en los valores culturales que cada sociedad 
considera apropiado para los hombres y las mujeres dado su arraigo histórico, y que 
inciden en la generación de desigualdades en diversos ámbitos de actuación tales como 
la vida laboral, política, militar, entre otros. Este constructo social contrasta dos 
ategorías irreconciliables en cuanto a los roles que cada uno de ellos desempeña. Este 
enómeno genera estereotipos que alimentan a su vez relaciones de poder dentro de las 
uales la ventaja la obtiene quien se encuentra en la posición de dominación 
generalmente el hombre respecto de la mujer) . 

. º VIOLENCIA. Importa la noción de lo que son comportamientos aceptables e 
maceptables, o de lo que constituye un daño. Está influida por la cultura y sometida a 
una continua revisión a medida que los valores y las normas sociales evolucionan. La 
violencia puede definirse de muchas maneras, según quién lo haga y con qué propósito. 
Así la violencia se define como "el uso deliberado de la fuerza física o el poder,ya sea en grado 
de amenaza o efectivo, contra uno mismo, otra persona o un grupo o comunidad, que cause o tenga 

r I muchas probabilidades de causar lesiones, muerte, daños psicológicos, trastornos del desarrollo o 
� privaciones2

•

oo La Ley 30364 conceptualiza la violencia en su artículo 8 y describe los tres tipos de 
violencia contra la mujer: (l) fisica, (i1) psicológica y (iil) económica o patrimonial. 
Éstas han sido precisadas y, hasta cierto punto, ampliadas por el Decreto Legislativo 
1323, de 6 de enero de 2017, en el ámbito de la violencia psicológica al excluir el daño 
síquico como resultado necesario de la violencia psicológica, y al introducir 
expresamente la conducta omisiva, así como al comprender las acciones u omisiones 
que tienden a humillar, estigmatizar y estereotipar a la víctima3

• 

8.0 VIOLENCIA DE GÉNERO. Debe ser entendida como toda forma de discriminación 
que ejerce el hombre contra la mujer dentro de su entorno privado o público con la 
finalidad de someter o dominar ya sea de manera fisi� sexual, psicológica, entre otras. 
Esta violencia es la expresión de una relación asimétrica de poder que deviene de 
prácticas históricas en las que el hombre ejercía su dominio sobre la sociedad y que 
creó en él una conciencia de superioridad con los alcances de autoridad en todos los 
ámbitos de interacción social. Esta falsa legitimidad de poder creó y crea aún una suerte 
de regla erróneamente considerada justificativa de la violencia contra la mujer. 
oo El Esta-90-peruano ratificó la Convención Interamericana para prevenir, sancionar y 

__........,h"ltc'arÍa violencia contra la mujer "Convención de Belemdo Pará" y con ello asumió 

americana de la Salud y Organiza undial de fa Salud. Informe mundial sobre la violencia y la salud 
gton. 2002, pp. 4-5. 
Acuerdo Plenario 05-2016/CIJ-11 <lamento jurídico sé · 

5 
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, concepto de violencia contra la mujer como violencia basada en el género. La

PooeR Juo,ciA�onvención señala que la violencia contra la mujer es '"una manifestación de las relaciones
de poder históricamente desiguales entre mujeres y hombres" y reconoce que el derecho de toda 
mujer a una vida libre de violencia incluye el derecho a ser libre de toda forma de 
discriminación 

. oo El concepto de "violencia contra la mujer", tal como se define en la Recomendación 
general Nº 35 (2017) del Comité para la Eliminación de la Discriminación contra la 
Mujer y en otros instrumentos y documentos internacionales, hace hincapié en el hecho 
de que dicha violencia está basada en el género. En consecuencia, en la 

ecomendación, la expresión "violencia por razón de género contra la mujer" se utiliza 
orno un término más preciso que pone de manifiesto las causas y los efectos 
elacionados con el género de la violencia. La expresión refuerza aún más la noción de 

la violencia como problema social más que individual, que exige respuestas integrales, 
ás allá de aquellas relativas a sucesos concretos, autores y víctimas y supervivientes4

• 

l Comité CEDA W considera que la violencia por razón de género contra la mujer es
no de los medios sociales, políticos y económicos fundamentales a través de los cuales

se perpetúa la posición subordinada de la mujer con respecto al hombre y sus papeles 
estereotipados. En toda su labor, el Comité ha dejado claro que esa violencia constituye 
un grave obstáculo para el logro de la igualdad sustantiva entre mujeres y hombres y 
para el disfrute por parte de la mujer de sus derechos humanos y libertad5

•

oo La violencia por razón de género afecta a las mujeres a lo largo de todo su ciclo de 
vida y, en consecuencia, las referencias a las mujeres en este documento incluyen a las 
niñas. Dicha violencia adopta múltiples formas, a saber: actos u omisiones destinados 
a, o que puedan causar o provocar la muerte o un daño o sufrimiento fisico, sexual, 
psicológico o económico para las mujeres, amenazas de tales actos, acoso, coacción y
privación arbitraria de la libertad6

• 

oo El Comité considera que la violencia por razón de género contra la mujer está 
arraigada en factores relacionados con el género, como la ideología del derecho y el 
privilegio de los hombres respecto de las mujeres, las normas sociales relativas a la 
masculinidad y la necesidad de afirmar el control o el poder masculinos, imponer los 
papeles asignados a cada género o evitar, desalentar o castigar lo que se considera un 
comportamiento inaceptable de las mujeres. Esos factores también contribuyen a la 
aceptación social explícita o implícita de la violencia por razón de género contra la 
mujer, que a menudo aún se considera un asunto privado, y a la impunidad generalizada 
a ese respecto7

• 

4 ación General Nº 35 Comité para la Eliminación de la Discriminación contra la Mujer. Párrafo 9. En: Naciones 
Unidas. CEDA W /C/GC/35. 
5 Recomendación General Nº 35 Comité para la Eliminación de la Discriminación contra la Mujer. Párrafo 10. En: Naciones
Unidas. CEDA W /C/GC/35. 

ón General Nº 35 Comité para la Elim n de la Discriminación contra la Mujer. Párrafo 14. En: Naciones 
W/C/GC/35. 
ón General Nº 35 Comité para la Elim ión de la Discriminación contra la Mujer. Párrafo 19. EN: 
as. CEDA W /C/GC/35. 

6 
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9.0 VIOLENCIA CONTRA LOS INTEGRANTES DEL GRUPO FAMILIAR. Se erige como 
cualquier acción o conducta que le cause muerte, daño o sufrimiento fisico, sexual o 

PODER JUDICIAL , , • psicológico y que se produce en el contexto de una relación de responsabthdad, 
confianza o poder, de parte de un integrante a otro del grupo familiar8 9•

10.0 PERSPECTIVA o ENFOQUE DE GÉNERO. Es Ia metodología y mecanismos que 
permiten mirar la realidad identificando los roles y tareas que asumen los hombres y 
las mujeres en una sociedad, así como las relaciones de asimetrías de poder e 
inequidades que se producen entre ellos, a fin de explicar las causas y consecuencias 
que generan estas desigualdades, y formular medidas que contribuyan a superarlas. 

Así el enfoque o perspectiva de género "[ ... J se entiende como una mirada a la desigualdad
f. í\f\ a la situación de vulnerabilidad de las mujeres, se presenta como una herramienta metodológica que
L\J y \ ecesariamente debe ser empleada en el ámbito institucional [ ... ], ya que ayuda a la materialización

e las medidas públicas adoptadas para lograr una real igualdad en derechos entre hombres y mujeres, 
y porque también constituye un instrumento ético que dota de legi.timídad a las decisiones 
institucionales que se tomen en aras de alcanzar una sociedad más justa e igualitaria"1º.

oo La incorporación del enfoque de género abona en la facultad de administrar justicia 
con igualdad, y se articula con el objetivo de la política general del Poder Judicial 
orientado a garantizar la protección de los derechos fundamentales, igualdad de 
oportunidades entre mujeres y hombres, sin discriminación; toda vez que el enfoque 
de género nos permite evidenciar cómo es que determinados hechos o situaciones 
afectan de manera distinta a los hombres y a las mujeres se explica por sí misma la 
necesidad de su incorporación 11• Por lo que, constituye una prioridad optimizar la 
calidad de servicios y acceso a la justicia con perspectiva de género y énfasis en las 
poblaciones vulnerables 12 con arreglos a los principios democráticos reconocidos en 
nuestro país. 

11.0 JUSTICIA DE PAZ. Es un sistema especial dentro del sistema de justicia, cuyos 
operadores solucionan conflictos y controversias preferentemente mediante la 
conciliación, y también a través de decisiones de carácter jurisdiccional, conforme a 
los criterios propios de Ia comunidad y en el marco de la Constitución Política del Pení. 
La justicia de paz puede aplicar el derecho consuetudinario existente en diversas 
comunidades del país, siempre que las conductas que resuelva no configuren delito y 
que se respeten los derechos fundamentales establecidos en la Constitución. Los 
juzgados de paz tienen presencia en muchas zonas rurales y alejadas del territorio 

nne se señala en el artículo 6 de la Ley para prevenir, sancionar y erradicar la violencia contra las mujeres y los 
integrantes del grupo familiar, Ley 30364. 
9 Se utiliza esta definición que es más precisa que el término violencia familiar o violencia doméstica, siendo una 

, caracterlsti a de la primera la alusión a la relación filial y jurídica que existe entre las partes, en tanto; la segunda pone énfasis 
fon el lu donde se produce dicha violencia (unidad d méstica) siempre que no medie relación laboral y/o contractual. 

encia del Tribunal Constitucional O 1479-2018 rrc, párrafo 9. 
11 Sentencia el Tribunal Constitucional 01479-2018- rrc, párrafo 1 O. 

lan O ativo Institucional 2019-2022. Objetivos olitica General del Poder Judicial, literal d), p. 3. 
7 
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/ nacional donde existen también comunidades campesinas, rondas campesinas y 
comunidades nativas, por ello la ley de Justicia de Paz incluye disposiciones sobre la 

JUDICIAL 

relación entre la justicia de paz y la justicia comunitaria. Para la atención de la 
problemática de la violencia contra las mujeres, la Ley 30364 dispone que en las zonas 
donde no existan juzgados de familia o jueces de paz letrados, los juzgados de paz son 
los competentes para recibir denuncias por violencia contra las mujeres o integrantes 
del grupo familiar y para dictar las medidas de protección o medidas cautelares a favor 
de las víctimas. 

2. 0 JUSTICIA COMUNITARIA o JURISDICCIÓN ESPECIAL. Es la facultad 
onstitucional de impartir justicia que poseen las autoridades de instituciones como las 
omunidades campesinas o comunidades nativas o rondas campesinas, dentro del 
mbito de su territorio y en todas las ramas del derecho, en forma autónoma, integral 
independiente según su derecho consuetudinario y la legislación especial vigente, 

iempre que no vulnere los derechos fundamentales de las personas. Si el conflicto a 
atender está referido a casos de violencia contra las mujeres y los integrantes del grupo 
familiar, y en la zona es competente el juzgado de paz (porque no hay juzgados de 
familia ni juzgados de paz letrado), la Ley 30364 dispone que el juzgado de paz 
coordine con las autoridades de justicia comunitaria a fin de garantizar la ejecución de 
las medidas que dicte. Asimismo, en zonas donde coexiste la justicia ordinaria o la 

1

1' justicia de paz con la justicia comunitaria, corresponde establecer formas de
coordinación funcional y operativa para la investigación y sanción de la violencia 
contra las mujeres, de conformidad con el artículo 149 de la Constitución Política del 
Estado. 

§ 4.0 EVOLUCIÓN LEGISLATIVA DEL DELITO DE LESIONES LEVES Y AGRESIONES EN
CONTRA DE LAS MUJERES O INTEGRANTES DEL GRUPO FAMILIAR -ARTÍCULOS 
122, INCISO 3, LITERALES C, D Y E,• Y, 122-B, DEL CÓDIGO PENAL 

13. 0 La fórmula original prevista en el artículo 122 del Código Penal (lesiones Jeves) 
fue modificada por la Primera Disposición Complementaria Modificatoria de la Ley 
30364, de 23 de noviembre de 2015. Posteriormente, mediante el artículo 1 del Decreto 
Legislativo 1323, de 6 de enero de 2017, fue nuevamente modificada al adicionársele 
ciertas circunstancias agravantes. Finalmente, el artículo 1 de la Ley 30819, de 13 de 
julio de 2018, consagró la última modificación. 

14.0 El texto al del artículo 122, inciso 3, literal c), d) y e), estipula: 
. El que causa a otro lesiones en el cuerpo o salud física o mental que requiera más de diez 

y enos de veinte días de asistencia o descanso, según prescripción f acu.ltativa o nivel 
oderado de daño psíquico, será reprimido con pena privativa de la libertad no menor de 

dos ni mayor de cinco años.[ ... ] 



#e,UG.-,0,Etp 

�� �V 

_:;: . 

PO CIAL 

3. La pena privativa de libertad será no menor de tres ni mayor de seis años e inhabilitación
conforme a los numerales 5 y 11 del artículo 36 del presente Código y los artículos 75 y 77 del
Código de los Niños y Adolescentes, según corresponda, cuando: [ ... ]
c. La víctima es mujer y es lesionada por su condición de tal, en cualquiera de los contextos
previstos en el primer párrafo del artículo 108-B.
d. La víctima se encontraba en estado de gestación.
e. La victima es el cónyuge; ex cónyuge; conviviente; ex conviviente; padrastro; madrastra;
ascendiente o descendente por consanguinidad, adopción o afinidad; pariente colateral del
cónyuge y conviviente hasta el cuarto grado de consanguinidad y segundo de afinidad; habita
en el mismo hogar, siempre que no medien relaciones contractuales o laborales; o es con quien
se ha procreado hijos en común, independientemente de que se conviva o no al momento de
producirse actos de violencia, o la violencia se da en cualquiera de los contextos de los
numerales 1, 2y 3 del primer párrafo del articulo 108-B [ ... ]".

15.0 El artículo 122-B del Código Penal fue incorporado al ordenamiento jurídico 
mediante el artículo 12 de la Ley 29282, de 27 de noviembre de 2008, y derogado por 
la Primera Disposición Complementaria Derogatoria de la Ley 30364 "Ley para 
prevenir, sancionar y erradicar la violencia contra ]as mujeres y los integrantes del 
grupo familiar", de 23 de noviembre de 2015. 

r¡ oo Con posterioridad, por el artículo 2 del Decreto Legislativo 1323, Ley que fortalece
la lucha contra el feminicidio, la violencia familiar y la violencia de género, de 
6 de enero de 201 7, se incorporó nuevamente -aunque con un contenido totalmente 
modificado-, bajo el epígrafe de "agresiones en contra de las mujeres o íntegrantes del 
grupo familiar". Finalmente, fue modificado por el artículo 1 de la Ley 30819 "Ley 
que modifica el Código Penal y el Código de los Niños y Adolescentes", de 13 de julio 
de 2018. 
oo Así se tiene: 

9 
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MODIFICACIONES DEL ARTÍCULO 122B DEL CÓDIGO PENAL 

Art. 12 de la Ley N.' Primera Oi5posición Art. 2 del Decreto Art.1 de la Ley N.' 

29282 Derogatoria de la Ley Legislativo N. • 1323 30819 

N.º 30364 

¡ 2.7/11/2008 l [ 23/11/2015 l r 06/01/2017 l r 13/07/2018 ] 

Incorpora la primera Deroga la primera Incorpora la segunda Modifica la segunda 
fórmula del art. 122-8 fórmula del a rt. 12 2-B fórmula del art. 122-B fórmula del art. 122-B 

al Código Penal del Código Penal al Código Penal al Código Penal. 

16. 0 El texto actual del artículo 122-B del Código Penal estipula: 

. " 

"El que de cualquier modo cause lesiones corporales que requieran menos de diez 
días de asistencia o descanso según prescripción facultativa, o algún tipo de 
afectación psicológica, cognitiva o conductual que no califique como daño 
psíquico a una mujer por su condición de tal o a integrantes del grupo familiar en 
cualquiera de los contextos previstos en el primer párrafo del artículo 108; B, será 
reprimido con pena privativa de libertad no menor de uno ni mayor de tres años 
e inhabilitación corif orme a los numerales 5 y 11 del artículo 36 del presente 
Código y los artículos 75 y 77 del Código de los Niños y Adolescentes, según 
corresponda. 
La pena será no menor de dos ni mayor de tres años, cuando en los supuestos del 
primer párrafo se presenten las siguientes agravantes: 
1 Se utiliza cualquier tipo de arma. objeto contundente o instrumento que ponga 
en riesgo la vida de la víctima. 
2 El hecho se comete con ensañamiento o alevosía. 
3. La víctima se encuentra en estado de gestación.
4. La víctima es menor de edad, adulta mayor o tiene discapacidad o si padeciera
de enfermedad en estado terminal y el agente se aprovecha de dicha condición.
5. Si en la agresión participan dos o más personas.
6. Si se traviene una medida de protección emitida por la autoridad 
competente. 
7. Si los actos se realizan en presencia de cualquier niña, niño o adolescente."

10 
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., . ,.- § 5. LA APLICACIÓN DEL PRINCIPIO DE OPORTUNIDAD Y ACUERDO REPARATORIO EN
LOS DELITOS DE LESIONES LEVES Y AGRESIONES CONTRA US MUJERES E

PODER JUDICIAL 

INTEGRANTES DEL GRUPO FAMILIAR

17. 0 El principio d¡z oportunidad es un mecanismo de simplificación procesal reglado, 
gobernado por el principio de consenso, que como excepción a los principios de 
legalidad u obligatoriedad y de oficialidad de la persecución penal, privilegia el interés 
de la víctima sobre el interés público de persecución del delito y se sustenta, 
procesalmente, en la noción de simplificación procesal. En su mérito el Ministerio 
Público, discrecionalmente, bajo determinados supuestos y contornos normativos y 
con el consentimiento del imputado, pese a la presencia de sospecha inicial simple del 
echo, puede abstenerse de ejercitar la acción penal, garantizando la satisfacción 

'ntegra de los intereses del agraviado. Dicha facultad se plasma en criterios de 
elección en base a determinados presupuestos previstos por la ley. En tal sentido, 

constituye una excepción al principio de legalidad u obligatoriedad y se ampara en el 
principio de proporcionalidad 13 -en buena cuenta, su aplicación está condicionada no 
solo al respecto al principio de proporcionalidad, sino también al principio-derecho de 
igualdad-. Empero, al constituir una regla de excepción al principio de legalidad u 
obligatoriedad del ejercicio de la acción penal, el artículo 2 del Código Procesal Penal 
establece supuestos específicos para su aplicación. El previsto en su literal a) 14

, 

conforme a la tipología de casos que este delito presenta, se vislumbra claramente su 
inaplicabilidad. Mientras que en los supuestos recogidos en los literales b) y e) se exige 
en común que no exista ningún interés público gravemente comprometido en su 
persecución. 

18.0 Para determinar la existencia de un interés público gravemente comprometido se 
debe analizar el ámbito de protección y función del tipo penal concreto, con principal 
incidencia (l) en el bien jurídico que se pretende tutelar, (ii) en el interés del legislador 
en la problemática social de la que deriva el tipo penal, (iii) en las exigencias de 

ll Peña Cabrera, Alonso Raúl - Frisancho Aparicio, Manuel: Terminación anticipada del proceso, Juristas Editores, Lima.
2003, p. 132. 
14 "Artículo 2. Principio de oportunidad
1. El Ministerio Público, de oficio o a pedido del imputado y con su consentimiento, podrá abstenerse de ejercitar la acción
penal en cualquiera de los siguientes casos:
a) Cuando el agente haya sido afectado gravemente por las consecuencias de su delito, culposo o doloso, siempre que este
último sea reprimido con pena privativa de I ibertad no mayor de cuatro años, y la pena resulte innecesaria.
b) Cuando te de delítos que no afecten gravemente el interés público, salvo cuando el extremo mínimo de la pena sea 

· r a los dos años de pena privativa de I ibertad, o hubieren sido cometidos por un funcionario público en ejercicio de su
cargo. 
e) Cuando onforme a las circunstancias del hecho y a las condiciones personales del denunciado, el Fiscal puede apreciar
�ue con e en los supuestos atenuantes de los 'culos 14, 15, 16, 18. 21, 22, 25 y 46 del Código Penal, y se advierta que no
existe · gún interés público gravemente com metido en su persecución. No será posible cuando se trate de un delito

.___<l>A,,rffl 1nado con una sanción superior a cuatro añ de pena privativa de I ibertad o cometido por un funcionario público en el 

11 
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.,revención general y (iv) en la relevancia de la problemática desde una perspectiva 
�ntemacional. 
PO ER JUDICIAL 

19.0 En cuanto al ámbíto de protección del tipo penal regulado en el a rtículo 122-8 
del Código Penal, éste se desprende de la interpretación de los elementos objetivos del 
tipo penal -con inclusión, por cierto, de sus elementos de contexto-, que incluyen, por 
un lado, todo clase de agresiones de menor entidad -o levísimas- cometidas contra una 
mujer por su condición de tal-viol�neia d� gi:n�ro-y, por otro, las agresiones levísimas 
cometidas entre integrantes del grupo familiar-viol�neia dom¡ú;tiea-. 

20. 0 La agresión contra una mujer por su condición de tal, es la perpetrada por el agente 
ontra la mujer a causa del incumplimiento o imposición de estereotipos de género, 
ntendidos éstos como el conjunto de reglas culturales que prescriben determinados 
omportamientos y conductas a las mujeres, que las discriminan y subordinan 
ocialmente 15

• El numeral 3 del artículo 4 del Reglamento de la Ley 30364 define la 
iolencia contra la mujer por su condición de tal, "como una manifestación de discriminación 

que inhibe gravemente la capacidad de las mujeres de gozar de derechos y libertades en pie de igualdad, 
a través de relaciones de dominio, de sometimiento y subordinación hacia las mujeres". 

21.0 El Comité CEDA W aclaró que la discriminación contra la mujer, tal como se 
define en el artículo 1 de la Convención, incluía la violencia por razón de género, que 
es "la violencia dirigida contra la mujer porque es mujer o que la aj ecta en forma desproporcionada", 
y que constituía una violación de sus derechos humanos y libertades fundamentales. 

22.0 Respecto a esto último la señora fiscal Rivas La Madrid apuntó correctamente 
que, en este contexto, el empleo de la fuerza fisica o psicológica es solo un medio para 
la consecución del fin último que es el "sometimiento de la víctima y con ello se afecta la salud, 
la igualdad, el derecho a no ser discriminado y la motivación destructiva afecta el libre desarrollo de 
la personalidad". 

23.0 A partir de lo expuesto es de identificar que el bien jurídico tutelado en el delito 
previsto en el artículo 122-8 del Código Penal es pluríofensivo pero con matices 
distintos para cada uno de los supuestos citados. En el primer supuesto (violencia de 
género) se protege la integridad física y la salud de la mujer, concretamente, el derecho 
de las mujeres a una vida libre de violencia, contenido en la Convención Belém do 
Pará, Ley y su reglamento; pero, principalmente, por su inescindible unidad con los 
bienes jur' ie6s, la igualdad material y libre desarrollo de la personalidad de la mujer 
___.....-...-rr1culo 9 de la Ley 30364 resalta el derecho a la mujer a estar libre de toda forma 

LO, INORJD y OTROS: Feminicídio. 1 

, p. 69. 
tación de un delito de violencia basada en género, Fondo Editorial/,� 
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; de discriminación, estigmatización y de patrones estereotipados de comportamientos, 
·orácticas sociales y culturales basadas en conceptos de inferioridad y subordinación-.

RJUDICIAE 

24.0 Por tanto, es de anotar que la violencia de género puede presentarse tanto fuera
como dentro de la convivencia familiar; muestra móviles específicos que lo diferencian
de la violencia ejercida entre otros miembros del grupo familiar ( entre hennanos,
primos, cuñados, padres/hijos, suegros/yernos, etcétera). Así, por ejemplo, una mujer
puede ser agredida en el ámbito familiar por su conviviente, pero sin que la agresión

J se haya ejecutado por su condición de tal; no obstante lo cual dicha conducta estaría
abarcada por el injusto penal, en tanto se produjo en el ámbito doméstico, como
integrante del grupo familiar.

25. 0 La violencia contra la mujer se distingue de la que comete un integrante del grupo 
amiliar contra otro, ya sea porque no tenga el mismo móvil o porque la víctima no 
enga la condición de mujer. El numeral 4 del artículo 4, del Reglamento de la Ley 

30634 entiende que violencia hacia un o una integrante del grupo familiar es la acción 
u omisión identificada como violencia según los artículos 6 y 8 de la Ley que se realiza
en el contexto de una relación de responsabilidad, confianza o poder de parte de un o
una integrante del grupo familiar hacia otro u otra.
oo Consecuentemente, en el segundo supuesto, lo que respecta a la violencia de una
persona contra otro miembro del grupo familiar, que no califique como violencia de
género, se protege el derecho de éstos a la integridad física, psíquica y salud, así como
al derecho a una vida sin violencia.

26. 0 En lo concerniente al interés del legislador en el problema social de la que deriva 
el tipo penal, cabe destacar las reiteradas modificaciones realizadas al artículo 122 del 
Código Penal, que evidencian el interés del legislador nacional en afrontar el problema 
social de la violencia de género y violencia doméstica. 
oo De modo particular, las agresiones contra las mujeres e integrantes del grupo familiar 
que no calificaban como delito de lesiones leves -previsto en el artículo 122 del Código 
Penal- y que, por tanto, solo eran constitutivas de faltas, fueron incorporadas como 
delito mediante el artículo 2 del Decreto Legislativo 1323 16

, precisamente por 
comprometer gravemente un interés público. 

27.0 Mediante el Decreto Legislativo 1323 se efectuó una multiplicidad de 
modificaciones al Código Penal, entre ellas, dentro de los móviles que agravan un 
delito a la · entación sexual e identidad de género, (i) se modificó el conjunto de las 

.-ClICYm�rancias agravantes de ]os delitos de feminicidio, lesiones graves y lesiones 
leves; (ii) se amplió la protección contra la violencia psicológica; (iii) se descartó la 

los detalles acerca de las modificaciones efectuadas al artículo 122 del Código Penal véase lo precisado en el apartado 
referido la evolució legislativa del delito de les nes leves y agresiones en contra de las mujeres o integrantes del grupo 
famil' de present :.\cuerdo Plenario. 

13 
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' excusa absolutoria cuando el delito se comete en contextos de violencia contra las 
mujeres o integrantes del grupo familiar; (iv) se reguló el atentado contra la libertad de 

PO ER JUDICII • • , • • • • • , • • , traba.Jo; ( v) se mcluyo dentro de los motivos de d1scnmmac10n a la onentac1on sexual 
e identidad de género; y, (vi) se reguló el maltrato. Asimismo, (vií) se creó un delito 
específico para sancionar las agresiones en contra de mujeres o integrantes del grupo 
familiar, explotación sexual, esclavitud y otras formas de discríminacíón y trabajo 
forzoso; ( viii) se modificó los tipos de violencia, ampliando el concepto de violencia 
psicológica penada. 
oo En la escueta Exposición de Motivos se expresa que esta disposición con rango de 
ley tiene como fin fortalecer, entre otros, la lucha contra la violencia familiar y 
'olencia de género, así como proteger de modo efectivo a los grupos vulnerables de 
ujeres, niñas, niños y adolescentes de la violencia familiar y cualquier otra forma de 
·olencia y discriminación. Esta Exposición de Motivos a su vez debe ser

o plementada con lo establecido en el artículo 6-B del Decreto Supremo 004-2019-
I -Reglamento de la Ley 30364-, modificado por el Decreto Supremo 004-2019-

MIMP, que especifica textualmente que todos los hechos de violencia contra las 
mujeres y los integrantes del grupo familiar constituyen una grave afectación al interés 
público. 

28.0 En lo atinente a la relevancia de la problemática desde la perspectiva 
internacional, el Estado peruano asumió compromisos jurídicos orientados a la 
prevención, sanción y erradicación de la violencia contra las mujeres, a través de la 
ratificación de la Convención sobre la Eliminación de Todas las Formas de 
Discriminación contra la Mujer (CEDA W) 17 y la Convención Interamericana para 
Prevenir, Sancionar y Erradicar la Violencia contra la Mujer (Convención de Belém 
Do Pará) 18

•

oo Así se encuentra consignado de modo expreso en los siguientes términos: 

CEDAW 

Artículo 2 

Los Estados Partes condenan la 
discriminación contra la mujer en todas sus 
formas,( ... ) y con tal objetivo se compromete 
a: 
c) Establecer la protección jurídica de los
derechos de la mujer sobre la base de igualdad
con los derechos del hombre y garantizar, por
condu de los tribunales nacionales o

mpetentes y de otras instituciones públicas,
la protección efectiva de la mujer( ... ).

CONVENCI N DE BELEM DO PARA 

Artículo 7 

Los Estados Partes condenan todas las fonnas 
de violencia contra la mujer y convienen en 
adoptar, por todos los medios apropiados y sin 
dilaciones, políticas orientadas a prevenir, 
sancionar y erradicar dicha violencia y en 
llevar a cabo lo siguiente: 
a. abstenerse de cualquier acción o práctica de
violencia contra la mujer y velar por que las
autoridades, sus funcionarios, personal y
agentes e instituciones se comprometen de
conformidad con esta obligación;
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Artículo 5 

P UDICIAL 

Los Estados Partes tomarán todas las medidas 
apropiadas para: 

b. actuar con la debida diligencia para
prevenir, investigar y sancionar la violencia
contra la mujer;

I 
(; 

a)Modificar los patrones socioculturales de
conducta de hombres y mujeres, con miras a
alcanzar la eliminación de los prejuicios y las
prácticas consuetudinarias y de cualquier otra
índole que estén basados en la idea de la
inferioridad o superioridad de cualquiera de
los sexos o en funciones estereotipadas de
hombres y mujeres.

( ... )
d. adoptar medidas jurídicas para conminar al
agresor a abstenerse de hostigar, intimidar,
amena.zar, dafíar o poner en peligro la vida de
la mujer de cualquier forma que atente contra
su integridad o perjudique su propiedad;

( ... ) 
Establecer los mecanismos judiciales y 
administrativos necesarios para asegurar que 
la mujer objeto de violencia tenga acceso 
efectivo a resarcimiento, reparación del daño u 
otros medios de compensación justos y 
eficaces. 

Las normas mencionadas dan cuenta de la obligación del Estado peruano -que 
i cluye, definitivamente, al Poder Judicial- en materia de los derechos humanos de las 
mujeres, y de su compromiso de garantizar su cumplimiento efectivo. 

29.° Conforme al artículo 55 de la Constitución, los tratados celebrados por el Estado 
y en vigor forman parte del derecho interno; y, en cumplimiento de la Cuarta 
Disposición Final y Transitoria de la misma Constitución, las normas relativas a los 
derechos y a las libertades se interpretan de conformidad con la Declaración Universal 
de Derechos Humanos y con los tratados y acuerdos internacionales sobre la materia. 
En consecuencia, la Convención sobre la Eliminación de Todas las Formas de 
Discriminación contra la Mujer (CEDA W) y la Convención Interamericana para 
Prevenir, Sancionar y Erradicar la Violencia contra la Mujer (Convención de Belém 
Do Pará) forman parte de nuestra legislación interna y se erigen en fuentes válidas de 
interpretación obligatoria y valoración en casos de violencia contra las mujeres. 

30.0 La Convención Interamericana para Prevenir, Sancionar y Erradicar la Violencia 
contra las Mujeres entró en vigor en 1995. La Convención afirma que la violencia 
contra las mujeres constituye una violación de los derechos humanos y que limita de 
forma parcial o total, el reconocimiento, goce y ejercicio de tales derechos para las 
mujeres (artículos 4 y 5). La Convención, además, define la violencia como cualquier 
acción o conducta basada en su género, que cause muerte, daño o sufrimiento físico, 
sexual o · lógico a la mujer, tanto en el ámbito público como en el privado (artículo

3 • 0 Es de mencionar que los avances en materia de protección y garantía de los 
�ere de la 'ujer a vivir un ida libre de violencia alcanzados en el ámbito jurídico 

int mac ona a tenido un impa positivo en nuestro marco jurídico nacional. En ese 
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· / sentido, ha irradiado en nuestra normativa interna tal como se puede apreciar en el
siguiente cuadro comparativo:

UDICIAL 

CONVENCION INTERAMERICANA 
PARA PREVENIR, SANCIONAR Y 

ERRADICAR LA VIOLENCIA CONTRA 
LA MUJER (CONVENCIÓN DE BELÉM 

DOPARÁ) 
Artículo 1 

( ... ) debe entenderse por violencia contra la 
mujer cualquier acción o conducta, basada en 
su género, que cause muerte, daño o 
sufrimiento físico, sexual o psicológico a la 
mujer, tanto en el ámbito público como en el 
privado. 
Artlculo2 

Se entenderá que violencia contra la mujer 
incluye la violencia física, sexual y 
psicológica: 

a. que tenga lugar dentro de la familia o
unidad doméstica o en cualquier otra
relación interpersonal, ya sea que el
agresor compa1ta o haya compartido
el mismo domicilio que la mujer, y
que comprende, entre otros, violación,
maltrato y abuso sexual;

b. que tenga lugar en la comunidad y
sea perpetrada por cualquier persona y
que comprende, entre otros, violación,
abuso sexual, tortura, trata de
personas, prostitución forzada,
secuestro y acoso sexual en el lugar de
trabajo, así como en instituciones
educativas, establecimientos de salud
o cualquier otro lugar, y

c. que sea perpetrada o tolerada por el
Estado o sus agentes, donde quiera
que ocurra.

LEY PARA PREVENIR, SANCIONAR Y 
ERRADICAR LA VIOLENCIA CONTRA 
LAS MUJERES Y LOS INTEGRANTES 

DEL GRUPO FAMILIAR 
LEY Nº 30364 

Artlculo5 

La violencia contra las mujeres es cualquier 
acción o conducta que les cause muerte, daño 
o sufrimiento físico, sexual o psicológico por
su condición de tales, tanto en el ámbito
público como en el privado.
Se entiende por violencia contra las mujeres:

a. La que tenga lugar dentro de la
familia o unidad doméstica o en
cualquier otra relación interpersonal,
ya sea que el agresor comparta o haya
compartido el mismo domicilio que la
mujer. Comprende, entre otros,
violación, maltrato físico o
psicológico y abuso sexual.

b. La que tenga lugar en la comunidad,
sea perpetrada por cualquier persona y
comprende, entre otros, violación,
abuso sexual, tortura, trata de
personas, prostitución forzada,
secuestro y acoso sexual en el lugar de
trabajo, así como en instituciones
educativas, establecimientos de salud
o cualquier otro lugar.

c. La que sea perpetrada o tolerada
por el Estado o sus agentes, donde
quiera que ocurra.

oo Tal es así que, respecto de la violencia que sea perpetrada o tolerada por el Estado, 
la Ley 30862 19, Ley que fortalece diversas normas para prevenir, sancionar y erradicar 
la violencia contra las mujeres y los integrantes del grupo familiar, efectuó una 
modific ión del artículo 18 de la Ley 30364. Estatuyó que: "En la actuación de los 
operadores de justicia, originada por hechos que constituyen actos de violencia contra las mujeres y
ios integrantes del grupo familiar [ ... ] deben seguir pautas concretas de actuación que eviten 

r pr edimientos discriminatorios hacia las personas involucradas en situación de víctimas. sto 

19 E ta ley, publica a'. el 25 de octubre de 2018, n ifica algunos artículos de la Ley 30364.
16 
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. >' implica no emitir juicios de valor ni realizar referencias innecesarias a la vida íntima, conducta, 

Juoic�ariencia, relacionada, entro otros aspectos. Se debe evitar, en todo momento, la aplicación de
criterios basados en estereotipos que generen discriminación". 

32.0 En lo que concierne al supuesto de violencia de un miembro del grupo familiar 
contra otro que no califique como violencia de género, el espacio familiar en la que 
tiene lugar tiende a generar, en la totalidad del núcleo familiar que la percibe, tolerancia 

1 
a los actos de violencia y, peor aún, la repetición futura de dichas prácticas, infiriéndose 
razonablemente su repercusión en la violencia de género del mañana, por lo que se 
busca prevenir las raíces de la violencia. Así ha sido denotado en la Asamblea Mundial 
de la Salud, en su reunión de 1996, en Ginebra, donde se aprobó la Resolución 
WHA49.25, que declaró a la violencia como uno de los principales problemas de salud 
ública en todo el mundo. 

3. 0 La naturaleza del delito, los bienes jurídicos comprometidos, los motivos de su 
ncorporación como delito, los tratados internacionales y la innegable realidad de su 

'presencia en la sociedad como acto precedente a resultados más lesivos, especialmente, 
en lo que atañe a la mujer, hace sumamente evidente el interés público gravemente 
comprometido que está detrás de la investigación, procesamiento y efectiva sanción de 
los perpetradores de este delito. Este contexto hace inviable la aplicación del principio 
de oportunidad según los supuestos contemplados en los literales b y c, del inciso 2, 
del artículo 2 del Código Procesal Penal. 

B. DE LA APLICACIÓN DEL ACUERDO REPARATORJO

34.0 Acerca del '(lcuizrdo 'Rizparatorio existen planteamientos teóricos que afirman que 
tal figura jurídica es independiente y diferente al principio de oportunidad. Ambas 
figuras tendrían, por tanto y desde esa perspectiva, supuestos de aplicación diferentes20•

Esta postura sería compartida por el Ministerio Público conforme se puede apreciar en 
el Reglamento de aplicación del principio de oportunidad y acuerdo reparatorio 
(2018)21

• 

35. 
0 Por lo demás, el 'fleuizrdo 'Riparatorio, estipulado en el artículo 2, inciso 6, del 

Código Procesal Penal, es un criterio adicional de oportunidad, distinto del previsto 
en los incisos anteriores -que tienen como fuente la legislación germana-. Tiene dos 
caracterís · centrales que habilitan su aplicación -siempre que no se den los 
upuestos de inaplicación expresamente establecidos-. Primero, a diferencia del 

ant rior criterio de oportunidad, requiere necesariamente un acuerdo entre el imputado 

Aml>as figuras tienen supuestos de aplicacíó diferentes; es facultativo el principio de oportunidad ya que se valora 
conceptos indetenninados como por ejemplo el i • s público y es obligatorio aceptar la aplicación de un acuerdo reparator \,,--
respecto solo de 'n grupo limitado y preciso de tos, 
21 hado m tliante Resolución de la Fiscalía d ación 1245-2018-MP-FN, de 20 de abril de 2018. 
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� • la parte agraviada. Segundo, comprende supuestos taxativos, procede para un número
PooERJuotciA�e delitos determinados.

oo La viabilidad de su aplicación en los delitos que son materia de análisis será 
analizada desde la perspectiva de ambas características. 

36.0 En los delitos que procede un acuerdo reparatorio -supuesto taxativo de 
/ aplicación- el precepto procesal consideraba el delito previsto en el artículo 122 del

Código Penal (lesiones leves). Sin embargo, es de aclarar que este dispositivo legal 
'hizo referencia al texto legal del artículo 122 del Código Penal vigente en el año 2004, 
esto es, antes de las reiteradas modificaciones legislativas que le fueron realizadas. En 
consecuencia, los artículos 122, inciso 3, literal d), y 122-B del Código Penal, hoy 
vigentes, tienen elementos contextuales y tutelan bienes jurídicos -detallados en los 
apartados previos-que los diferencian sustancialmente del primigenio artículo 122 del 

ódigo Penal sobre el cual se estructuró la posible aplicación de un acuerdo 
eparatorio. 

7.0 En lo referido a la posibilidad de que exista un acuerdo entre el imputado y la 
parte agraviada ----como presupuesto para la aplicación del aeuirdo r1Zparalorio-­
corresponde realizar una interpretación que guarde coherencia con la normativa, tanto 
nacional como la consagrada en los instrumentos internacionales. 

38. 0 En el marco de las modificaciones legislativas para prevenir, sancionar y erradicar 
la violencia contra las mujeres y los integrantes del grupo familiar, que reconocen la 
posición de desventaja estructural de la víctima en estos casos de violencia, se 
estableció expresamente en el artículo 25 de la Ley 30364 la prohibición de 
confrontación -o, mejor dicho, careo- y conciliación entre la víctima y el agresor. 
Igualmente, el artículo 32 del Reglamento de la Ley 30364, modificado por el Decreto 
Supremo 004-2019-MIMP, prescribió que no procede el archivo de la denuncia a 
pedido de la persona denunciante; y, su artículo 6-B, estatuyó que es improcedente la 
aplicación o promoción de cualquier mecanismo de negociación y conciliación entre 
la víctima y la persona agresora que impida la investigación y sanción de los hechos 
de violencia, bajo responsabilidad del servidor o funcionario a cargo. 
oo El fundamento de esta disposición legal es diverso. Por un lado, los derechos 
vulnerados por la violencia de género o por la violencia intrafamiliar, por su categoría 
de fundamentales, son indisponibles, aún para la víctima. Por otro lado, procura evitar 
la revictimización o victimización secundaria, en tanto el contacto con el agresor 
tiende a inc mentar el daño sufrido por la víctima. Una perspectiva de interpretación · el ordenamiento jurídico gue pretenda ser coherente, anuncia 
el sentido interpretativo de que n debe aplicar la institución del acuerdo reparat
en d titos de violencia de género iolencia 

18 
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· ·, 39. 0 A mayor detalle, la referida disposición no es exclusiva de nuestra legislación
nacional, sino que se encuentra en coherencia con los dispositivos internaciones de los

P ER JUDICIAL 

cuales el Estado forma parte. En efecto, el Comité CEDAW, a través de su 
Recomendación General 33, párrafo 58 c), señaló que respecto al enjuiciamiento y el 
castigo de la violencia por razón de género contra la mujer, debe velarse para que no 
sea remitida a ningún tipo de procedimiento alternativo de arreglo de controversias, 
como la mediación o la conciliación, y que el uso de procedimientos alternativos debe 
regularse estrictamente, y permitirse únicamente cuando una evaluación anterior por 
parte de un equipo especializado garantice el consentimiento libre e informado de las 
víctimas y supervivientes, siempre que no existan indicadores de nuevos riesgos para 
las víctimas y supervivientes o sus familiares. 

40. 0 En el mismo sentido, desde una perspectiva convencional, la Corte Interamericana 
de Derechos Humanos, en el caso SCoIDH Espinoza Gonzáles vs. Perú, párrafo 280, 
precisó que la ineficacia judicial frente a casos singulares de violencia contras las 
mujeres propicia un ambiente de impunidad que facilita y promueve los hechos de 
violencia en general y envía un mensaje según el cual la violencia contra las mujeres 
puede ser tolerada y aceptada, lo que favorece su perpetuación y la aceptación social 
del fenómeno, el sentimiento y la sensación de inseguridad de las mujeres, así como 
una persistente desconfianza de estas en el sistema de administración de justicia. Dicha 
ineficacia o indiferencia constituye en sí misma una discriminación de la mujer en el 
acceso a la justicia. Este ámbito ha sido reconocido expresamente también en el inciso 
c, del artículo 5, de la Ley 30364, al considerar que la violencia contra la mujer, 
tolerada por el Estado o sus agentes constituye, en sí misma, una manifestación 
específica de violencia contra la mujer. 

41.0 Igualmente, el Comité de Expertas del Mecanismo de Seguimiento de la 
Convención Belem do Pará (MESECVI), a través de su Recomendación Nº 1 sobre 
"Legítima defensa y víolencia contra las mujeres" recuerda que en contextos de 
violencia contra las mujeres, tal violencia es constante ya que la conducta del agresor 
en situación de convivencia puede suceder en cualquier momento y ser detonada por 
cualquier circunstancia; consecuentemente, la mujer víctima tiene temor, preocupación 
y tensión •'constantes", forma parte de un continuum de violencia donde se podría 
precisar el inicio pero no el fin de la situación. Y el carácter cíclico de la violencia en 
la vida cotidiana familiar, determinan el deber estatal, conforme señala la Convención 
Belem do Pará ( artículo 7), de tomar todas las medidas apropiadas para modificar 
practicas ju ' icas que respalden la persistencia o tolerancia de la violencia contra las 

42. 
0 Es decir, en la interpretación y aplicación de las normas nacionales se debe 

' ·' ntificar las desigualdad estructurales existentes para las mujeres, así como las ... 

7 dinámicas particulares de violencia 
;:

otra ellas, especialmente en el áE✓ 
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�oméstico o de relaciones interpersonales. Por consiguiente, es fundamental incorporar 
�n análisis contextual que permita comprender que la violencia a la que se ven 
POO�JUOICIA[ 

sometidas las mujeres en razón de su género, tiene características específicas que deben 
permear todo el razonamiento judicial. El que los casos de violencia no se comprendan 
como situaciones de riesgo permanente para las mujeres y se recurra a medidas que 
conlleven a tolerar dichos actos de violencia, implica hacer caso omiso a las 
dimensiones y repercusiones de la problemática y enviar el mensaje de que se trata de 
actos no punibles. 

43. ° Cabe indicar que existe una implicancia directa entre la falta de comprensión de
la violencia hacia las mujeres, el acceso a la justicia de las víctimas y el combate a la
impunidad en estos casos. En tal virtud, la falta de sanción, la impunidad y las
decisiones en la administración de justicia que no garanticen la no repetición de las
diferentes formas de violencia contra las mujeres e integrantes del grupo familiar,
contraviene las obligaciones de protección, garantía y no repetición de la violencia
conforme con los acuerdos asumidos en el ámbito internacional.

44.0 Por consiguiente, la aplicación del principio de oportunidad y/o acuerdo 
reparatorio en casos de violencia contra las mujeres e integrantes del grupo familiar 
desnaturaliza el objetivo mismo de la Ley 30364, por lo que la interpretación y 
aplicación que se realice del artículo 2, inciso 6, del Código Procesal Penal debe 
encontrarse necesariamente en coherencia con las demás normas del ordenamiento 
jurídico y, principalmente, con los dispositivos internacionales a los que el Perú está 
obligado. Desde esa perspectiva, resulta como única interpretación posible que las 
modalidades establecidas en los artículos 122, inciso 3, literales c ), d) y e); y 122-B 
del Código Penal, circunscriptas a lesiones y agresiones en contextos de violencia de 
género y violencia intrafamiliar, no son susceptibles de ningún tipo de conciliación y, 
consecuentemente, de ningún acuerdo reparatorio. Amerita precisar que, por los 
mismos fundamentos, no es posible que los jueces de paz, que intervienen por mandato 
de la Ley 3036422

, realicen acuerdos conciliatorios en las denuncias por violencia 
contra la mujer y los integrantes del grupo familiar. 

45. 0 En suma, todo acto que califique como delito de agresiones contra las mujeres e 
integrantes del grupo familiar viene gobernado por un actual e intenso interés público. 
Asimismo, en virtud de una interpretación coherente con las demás normas en la 
materia, hacen inaplicable el principio de oportunidad y, dentro de él, asimismo, el 
acuerdo reparatorio, ya sea extra o intraproceso. 

46.° Cabe precisar que esta salvedad no alcanza al proceso especial de te1minación 
anticip da y el instituto de la conformidad procesal, en tanto no implican una 

• nego ·ación con la víctima n sentido fuerte ni están dirigidos a evitar la sanción penal.

o 47 de la Ley 30364 realizada mediante
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-La presencia de la parte agraviada en el proceso pennite la defensa de sus derechos y�u pretensión resarcitoria23
•

PODER JUDICIAL 
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§ 4. LA PVNJBILIDAD EN LOS REFERIDOS DELITOS

47.0 El artículo 28 del Código Penal regula las penas aplicables en: (1) privativa de libertad; (ii) restrictiva de la libertad; (iii) limitativa de derechos; y, (iv) multa. oo A su vez, el artículo 31 del Código Penal establece tres clases de penas limitativas de derecho: (i) prestación de servicios a la comunidad; (ii) limitación de días libres; y, 
(iii) inhabilitación. Las dos primeras pueden ser aplicadas como autónomas perotambién como sustitutivas o alternativas de la pena privativa de libertad cuando lasanción sustituida, a criterio del juez, no sea superior a cuatro años24

. Adicionalmente,como pena limitativa de derechos, también es de aplicación la vigilancia electrónicapersonal25
•oo Las alternativas punitivas que el Código Penal reconoce al juez, asimismo,comprenden la suspensión de la ejecución de la pena privativa de libertad (artículo 57del Código Penal) o imposición de la reserva del fallo condenatorio ( artículo 62 delCódigo Penal), claro está en tanto se cumplan los supuestos que lo habilitan.

48.0 La Ley 30710, publicada el 29 de diciembre de 2017, modificó el último párrafo del artículo 57 del Código Penal y eliminó la posibilidad de aplicar, como medida alternativa a la pena privativa de libertad, la suspensión de la ejecución de la pena. A tenor del mismo, "[ ... ] la suspensión de la ejecución de la pena es inaplicable [ ... J para las personas

condenadas por el delito de agresiones en contra de las mujeres o integrantes del grupo familiar del 
artículo 122-B y por d delito de lesiones leves previsto en los literales e), d) y e), del numeral 3 del 
artículo 122 dd Código Penal". Es de precisar que cuando el dispositivo legal señala su inaplicabilidad a las personas condenadas, no implica que se exija una condena previa para su aplicación, como erradamente se ha llegado a interpretar. oo Ante esta prohibición expresa del legislador no concurre una interpretación posible bajo la cual, en dichos delitos, se pretenda aplicar la suspensión de la ejecución de la pena. Sin embargo, el juez está habilitado a aplicar las penas sustitutivas previstas en el precepto legal cuando concurran los supuestos previstos por ley. 
23 "La garantía de tutela jurisdiccional de la victima debe ser respetada en el proceso penal, bajo un sistema como el francés
•que sigue nuestro Código Procesal Penal• que prevé el proceso civil acumulado al penal". Acuerdo Plenario 04-2019/CIJ-
116. Asunto: Absolución, sobreseimiento y reparación civil, Prescripción y caducidad en ejecución de sentencia en el proceso
penal. Fundamen ·urídico vigésimo noveno.
24 re o egislativo 1322, en su artículo 1, establece que tiene como objeto regular la vigilancia electrónica personal como
alternativa de restricción en las medidas coerción procesal, como un tipo de pena aplicable por conversión o su imposición
en el otorgamiento de un beneficio penitenciario. / 
l$ Se trata de una medida (pena convertida-sustitutivo penal o subrogado penal- o restricción específica de la compare�éia, 

• ,5c 'n el caso) que se articula como un ntrol continuado mediante medios tecnológicos que pennita simultán mente al
,n

__,
..,,,.,, ado o imputado una limitada libertad desplazamiento espacial. Acuerdo Plenario 02-2 J-116. Asu ; Vigilancia
electrónica personal. Fundamento jurídic exto. 

21 
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. . ' 49.0 Ahora bien, la reserva del fallo condenatorio, estipulado en el artículo 62 del 

libertad no mayor de tres años o con multa; (ii) cuando la pena a imponerse no supere 
las noventa jornadas de prestación de servicios a la comunidad o de limitación de días 
libres; y, (iii) cuando la pena a imponerse no supere los dos años de inhabilitación. 

q
oo Respecto de su aplicación al delito de lesiones leves, contemplado en el artículo 
122, inciso 3, literales e, d, y e, del Código Penal, ésta no procede en cuanto se sanciona 
con una pena no menor de tres ni mayor de seis años de privación de libertad, por lo 
que excede lo estipulado en el primer supuesto para la aplicación de reserva del fallo 
condenatorio. En lo referido a su aplicación al delito previsto en el artículo 122-B del 
Código Penal, si bien el marco legal de la pena privativa de libertad cumple con el 
primer supuesto enunciado; este delito también conmina una pena de suspensión de la 
patria potestad según el artículo 36 del Código Penal, como pena principal, por lo que 
no satisface el tercer supuesto necesario para su aplicación. 

50.0 Asimismo, aun cuando expresamente no se estipuló, es evidente que el juez, 
obligado a interpretar las normas de acuerdo a la Constitución y los tratados 
· temacionales -entre los que se encuentran la Convención sobre la Eliminación de
odas las Formas de Discriminación contra la Mujer y la Convención Interamericana
ara Prevenir, Sancionar y Erradicar la Violencia contra la Mujer, además de las

sentencias de la Corte Interamericana de Derechos Humanos, como la SCoIDH Campo
Algodonero vs. México-, debe limitar -que no impedir- la aplicación de instituciones

/ sustantivas alternativas de menor rango en tanto no impliquen efectividad de la( sanción, como la reserva de fallo condenatorio, prevista en el artículo 62 del Código
Penal. 

51.0 El Código Penal prevé otras medidas alternativas a la pena privativa de libertad 
que el juez puede imponer, detalladas en el fundamento jurídico 47 del presente 
Acuerdo Plenario, entre ellas, la conversión de pena privativa de libertad a pena 
limitativa de derechos: prestación de servicios a la comunidad, limitación de días libres 
y vigilancia electrónica personal, conforme lo estipulado en el artículo 32, en 
concordancia con el artículo 52, ambos del Código Penal. Esta posibilidad, a diferencia 
de la suspensión de la ejecución de la pena, conlleva a la imposición y cumplimiento 
efectivo de una sanción penal. 

52. 0 En estos casos la viabilidad de la conversión de la pena privativa de libertad en 
penas limitativas de derechos o de multa está condicionada al cumpliendo estricto del· proporcionalidad, adecuada a los fines preventivos especial y general que 
se esperan de la pena. El Juez debe efectuar, motivadamente, un juicio de pronóstico 
futuro que le permita inferir ue el sentenciado no cometerá un nuevo delito de la 

• misma naturaleza, a cuyo efe deberá atender a los antecedentes del imputado -aun
111t--,.<:� se encuentren cancela por delitos de similar naturaleza u otro de carácter 

/ 
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iolento, la naturaleza y número de agravantes infringidas, la personalidad del agente, 
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el juez debe considerar, antes de imponer una pena privativa de libertad efectiva, la 

q
aplicación de la vigilancia electrónica personal, en la medida que se haya dado 
cumplimiento al procedimiento respectivo, según lo circunscrito en las normas que 
regulan su aplicabilidad -Ley 29499, Decreto Legislativo 1322, su reglamento 
aprobado por el Decreto Supremo 004-2017-JUS, Decreto 006-2018-JUS y los 
protocolos específicos de actuación interinstitucional aprobados mediante el Decreto 

1/ 

Supremo 008-2016-JUS y por la Resolución Suprema 0163-2016-JUS- y lo 
desarrollado en el Acuerdo Plenario 02-20 l 9/CIJ-11626

. 

54. ° Finalmente, en caso de sentencia condenatoria, se debe disponer la continuidad y
modificación de las medidas de protección, el tratamiento terapéutico a favor de la
víctima, el tratamiento especializado al condenado, la continuidad o modificación de
las medidas coercitivas civiles, la emisión de providencias de implementación del
cumplimiento de las medias de protección y de cualquier otra a favor de las víctimas o
sus deudos (artículo 20 de la Ley 30364).

55. 0 De estimar una gravedad manifiesta en el delito cometido se podrá, desde luego 
motivadamente, imponer la pena privativa de libertad efectiva. 

IV. DECISIÓN

57. 0 En atención a lo expuesto, las salas penales Permanente y Transitorias de la Corte 
Suprema de Justicia de la República, reunidas en el Pleno Jurisdiccional, y de 
conformidad con lo dispuesto en el artículo 116 del Texto único Ordenado de la Ley 
Orgánica del Poder Judicial: 

26 Las notas más características de la vigilancia electrónica personal, desde el procedimiento respectivo, son las siguíentes.
Primera, solo de a petición de parte, del propio interesado {penado o imputado), aunque también pueda proponerla el 
tiscaii.-etn:uyo caso debe ser irremediablemente aceptada por el imputado. Segunda, para su adopción se requiere de una 
preceptiva__ audiencia de vigilancia electrónica personal-o, en todo caso, que esta medida hubiese sido materia de una 
dialéctica contradictoria en la audiencia correspondiente, sea principal (propia del enjuiciamiento) o preparatoria (propia de 
la investiga ión preparatoria) o postula en vía de una moción de parte en la audiencia preliminar (propia de la etapa 

'·n?ermedi . Por consiguiente, el juez puede imponerla de oficio o sorpresivamente, tanto más si se requiere qu la 
/Df'-,i<--¡;�1flrct se escolte de varios anexos, ftj s en el artículo 5-A del Reglamento. Acuerdo ario 02·20 i 9/CIJ-116. unto,:/'-

Vigilancia electrónica personal. Fundam o · rídico octavo. / 
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ACORDARON 

58. 0 ESTABLECER como doctrina legal, los criterios expuestos en los fundamentos 
jurídicos 19, 20, 23 al 25, 33, 42, 44 al 46, 49, 51 y 52 al 54 del presente Acuerdo 
Plenario. 

59. 0 PRECISAR que los principios jurisprudenciales que contiene la doctrina legal antes 
mencionada deben ser invocados por los jueces de todas las instancias, sin perjuicio de 
la excepción que estipula el segundo párrafo, del artículo 22 de la LOPJ, aplicable 
extensivamente a los Acuerdos Plenarios dictados al amparo del artículo 116 del citado 
Estatuto Orgánico. 

60. 0 DECLARAR que, sin embargo, los jueces que integran el Poder Judicial, en aras de 
la afirmación del valor seguridad jurídica y del principio de igualdad ante la ley, solo 
pueden apartarse de las conclusiones de un Acuerdo Plenario si incorporan nuevas y 
distintas apreciaciones jurídicas respecto de las rechazadas o desestimadas, expresa o 
tácitamente, por la Corte Suprema de Justicia de la República. 

61. 0 PUBLICAR el presente Acuerdo lenario en el diario oficial El Peruano y en la 
Página Web del Poder Judicial. 
HÁGASE saber. 

S.s.

SAN MARTÍN CASTRO 

SALAS ARENAS 

BARRIOS ALV ARA 

FIGUEROA NAVARRO 

CASTAÑEDA ESPINOZA 
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RECURSO CASACIÓN N.° 1879-2022/ANCASH 
PONENTE: CESAR SAN MARTIN CASTRO

Título. Título. Título. Título. Prisión preventiva. Gravedad y tipicidad del hecho  

SumillaSumillaSumillaSumilla: 1. El problema de subsunción jurídico penal que se presenta en el sub lite estriba en 
que el numeral 6 del segundo parágrafo del artículo 122-B del Código Penal contiene 
una circunstancia agravante específica a la agresión en contra de las mujeres, pues 
reprime con pena no menor de dos ni mayor de tres años de privación de libertad, “Si se 
contraviene una medida de protección emitida por la autoridad competente”, que aun 
cuando no ha sido citada por el Ministerio Público importa tenerla presente en aplicación 
del principio de legalidad penal. 2. Desde una perspectiva jurídica, en el presente caso la 
acción ejecutada por el agente ha de entenderse como una unidad: el imputado Valerio 
Quito llegó al domicilio de la agraviada Borja Milla, la agredió psicológicamente, 
incluso delante de la hija menor de ambos, Mercedes Vanessa Valerio Borja, pese a que 
no podía acercarse a la agraviada porque tenía varias medidas de protección que lo 
prohibían, las que desobedeció. Esta conducta, sin duda, está íntegramente comprendida 
por el artículo 122-B, segundo parágrafo, numerales 6 y 7, del Código Penal. El tipo 
delictivo del artículo 368 del CP solo sanciona la conducta de desobedecer o resistir una 
medida de protección legalmente dictada, no así la de agredir psicológicamente a una 
mujer delante de su hija menor de edad e infringiendo una medida de protección, 
conducta que en su integridad está subsumida por el artículo 122-B, segundo parágrafo, 
numerales 6 y 7, del Código Penal. 3. En el caso del tipo delictivo de agresiones en 
contra de las mujeres (artículo 122-B del Código Penal) el legislador agregó una 
circunstancia agravante específica referida a la contravención de una medida de 
protección, que, por lo demás, reprime la misma conducta de desobediencia a la 
autoridad del tipo delictivo del artículo 368 del Código Penal. Ello se trataría de una 
parcial relación lógica de identidad y, en pureza, de un craso error del legislador, que al 
modificar sucesivamente el Código Penal y resaltar la circunstancia de contravenir o 
desobedecer o resistir una medida de protección no tuvo en cuenta, para la agravación 
correspondiente, lo que con anterioridad se había estipulado para el delito de agresiones 
contra la mujer (la primera reforma se produjo con la Ley 30819, de trece de julio de dos 
mil dieciocho y la segunda reforma tuvo lugar con la Ley 30862, de veinticinco de 
octubre de dos mil dieciocho –tres meses después–). A final de cuentas la pena fijada 
para la agresión en contra de las mujeres, pese a referirse a una conducta de carácter 
compleja, es menor que la mera desobediencia sin agresiones en los marcos de una 
medida de protección; situación que resta coherencia al ordenamiento punitivo. Carácter 
complejo, lo que por cierto no es coherente normativamente. 4. Siendo así, no puede 
dejar de advertirse que todo el comportamiento del imputado VALERIO QUITO está 
comprendido en el artículo 122-B, segundo parágrafo, numerales 6 y 7, del Código 
Penal. Se está, entonces, más allá de cualquier otra consideración política criminal, ante 
un concurso aparente de leyes, que se soluciona por el principio de especialidad. Por 
consiguiente, el indicado delito de agresión en contra de las mujeres con agravantes no 
tiene prevista una pena superior a cuatro años de privación de libertad, por lo que no es 
posible estimar que el requisito del artículo 268, literal b), del CPP se dé por satisfecho. 

–SENTENCIA DE CASACIÓN–

Lima, diecisiete de marzo de dos mil veintitrés 

VISTOS; en audiencia pública; el recurso de casación, por 
inobservancia de precepto constitucional, interpuesto por la defensa del encausado 
AGUSTÍN VÍCTOR VALERIO QUITO contra el auto de vista de fojas treinta y 
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ocho, de veintidós de enero de dos mil veintiuno, que confirmando el auto de 
primera instancia de fojas catorce, de veintisiete de noviembre de dos mil 
veinte, declaró fundado en parte el requerimiento fiscal y dictó en su contra 
mandato de prisión preventiva por el plazo de cinco meses; con todo lo demás 
que al respecto contiene. En el proceso penal que se le sigue por delitos de 
agresión en contra de las mujeres o integrantes del grupo familiar y desobediencia a la

autoridad en agravio de Carmen Luisa Borja Milla y el Estado – Poder 
Judicial. 
Ha sido ponente el señor SAN MARTÍN CASTRO.  

FUNDAMENTOS DE HECHO 

PRIMERO . Que, según el requerimiento de prisión preventiva de veintiséis de 
noviembre de dos mil veinte, el día veinticuatro de ese mes y año, como a las 
dieciséis horas, el encausado Agustín Víctor Valerio Quito, quien se 
encontraba en estado de ebriedad, sorprendió a la agraviada Carmen Luisa 
Borja Milla cuando se encontraba lavando ropa en el ingreso de su domicilio, 
ubicado en el Caserío de Baños La Merced, Centro Poblado de Hualcán, 
distrito y provincia de Carhuaz – Ancash, y le dijo: “vete de la casa, a qué 
hora te vas a ir, yo ya te he dicho que te vayas”. En esas circunstancias se 
acercó su menor hija Mercedes Vanesa Valerio Borja, de catorce años de 
edad, quien logró escuchar que el encausado le decía a su madre que le iba a 
pegar, por lo que lo emplazó y le expresó “como le vas a pegar, ahora voy a 
llamar a la abogada”, a lo que le contestó: “llama nomás, tú también te vas a 
ir”. Estos hechos de violencia familiar son repetitivos, pues ocurrieron en 
cuatro oportunidades anteriores. El imputado Valerio Quito cuenta con cuatro 
denuncias por el mismo delito y en agravio de la citada agraviada Borja 
Milla. 
∞ Las agresiones verbales han generado en la agraviada Carmen Luisa Borja 
Milla afectación conductual asociada al motivo de la denuncia conforme al 
protocolo de pericia psicológica 007441-2020-PSC. Pese a que la agraviada 
tiene en su favor medidas de protección dictadas por la Juez del Juzgado 
Mixto de Carhuaz en cuatro expedientes, y a pesar que el imputado tenía 
pleno conocimiento de las mismas, las desobedeció. Asimismo, estuvo 
privado de libertad por haber sufrido mandato de prisión preventiva en la 
carpeta fiscal 9-2020, por los mismos delitos y agraviada.  

SEGUNDO. Que, respecto del trámite procedimental, se tiene lo siguiente: 
1. El Ministerio Público requirió prisión preventiva por nueve meses contra

el encausado AGUSTÍN VÍCTOR VALERIO QUITO por escrito de fojas una,
de veintiséis de noviembre de dos mil veinte.
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2. Tras la audiencia de prisión preventiva, el Juez de la Investigación
Preparatoria Especializada de Carhuaz emitió la resolución tres, de fojas
catorce, de veintisiete de noviembre de dos mil veinte, que declaró
fundado en parte el requerimiento fiscal y dictó en su contra mandato de
prisión preventiva por el plazo de cinco meses.

3. La defensa del encausado VALERIO QUITO interpuso recurso de apelación
por escrito de fojas veintiséis, de dos de diciembre de dos mil veinte.

4. Concedido el recurso de apelación y culminado el trámite impugnativo, la
Segunda Sala Penal de Apelaciones profirió auto de vista de fojas treinta y
ocho, de veintidós de enero de dos mil veintiuno, que confirmó el auto de
primera instancia.

5. Contra este auto de vista la defensa del encausado VALERIO QUITO

promovió recurso de casación.
6. La Sala de apelaciones mediante auto de fojas setenta, de diecinueve de

febrero de dos mil veintiuno, declaró inadmisible el citado recurso de
casación.

7. La defensa del encausado VALERIO QUITO planteó recurso de queja, el
cual fue declarado fundado mediante por Ejecutoria Suprema de treinta de
septiembre de dos mil veintiuno [vid.: Recurso de queja 307-
2021/Ancash].

8. Finalmente, por resolución de fojas setenta y ocho, de dieciséis de junio
de dos mil veintidós, se elevaron los actuados a esta sede suprema.

TERCERO. Que la defensa del encausado VALERIO QUITO en su escrito de 
recurso de casación de fojas cincuenta y cinco, de diez de febrero de dos mil 
veintiuno, invocó como motivos de casación: inobservancia de precepto 
constitucional e infracción de precepto material (artículo 429, incisos 1 y 3, 
del Código Procesal Penal –en adelante, CPP–).   
∞ Desde el acceso excepcional introdujo como pretensión que se fije criterios 
para la interpretación de los artículos 122-B, segundo parágrafo, numeral 6, 
del Código Penal y el artículo 368, último parágrafo, del Código Penal, pues 
la determinación de sus alcances causó que se concluya que se cumplió con el 
primer requisito para dictar prisión preventiva: gravedad del hecho punible.  

CUARTO . Que, conforme a la Ejecutoria Suprema de fojas setenta y cinco, de 
treinta de setiembre de dos mil veintiuno, del cuaderno formado en esta sede 
suprema, es materia de dilucidación en sede casacional: 

A. La causal de inobservancia de precepto constitucional: artículo 429, numeral 1,
del CPP.

B. El análisis, por lo menos prima facie, del juicio de tipicidad para decidir
el requerimiento de prisión preventiva. Es decir, si conforme a los
hechos inculpados se presenta un concurso ideal de delitos o aparente
de leyes entre los artículos 122-B, segundo parágrafo, numeral 6, y
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368, último parágrafo, del Código Penal. Además, el cumplimiento de 
los demás requisitos del mandato de prisión preventiva. 

QUINTO . Que, instruidas las partes de la admisión del recurso de casación, 
materia de la resolución anterior –sin la presentación de alegatos 
ampliatorios–, se expidió el decreto de fojas ochenta y cinco, de ocho de 
febrero último, que señaló fecha para la audiencia de casación el día diez de 
marzo del presente año.  

SEXTO. Que, según el acta adjunta, la audiencia pública de casación se 
realizó con la intervención de la defensa del encausado VALERIO QUITO, 
doctor Juan José Oré Chuy, y de la señora Fiscal Adjunta Suprema en lo 
Penal, doctora Gianina Rosa Tapia Vivas. 

SÉPTIMO. Que, concluida la audiencia, a continuación, e inmediatamente, en 
la misma fecha, se celebró el acto de la deliberación de la causa en sesión 
secreta. Efectuado ese día, se realizó la votación correspondiente y obtenido 
el número de votos necesarios (por unanimidad), corresponde dictar la 
sentencia casatoria pertinente, cuya lectura se programó en la fecha. 

FUNDAMENTOS DE DERECHO 

PRIMERO . Que el análisis de la censura casacional, desde la causal de inobservancia 

de precepto constitucional, se circunscribe a deslindar el juicio de tipicidad de los 
hechos materia de inculpación formal para determinar su gravedad, 
específicamente si se presenta un concurso ideal de delitos o aparente de 
leyes entre los artículos 122-B, segundo parágrafo, numeral 6, y 368, último 
parágrafo, del Código Penal. Además, a establecer el cumplimiento de los 
demás requisitos del mandato de prisión preventiva. 

SEGUNDO. Que, desde los denominados “motivos de prisión preventiva”, se tiene, 
primero, que la sanción a imponerse al imputado sea superior a cuatro años de 
pena privativa de libertad; y, segundo, que el imputado, en razón a sus 
antecedentes y otras circunstancias del caso particular, permite colegir 
razonablemente que tratará de eludir la acción de la justicia u obstaculizar la 
averiguación de la verdad (ex artículo 268, literales ‘b’ y ‘c’, del CPP). 
∞ Por tanto, resulta indispensable, provisionalmente, determinar la 
tipificación del hecho punible y, concretamente según las reglas de 
individualización de la pena, la pena probable que podría imponerse en caso 
de sentencia condenatoria, lo cual en clave de prisión preventiva corresponde 
al subprincipio de estricta proporcionalidad. 
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TERCERO. Que son dos los delitos que han sido atribuidos al encausado 
Valerio Quito:  
1. Agresiones en contra de las mujeres o integrantes del grupo familiar con agravantes

(artículo 122-B, segundo parágrafo, numeral7 del CP, según la Ley 30819,
de trece de julio de dos mil dieciocho –sin perjuicio de incluir el numeral
6–):

“El que de cualquier modo cause […] algún tipo de afectación 
psicológica, cognitiva o conductual que no califique como daño 
psíquico a una mujer por su condición de tal […] en cualquiera de 
los contextos previstos en el primer párrafo del artículo 108-B, será 
reprimido…”. La pena será no menor de dos años ni mayor de tres 
años cuando en los supuestos del primer párrafo se presenten las 
siguientes agravantes: 6. Si se contraviene una medida de 
protección emitida por la autoridad competente. 7. Si los actos se 
realizaran en presencia de cualquier niña, niño o adolescente”. 

2. Resistencia o desobediencia a la autoridad (artículo 368 del CP, según la Ley
30862, de veinticinco de octubre de dos mil dieciocho):

“El  que desobedece o resiste la orden legalmente impartida por un 
funcionario público en el ejercicio de sus atribuciones […]. Cuando 
se desobedece o resiste una medida de protección dictada en un 
proceso originado por hechos que configura violencia contra las 
mujeres o contra integrantes del grupo familiar será reprimido con 
pena privativa de libertad no menor de cinco ni mayor de ocho 
años”. 

CUARTO . Que es evidente que, en el presente caso, el imputado VALERIO

QUITO el veinticuatro de noviembre de dos mil veinte (i) no solo causó una 
afectación conductual a la agraviada Borja Milla [vid.: pericia psicológica 
forense 007441-2020-PSC] en presencia de la hija menor de ambos, 
Mercedes Vanessa Valerio Borja, de catorce años de edad [vid.: certificado 
de nacimiento] –así consta de las declaraciones de madre e hija, y de los 
efectivos policiales que intervinieron, así como de la ficha de valoración de 
riesgos (que en el presente caso fue: “riesgo severo”) y del acta de 
constatación policial–, (ii) sino que además desobedeció cuatro ordenes de 
protección dictadas en sendos procesos por violencia familiar por el Juzgado 
Mixto de Carhuaz de fecha veintisiete de abril de dos mil dieciocho, quince 
de enero de dos mil veinte, dieciséis de enero de dos mil veinte y dieciocho 
de julio de dos mil diecinueve, que disponían cesar todo acto de acoso o 
maltrato físico y/o psicológico, y no acercarse a la víctima [vid.: copias 
certificadas de las actuaciones por los cuatro hechos precedentes que constan 
en las carpetas fiscales respectivas]. 
∞ El problema de subsunción jurídico penal que se presenta en el sub lite estriba en 
que el numeral 6 del segundo parágrafo del artículo 122-B del Código Penal 
contiene una circunstancia agravante específica, adicional a la agresión en 
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contra de las mujeres, pues reprime con pena no menor de dos ni mayor de 
tres años de privación de libertad, “Si se contraviene una medida de protección 
emitida por la autoridad competente”, que aun cuando no ha sido citada por el 
Ministerio Público importa tenerla presente en aplicación del principio de 
legalidad penal. 

QUINTO . Que es de resaltar que, desde una perspectiva jurídica, en el presente 
caso la acción ejecutada por el agente ha de entenderse como una unidad: el 
imputado Valerio Quito llegó al domicilio de la agraviada Borja Milla, la 
agredió psicológicamente, incluso delante de la hija menor de ambos, 
Mercedes Vanessa Valerio Borja, pese a que no podía acercarse a la citada 
agraviada porque tenía varias medidas de protección que lo prohibían, las que 
desobedeció. Tal conducta, sin duda, está íntegramente comprendida por el 
artículo 122-B, segundo parágrafo, numerales 6 y 7, del Código Penal. El tipo 
delictivo del artículo 368 del CP solo sanciona la conducta de desobedecer o 
resistir una medida de protección legalmente dictada, no así la de agredir 
psicológicamente a una mujer delante de su hija menor de edad e 
infringiendo una medida de protección, comportamiento que en su integridad 
está subsumido por el artículo 122-B, segundo parágrafo, numerales 6 y 7, 
del Código Penal. 

SEXTO . Que es verdad que en el caso del tipo delictivo de agresiones en 
contra de las mujeres (artículo 122-B del Código Penal) el legislador agregó 
una circunstancia agravante específica referida a la contravención de una 
medida de protección, que, por lo demás, reprime parcialmente la misma 
conducta de desobediencia a la autoridad del tipo delictivo del artículo 368 
del Código Penal. Ello se trataría de una relación lógica de identidad y, en 
pureza, de un craso error del legislador, que al modificar sucesivamente el 
Código Penal y resaltar la circunstancia de contravenir o desobedecer o 
resistir una medida de protección no tuvo en cuenta, para la agravación 
correspondiente, lo que con anterioridad se había estipulado para el delito de 
agresiones contra la mujer (la primera reforma se produjo mediante la Ley 
30819, de trece de julio de dos mil dieciocho, y la segunda reforma tuvo 
lugar con la Ley 30862, de veinticinco de octubre de dos mil dieciocho –tres 
meses después–). A final de cuentas la pena fijada para la agresión en contra 
de las mujeres, pese a referirse a una conducta de carácter compleja, es menor 
que la mera desobediencia sin agresiones en los marcos de una medida de 
protección; situación que resta coherencia al ordenamiento punitivo. Carácter 
complejo lo que, por cierto, no es coherente normativamente. 
∞ Esta es la conclusión asumida por esta Sala en los autos de calificación 
2085-2021/Arequipa, de dieciocho de mayo de dos mil dos, y 
7-2022/Arequipa, de once de enero de dos mil veintitrés.
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∞ Siendo así, no puede dejar de advertirse que todo el comportamiento del 
imputado VALERIO QUITO está comprendido en el artículo 122-B, segundo 
parágrafo, numerales 6 y 7, del Código Penal. Se está, entonces, más allá de 
cualquier otra consideración política criminal, ante un concurso aparente de 
leyes, que se soluciona por el principio de especialidad. Por consiguiente, el 
indicado delito de agresión en contra de las mujeres con agravantes no tiene 
prevista una pena superior a cuatro años de privación de libertad, por lo que 
no es posible estimar que el requisito del artículo 268, literal b), del CPP se 
dé por satisfecho. 

SÉPTIMO . Que, en tanto no se cumple un requisito legal de la medida de 
prisión preventiva, ya no es del caso seguir analizando si se presentan los 
peligrosismos legalmente incorporados: de fuga y de obstaculización.  
∞ Es del caso, sin embargo, puntualizar que, respecto del peligro de fuga, los 
jueces de mérito destacaron la ausencia de arraigo y el hecho de anteriores 
medidas de prisión preventiva impuestas y el que en modo alguno reparó los 
daños que el imputado ocasionó a la víctima; y, en cuanto al peligro de 
obstaculización, señalaron la posibilidad de que el imputado pueda influir en 
testigos, en especial en la agraviada y su hija –la agraviada, según la pericia 
psicológica forense, está en riesgo de ser manipulable–. Tal peligro de 
obstaculización, así expuesto, no tiene el carácter de riesgo concreto 
jurídicamente exigible, pues es menester partir de un dato preciso, ejecutado 
o en inicio de ejecución, para poder entender que tal riesgo se presenta.
∞ Por otro lado, el Código Procesal Penal no contempla el peligro de
reiteración delictiva para dictar la prisión preventiva, por lo que todo aquello
vinculado a conductas previas en tanto indicios de reiteración delictiva no
pueden ser asumidas judicialmente.

OCTAVO . Que, en conclusión, como no se cumple el requisito de hecho 
grave, sancionado con una pena superior de cuatro años de privación de 
libertad, no es procedente la medida de prisión preventiva. El recurso 
defensivo debe ampararse. La sentencia casatoria debe ser rescindente y 
rescisoria, en la medida en que no se requiere de una nueva audiencia para 
decidir (ex artículo 433, apartado 1, del CPP). Debe imponerse, por tanto, 
dado el riesgo de fuga presente, mandato de comparecencia con restricciones, 
conforme a lo dispuesto por los artículos 287 y 288 del CPP. 

DECISIÓN 

Por estas razones: I.  Declararon FUNDADO el recurso de casación, por 
inobservancia de precepto constitucional, interpuesto por la defensa del encausado 
AGUSTÍN VÍCTOR VALERIO QUITO contra el auto de vista de fojas treinta y 
ocho, de veintidós de enero de dos mil veintiuno, que confirmando el auto de 
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primera instancia de fojas catorce, de veintisiete de noviembre de dos mil 
veinte, declaró fundado en parte el requerimiento fiscal y dictó en su contra 
mandato de prisión preventiva por el plazo de cinco meses; con todo lo demás 
que al respecto contiene. En el proceso penal que se le sigue por delitos de 
agresión en contra de las mujeres o integrantes del grupo familiar y desobediencia a la

autoridad en agravio de Carmen Luisa Borja Milla y el Estado – Poder 
Judicial. En consecuencia, CASARON el auto de vista. II.  Y, actuado en 
sede de instancia: REVOCARON el auto de primera instancia que dictó 
mandato de prisión preventiva; reformándolo: declararon FUNDADA  en 
parte el requerimiento fiscal; y, en consecuencia: IMPUSIERON  al 
encausado AGUSTÍN VÍCTOR VALERIO QUITO mandato de comparecencia, con 
las siguientes restricciones: 1) Presentarse cada fin de mes al Juzgado de la 
Investigación Preparatoria para informar y justificar sus actividades. 2) No 
ausentarse de la localidad donde reside, así como no acercarse al domicilio de 
la agraviada. 3) Prohibición de comunicarse con la agraviada y su hija. 4) 
Prestar una caución económica de dos mil soles en el plazo de diez días de 
notificado. III. ORDENARON  la inmediata libertad del encausado VALERIO

QUITO, que se ejecutará siempre y cuando no exista mandamiento de 
detención o prisión preventiva emitido por autoridad competente. 
IV. MANDARON se transcriba la presente sentencia al Tribunal Superior
para los fines de ley, al que se enviarán las actuaciones; registrándose.
V. DISPUSIERON se lea esta sentencia en audiencia pública, se notifique
inmediatamente y se publique en la página web del Poder Judicial.
HÁGASE saber a las partes procesales personadas en esta sede suprema.

Ss. 

SAN MARTÍN CASTRO 

LUJÁN TÚPEZ 

ALTABÁS KAJATT  

SEQUEIROS VARGAS 

CARBAJAL CHÁVEZ 
CSMC/AMON
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El feminicidio y el delito de agresión de mujeres, como 
manifestaciones de la violencia de género en el 
contexto de la violencia familiar  

a. La violencia contra la mujer constituye una grave
afectación a los derechos fundamentales; es una
expresión proterva de conductas discriminatorias que
afecta a la sociedad peruana y, particular a la mujer.
Ante esto, el Estado formuló e implementó medidas
para prevenir, sancionar y erradicar la violencia contra
las mujeres y el grupo familiar, como la Ley número
30364.
b. En el caso, el fiscal impugnante planteó en el recurso
interpuesto que la sentencia de segunda instancia se
emitió con una indebida aplicación del artículo 122-B
del Código Penal, que describe la conducta de
agresión contra las mujeres o integrantes del grupo
familiar, considerando que el tipo penal aplicable, por
los hechos imputados, era el delito de feminicidio en
grado de tentativa, regulado por el artículo 108-B,
inciso 1, del Código Penal; ambos delitos constituyen
modalidades criminalizadas de la violencia contra la
mujer por su condición de tal, también denominada
violencia de género.
c. Sin embargo, se ha evidenciado que el hecho
imputado no corresponde al delito de feminicidio en
grado de tentativa, sino al delito de agresión contra la
mujer en el contexto de violencia familiar.
d. Finalmente, en las sentencias que se emitan sobre
delitos vinculados a la violencia de género debe
disponerse la adopción de medidas de protección y
recuperación, a fin de salvaguardar la integridad de la
víctima y resolver los efectos negativos del conflicto
penal, sin perjuicio de comunicarlo al juez de familia
correspondiente.

SENTENCIA DE CASACIÓN 

Lima, diecisiete de febrero de dos mil veintiuno 

VISTOS: en audiencia pública, mediante el 

sistema de videoconferencia, el recurso de casación interpuesto por el 

representante del Ministerio Público contra la sentencia de vista del 

diecinueve de diciembre de dos mil dieciocho (foja 165), emitida por la 

Primera Sala Penal de Apelaciones de la Corte Superior de Justicia de 

Cusco, que por mayoría revocó los extremos resolutivos segundo, 
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tercero y cuarto de la sentencia de primera instancia del veintisiete de 

septiembre de dos mil dieciocho, que condenó a Leoncio Villena 

Morveli como autor del delito contra la vida, el cuerpo y la salud-

feminicidio en grado de tentativa, en agravio de Gregoria Córdova 

Llamocca; le impuso diez años de pena privativa de libertad y el pago 

de S/ 15 000 (quince mil soles) por concepto de reparación civil a favor de 

la agraviada y reformándola, lo condenó como autor del delito de 

agresiones contra las mujeres o integrantes del grupo familiar, en 

agravio de la citada víctima, a dos años de pena privativa de libertad y 

al pago de S/ 5000 (cinco mil soles), por concepto de reparación civil a 

favor de la agraviada; con lo demás que al respecto contiene. 

Intervino como ponente el señor juez supremo Figueroa Navarro. 

FUNDAMENTOS DE HECHO 

Primero. Itinerario del proceso en etapa intermedia 

1.1. Mediante requerimiento de acusación directa, presentado el 

veinticuatro de noviembre de dos mil diecisiete, la fiscal provincial 

de la Tercera Fiscalía Provincial Penal Corporativa de Cusco 

reformuló su requerimiento inicial y acusó a Leoncio Villena Morveli 

como autor directo de la presunta comisión del delito contra la 

vida, el cuerpo y la salud-homicidio, tipo específico feminicidio, 

tipificado en el artículo 108-B del Código Penal, en grado de 

tentativa, en agravio de Gregoria Córdova Llamocca, y solicitó 

que le impongan diez años de pena privativa de libertad y el pago 

de S/ 15 000 (quince mil soles) a favor de la agraviada por concepto 

de reparación civil. 

1.2. Por Resolución número 06, dictada en la audiencia de control de 

acusación del veintiocho de diciembre de dos mil diecisiete (foja 6 
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del cuaderno de debates), el Tercer Juzgado de Investigación 

Preparatoria de la Corte Superior de Justicia de Cusco dictó auto 

de enjuiciamiento contra Leoncio Villena Morveli como autor de la 

presunta comisión del delito contra la vida, el cuerpo y la salud-

homicidio, tipo específico feminicidio, tipificado en el artículo 108-B 

del Código Penal en grado de tentativa, en agravio de Gregoria 

Córdova Llamocca. 

Segundo. Itinerario del proceso de primera instancia 

2.1. Mediante el auto de citación a juicio oral, contenido en la 

Resolución número 1, del veintisiete de enero de dos mil dieciocho 

(foja 07 del cuaderno de debates), el Juzgado Penal Colegiado 

Supraprovincial-A Sede Central de la Corte Superior de Justicia de 

Cusco citó al encausado a la audiencia de juicio oral, la cual se 

instaló el treinta de julio de dos mil dieciocho (foja 41 del cuaderno de 

debate); las audiencias programadas continuaron y se verificaron 

las diligencias correspondientes; así, el veintisiete de septiembre de 

dos mil dieciocho, se procedió a la audiencia de lectura de la 

sentencia (foja 97 del cuaderno de debate). 

2.2. Mediante sentencia de primera instancia, contenida en la 

Resolución número 5, del veintisiete de septiembre de dos mil 

dieciocho (foja 97), el Juzgado Penal Colegiado Supraprovincial-A 

de la Corte Superior de Justicia de Cusco, se pronunció:  

2.2.1. Declarando la responsabilidad penal y civil de Leoncio 

Villena Morveli como autor de la comisión del delito contra la vida, 

el cuerpo y la salud-homicidio, tipo específico feminicidio, 

tipificado en el artículo 108-B del Código Penal, en grado de 

tentativa, en agravio de Gregoria Córdova Llamocca. 
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2.2.2. Imponiendo diez años de pena privativa de libertad y el 

pago de S/ 15 000 (quince mil soles) por concepto de reparación civil 

a favor de la agraviada.  

2.2.3. Disponiendo el tratamiento terapéutico para la agraviada, 

que se llevará a cabo en el centro de salud más cercano a su 

domicilio, conforme al artículo 20 de la Ley número 30364.  

Tercero. Itinerario en segunda instancia 

3.1. La sentencia condenatoria fue impugnada por el sentenciado 

mediante recurso de apelación (foja 257) y argumentó lo siguiente: 

3.1.1. La sentencia fue emitida sin considerar los elementos de la 

conducta típica y antijurídica, así como las circunstancias y forma 

en que se produjeron los hechos materia de la presente causa. 

3.1.2. Existe contradicción entre la sindicación de la agraviada y el 

testigo (su hijo), con lo indicado por la perito médico legal, quien 

concluyó que las lesiones sufridas por la agraviada no fueron 

producidas por un cuchillo, sino por un objeto contuso. 

3.1.3. No se actuaron diligencias importantes, como una 

inspección del lugar donde sucedieron los hechos, ni se tiene 

certeza sobre la existencia de un cuchillo. 

3.1.4. No es verdad lo consignado en la sentencia, respecto a la 

existencia de varias declaraciones testimoniales que le atribuyen 

haber querido matar a la agraviada; por el contrario, se trata de la 

versión repetida por la agraviada y expuesta en las pericias e 

informes actuados en el proceso.  

3.2. Concedido el recurso de apelación, la audiencia de apelación de 

sentencia (foja 155 del cuaderno de debate), el cinco de diciembre de 

dos mil dieciocho, se verificó ante la Primera Sala Penal de 

Apelaciones de la Corte Superior de Justicia de Cusco, y en el acta 
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respectiva se consignó que se actuaron los alegatos orales del 

Ministerio Público y la defensa, que no se ofrecieron medios de 

prueba, que las partes indicaron que no iban a declarar y que no 

se solicitó la lectura de prueba documental alguna; además, se 

programó fecha para la audiencia de lectura de sentencia. En esa 

audiencia, verificada el diecinueve de diciembre de dos mil 

dieciocho, la Primera Sala Penal de Apelaciones de Cusco dio 

lectura a la sentencia de vista contenida en la Resolución número 

13, de la misma fecha (foja 165 del cuaderno de debates), que por 

mayoría resolvió: 

3.2.1. Confirmar la sentencia contenida en la Resolución número 5, 

del veintisiete de septiembre de dos mil dieciocho, por la que el 

Juzgado Penal Colegiado Supraprovincial-A de la Corte Superior 

de Justicia de Cusco declaró la responsabilidad penal y civil de 

Leoncio Villena Morveli. 

3.2.2. Revocar el extremo segundo, que declaró a Leoncio Villena 

Morveli autor de la comisión del delito contra la vida, el cuerpo y la 

salud-homicidio, tipo específico feminicidio, tipificado en el artículo 

108-B del Código Penal, en grado de tentativa, en agravio de 

Gregoria Córdova Llamocca; y, reformándola, lo declaró autor del 

delito de agresiones en contra de mujeres o integrantes del grupo 

familiar, en agravio de Gregorio Córdova Llamocca. 

3.2.3. Revocar el extremo tercero, que impuso a Leoncio Villena 

Morveli la pena de diez años de privación de libertad y, 

reformándola, le impuso dos años de pena privativa de libertad. 

3.2.4. Revocar el extremo cuarto, que fijó en S/ 15 000 (quince mil 

soles) el monto por concepto de reparación civil que el sentenciado 

pagará a favor de la agraviada y, reformándolo, fijó el monto en la 

suma de S/ 5000 (cinco mil soles). 
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3.3. Notificada la sentencia de vista emitida por la Sala Penal Superior, 

la representante del Ministerio Público interpuso recurso de 

casación (foja 182) contra la sentencia de vista en los extremos 

revocatorios; recurso declarado procedente mediante Resolución 

número 15, del primero de abril de dos mil diecinueve (foja 206). 

Cuarto. Trámite del recurso de casación 

4.1. Elevado el expediente a esta Sala Suprema, se puso en 

conocimiento de la parte personada y se señaló fecha para 

calificación del recurso de casación, que se verificó en la fecha 

programada, como se aprecia del auto de calificación del 

veintinueve de abril de dos mil veinte (foja 77 del cuaderno de 

casación), que declaró bien concedido el recurso de casación por 

las causales 3 y 4 del artículo 429 del Código Procesal Penal e 

inadmisible por las causales invocadas por el fiscal recurrente 

(numerales 1 y 2 del mismo artículo). 

4.2. Instruida la parte procesal personada de la admisión del recurso de 

casación, conforme al cargo de entrega de cédula de 

notificación (foja 86 del cuaderno de casación), mediante decreto del 

siete de enero de dos mil veinte, se señaló para el veintisiete de 

enero de dos mil veintiuno la realización de la audiencia de 

casación, la cual se verificó mediante el aplicativo Google 

Hangouts Meet, con la sola presencia de la representante del 

Ministerio Público. Una vez culminada, se produjo la deliberación 

de la causa en sesión secreta, en virtud de la cual, tras la votación 

respectiva, el estado de la causa es el de expedir sentencia, cuya 

lectura se fijó para el diecisiete de febrero de dos mil veintiuno, con 

las partes que asistan, conforme al artículo 431, numeral 4, del 

Código Procesal Penal. 
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Quinto. Motivo casacional 

Como se establece en los fundamentos jurídico sexto, séptimo y octavo 

del auto de calificación del recurso de casación, se tiene que: 

5.1. El representante del Ministerio Público cuestionó la sentencia de 

vista contenida en la Resolución número 13, del diecinueve de 

diciembre de dos mil dieciocho, mediante recurso de casación 

ordinario, e invocó las causales 1 y 2 del artículo 429 del Código 

Procesal Penal, que fueron desestimadas porque: a) respecto a la 

primera causal invocada, el recurso aludía a la vulneración de una 

norma procesal específica (numeral 2 del artículo 425 del Código Procesal 

Penal), razón por la cual la causal de inobservancia de normas 

constitucionales de carácter procesal quedó relegada, por 

carecer de puntual correspondencia con los agravios expuestos en 

el recurso, y b) respecto a la segunda causal invocada, se advertía 

incoherencia de la causal invocada con los argumentos expuestos 

en el recurso para sustentarla. 

5.2. Sin embargo, esta Sala Penal Suprema aprecia que los agravios 

que sustentan el recurso inciden en la vulneración de la debida 

motivación de las resoluciones judiciales, dado que el Colegiado 

de la Sala Superior habría fundamentado la sentencia recurrida 

con deficiencias de motivación externa –a partir de la declaración del 

perito médico legista– en torno al objeto o arma de la que se habría 

valido el sentenciado para intentar dar muerte o lesionar a la 

agraviada; lo que habría implicado una valoración indebida de la 

prueba personal por el Colegiado revisor y la variación del tipo 

penal en uno no acorde con los hechos imputados y, por 

consiguiente, la imposición de una condena y una pena que no 

corresponden. Además, estableció que el presente recurso resulta 

admisible porque se configura la concurrencia puntual y específica 
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de las causales de indebida aplicación de la ley penal e ilogicidad 

en la motivación de la sentencia de vista, contenidas en los 

numerales 3 (desde la perspectiva de la presunta aplicación indebida del 

artículo 122-B del Código Penal) y 4 del artículo 429 del Código Procesal 

Penal, respectivamente; que justifica la reconducción de las 

causales invocadas bajo el principio de la voluntad impugnativa. 

Sexto. Fundamentos del recurso de casación 

El representante de la legalidad fundamentó el recurso de casación

(foja 182 del cuaderno de debate) y expuso los siguientes agravios:  

6.1. Los fundamentos expuestos de la sentencia de vista para revocar 

la sentencia de primera instancia contienen deficiencias de 

valoración externa, al concluir que las lesiones sufridas por la 

agraviada no fueron causadas por un arma blanca –cuchillo–, tal 

como sindicaron la propia agraviada y el testigo (hijo de las partes). 

6.2. En esa aseveración, la Sala Penal de Apelaciones valoró de modo 

indebido la declaración de la perito médico legista brindada en el 

juicio oral, en contravención del artículo 425, numeral 2, del Código 

Procesal Penal; además de distorsionarla, al indicar que la perito 

nunca había manifestado que las lesiones sufridas por la agraviada 

son compatibles con el arma referida por los testigos (la agraviada y 

su hijo) y, a partir de esa distorsión, afirmar categóricamente que las 

lesiones sufridas por la agraviada no fueron ocasionadas por un 

cuchillo; por lo que, basándose en este errado razonamiento, varió 

el tipo penal de feminicidio en grado de tentativa –objeto de 

acusación–, al de agresiones en contra de las mujeres o integrantes 

del grupo familiar, con la consiguiente reducción de la penalidad 

de 10 a 2 años de pena privativa de libertad efectiva. 
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6.3. Agrega que nuestro sistema procesal penal recoge la figura de la 

apelación limitada, en el sentido de que la valoración de la 

prueba personal que efectúe la Sala Penal Superior no le puede 

otorgar diferente valor probatorio del que fue objeto por el juez de 

primera instancia, a excepción de que este haya sido cuestionado 

por un medio de prueba actuado en segunda instancia; tal como 

se consigna en el artículo 425, numeral 2, del Código Procesal 

Penal. Dicha limitación valorativa se sustenta en el principio de 

inmediación, pues un testigo o perito (prueba personal) brinda su 

versión en forma directa y personal ante el juez de juzgamiento 

dentro del juicio oral; por ende, este tuvo una apreciación directa 

de la prueba personal vertida, lo que no sucede en el caso de los 

Tribunales Superiores o de segunda instancia, que requieren de un 

medio de prueba nuevo que refute la prueba personal actuada y 

valorada en primera instancia para cambiar de sentido probatorio. 

6.4. En este contexto, la sentencia de vista cuestionada refuta la 

conclusión probatoria a la que arribó el Juzgado Penal, pero no se 

sustentó en un medio de prueba válidamente admitido y actuado 

en la audiencia de apelación, es decir, la Sala Penal –en su posición 

mayoritaria– no expresa en su fundamentación en qué forma o con 

qué medio probatorio específico acredita su premisa fáctica, 

referida a que las lesiones sufridas por la agraviada no fueron 

ocasionadas por un cuchillo. Así, pues, la justificación externa de 

una decisión judicial de segunda instancia implica no solo expresar 

la conclusión fáctica a la que se arribó, sino el respaldo de lo 

afirmado con la prueba personal actuada en segunda instancia o, 

en todo caso, aquella prueba documental valorada en forma 

distinta al juez de primera instancia –lo que no está prohibido ni ha 

sucedido–. Por el contrario, en el caso, la Sala Penal revisora no obró 
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así, sino que realizó una nueva valoración de una prueba personal 

actuada en el juicio oral, como  la declaración de la perito médico 

legal, lo que le está vedado, a tenor del artículo 425, numeral 2, del 

Código Procesal Penal, salvo que exista un nuevo medio de 

prueba que haya sido admitido y actuado en la audiencia de 

apelación, que justamente refute la conclusión probatoria 

efectuada en primera instancia. 

6.5. En el caso, la Sala Penal Superior, en mayoría, adoptó en la 

sentencia de vista recurrida una valoración probatoria distinta a 

aquella otorgada por el Juzgado Supraprovincial de Cusco, de 

una prueba personal: la declaración brindada por la perito médico 

legista en el juicio oral, pues discrepa de que la lesión sufrida por la 

agraviada Gregoria Córdova Llamocca pueda haber sido 

producida por un cuchillo, pese a que dicha discrepancia no se 

encontraba sustentada en una prueba nueva actuada en la 

audiencia de apelación o, en su defecto, en una prueba 

documental actuada en primera instancia, pero cuyo resultado 

probatorio sí puede ser modificado en segunda instancia; se 

acredita, desde luego, el vicio in procedendo detectado.  

Séptimo. Hechos materia de imputación 

De acuerdo con el requerimiento acusatorio, el Ministerio Público 

imputó al procesado Leoncio Villena Morveli lo siguiente:  

7.1. Circunstancias precedentes 

El imputado Leoncio Villena Morveli y la agraviada Gregoria 

Córdova Llamocca son convivientes desde hace 20 años, tienen 

dos hijos mayores de edad; Junior Leoncio Villena Córdova (20) y 

Alexander Villena Córdova (18). El acusado trabaja como albañil y 

la agraviada tiene un puesto de venta de víveres en el puente by 
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pass de Túpac Amaru, vía de Evitamiento S/N, distrito de San 

Sebastián, Cusco. Debido al ambiente de extrema violencia física y 

psicológica que existe en el hogar, así como al temor a ser 

agredida, la agraviada optó por quedarse a pernoctar en su local 

comercial acompañada por alguno de sus hijos.  

7.2. Circunstancias concomitantes 

7.2.1. EI veintiséis de febrero de dos mil diecisiete, a las 7:00 horas, 

cuando la agraviada Gregoria Córdova Llamocca barría su puesto 

de venta, donde pernoctó acompañada por su hijo Junior Leoncio 

Villena Córdova, que previamente se retiró para comprar el 

desayuno, se presentó en el lugar el acusado Leoncio Villena 

Morveli, quien con palabras ofensivas le reclamó a la agraviada la 

razón por la que no había ido a dormir a la casa. 

7.2.2. Mientras la insultaba, la golpeó con puñetes en el cuerpo 

hasta que cayó el suelo, luego tomó el cuchillo que estaba en la 

tienda, se lanzó sobre la agraviada y le dijo: “Ahora sí te mato, con 

gusto voy a entrar a la cárcel” y, pese a que trató de incrustarle el 

cuchillo a la altura del pecho, solo logró cortarle la casaca y la 

chompa, pero le causó una leve lesión a la altura del seno. 

7.2.3. En eso, apareció el hijo de ambos, quien vio que su padre 

pretendía acabar con la vida de su madre, y lo jaló de la cintura 

hacia un costado, pero este persistía en su propósito, mientras 

decía: “Déjame, déjame, le quiero sacar sus tripas a tu madre para que las 

venda afuera", y así evitó un trágico resultado. 

7.2.4. Estas circunstancias fueron aprovechadas por la agraviada 

para ponerse de pie y gritar pidiendo ayuda; el hijo de las partes 

también gritaba pidiendo auxilio, por lo que el acusado se asustó y 

huyó corriendo de la escena, no sin antes amenazarla con que en 

cualquier descuido la mataría. 



12 

CORTE SUPREMA 
DE JUSTICIA  
DE LA REPÚBLICA 

 SALA PENAL PERMANENTE 
 CASACIÓN N.° 1177-2019 
 CUSCO  

7.3. Circunstancias posteriores 

Tras lo sucedido, la agraviada se constituyó a la comisaría de San 

Sebastián para denunciar estos hechos. 

FUNDAMENTOS DE DERECHO 

A. Motivación de resoluciones judiciales

Octavo. La debida motivación de las resoluciones judiciales es la 

garantía que tiene el justiciable frente a la posible arbitrariedad judicial. 

El debido proceso implica que las decisiones judiciales estén justificadas 

externa e internamente, esto es, que lo que se decida como 

consecuencia del proceso esté sustentado en razones coherentes, 

objetivas y suficientes, explicitadas en la resolución. Esta garantía se 

encuentra expresamente reconocida en el inciso 5 del artículo 139 de la 

Constitución Política del Perú, según el cual es principio de la función 

jurisdiccional: “La motivación escrita de las resoluciones judiciales, en todas las 

instancias, excepto los decretos de mero trámite, con mención expresa de la ley 

aplicable y de los fundamentos de hecho en que se sustentan”. Queda claro, 

entonces, que la motivación de las resoluciones judiciales: a) se aplica a 

todos los casos en que se deciden cuestiones de fondo, b) es un 

mandato dirigido a todos los jueces de las diversas instancias, c) implica 

la obligatoriedad de fundamentar jurídica (fundamentos de derecho) y 

fácticamente (fundamentos de hecho) la decisión y d) debe hacerse por 

escrito cuando se trate de decisiones judiciales de fondo.  

Noveno. La garantía de la motivación de las resoluciones judiciales ha 

sido materia de pronunciamiento en reiterada jurisprudencia, expedida 

tanto por esta Suprema Corte como por el Tribunal Constitucional. Así, 

en el Acuerdo Plenario número 06-2011/CJ-116, los jueces supremos 
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integrantes de las Salas Penales de la Corte Suprema de Justicia de la 

República, en el fundamento jurídico undécimo, expresaron lo siguiente: 

 La motivación de las resoluciones es una exigencia constitucional 

específica reconocida por el artículo 139.5 de la Ley Fundamental […]. La 

motivación, por cierto, puede ser escueta, concisa e incluso –en 

determinados ámbitos– por remisión. La suficiencia de la misma –analizada 

desde el caso concreto, no apriorísticamente– requerirá que el 

razonamiento que contenga, constituya lógica y jurídicamente, suficiente 

explicación, que permita conocer, aun de manera implícita, los criterios 

fácticos y jurídicos esenciales fundamentadores de la decisión [sic]. 

En esta misma línea, el Tribunal Constitucional, en la sentencia recaída 

en el Expediente número 00728-2008-PHC/TC, fundamento jurídico sexto, 

sostuvo lo siguiente: 

El derecho a la debida motivación de las resoluciones importa que los 

jueces, al resolver las causas, expresen las razones o justificaciones objetivas 

que los llevan a tomar una determinada decisión. Esas razones […] deben 

provenir no sólo del ordenamiento jurídico vigente y aplicable al caso, sino 

de los propios hechos debidamente acreditados en el trámite del proceso. 

Sin embargo, la tutela del derecho a la motivación de las resoluciones 

judiciales no debe ni puede servir de pretexto para someter a un nuevo 

examen las cuestiones de fondo ya decididas por los jueces ordinarios. 

B. Limitaciones probatorias del artículo 425, numeral 2, del Código

Procesal Penal 

Décimo. El órgano jurisdiccional de segunda instancia, en cuanto a la 

deliberación y análisis de la prueba actuada, está sujeto a lo 

establecido en el artículo 425 del Código Procesal Penal. El numeral 2 

del citado artículo confiere facultades de valoración probatoria al juez 

de mérito y, como posibilidades, establece que se valorará: a) la 

prueba actuada en segunda instancia y b) la prueba pericial, 

documental, preconstituida y anticipada. Estas pruebas conllevan una 
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excepcionalidad en la aplicación del principio de inmediación, pues 

permiten la valoración de las pruebas pericial, documental, 

preconstituida y anticipada, pese a no haber estado en la etapa de 

admisión y actuación de aquellas. En lo que respecta a la prueba 

personal, también puede ser valorada en segunda instancia, pero no se 

le podrá dar diferente valor probatorio, salvo que dicho valor probatorio 

se haya cuestionado con nueva prueba actuada en segunda instancia. 

Decimoprimero. Sin embargo, esta limitación en la valoración del 

material probatorio en modo alguno impide al órgano jurisdiccional 

revisor la posibilidad de controlar, a través del recurso de apelación, si la 

valoración probatoria efectuada por el órgano de primera instancia 

infringe las reglas de la lógica, la ciencia y las máximas de la 

experiencia, en razón de que la Sala Penal revisora no puede evitar 

cumplir con las exigencias de la garantía de presunción de inocencia 

en su manifestación de las exigencias del juicio de hecho a que se 

contrae el artículo II, numeral 1, del Título Preliminar del Código Procesal 

Penal y no tomar en consideración lo que establecen específicamente 

los numerales 1 y 2 del artículo 393 del Código Procesal Penal (utilizar 

únicamente pruebas legítimamente incorporadas al juicio, examinar las pruebas 

individualmente y luego, conjuntamente con las demás y a efectos de las inferencias 

probatorias, respetar las reglas de la sana crítica, esto es, acatar las leyes de la lógica, 

del pensamiento formal: identidad, no contradicción, tercero excluido y razón 

suficiente; corrección de las máximas de la experiencia y utilización de los 

conocimientos científicos); sobre la cual existen sentencias casatorias 

vinculantes que posibilitan el análisis probatorio desde esa perspectiva1.  

1 Sala Penal Permanente, Casaciones número 385-2013-San Martín, del cinco de 
mayo de dos mil quince; número 96-2014-Tacna, del veinte de abril de dos mil 
dieciséis, y número 1923-2018-Cusco, del cinco de octubre de dos mil veinte.  
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C. Configuración del delito de feminicidio y su distinción del tipo penal

de agresión contra mujeres e integrantes del grupo familiar 

Decimosegundo. La violencia contra la mujer constituye una grave 

afectación a los derechos fundamentales y expresa una actitud de 

desprecio discriminatorio de parte del agresor. Ante el carácter masivo 

de las agresiones, el Estado dictó e implementó una serie de medidas 

destinadas a prevenir, sancionar y erradicar la violencia contra las 

mujeres y el grupo familiar, una de las más relevantes es la Ley número 

30364. En el plano jurisprudencial, se emitieron el Acuerdo Plenario 

número 001-2016/CJ-116, referido sobre los alcances típicos del delito de 

feminicidio; el Acuerdo Plenario número 005-2016/CJ-116, respecto de 

los delitos de violencia contra las mujeres y los integrantes del grupo 

familiar, y el Acuerdo Plenario número 09-2019/CIJ-116, que trata sobre 

la violencia contra las mujeres e integrantes del grupo, principio de 

oportunidad, acuerdo reparatorio y problemática de su punición. 

Decimotercero. En el caso, el fiscal impugnante planteó en el recurso 

interpuesto que la sentencia de segunda instancia se emitió con una 

indebida aplicación del artículo 122-B del Código Penal, que regula el 

tipo penal de agresiones en contra de mujeres o integrantes del grupo 

familiar; y consideró que por los hechos que imputa, el tipo penal 

aplicable es el que describe el delito de feminicidio, regulado en el 

artículo 108-B, inciso 1, del Código Penal; ambos delitos constituyen 

modalidades criminalizadas de la violencia contra la mujer por su 

condición de tal, también denominada violencia de género2. Sobre 

2 Conforme al rubro II Fundamentos Jurídicos, del Acuerdo Plenario número 001-2016/CJ-
116, la violencia de género, es definida como: “La expresión de toda violencia que se 
ejerce por el hombre contra esta [mujer] por su condición de tal, y que tiene su génesis 
en la discriminación intemporal, la situación de desigualdad y las relaciones de poder de 
los hombres sobre las mujeres”. 
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estos dos delitos se ha desarrollado doctrina jurisprudencial que 

contribuye a conocer su sentido y alcances; así, tenemos:  

FEMINICIDIO AGRESIONES CONTRA MUJERES O 

INTEGRANTES DEL GRUPO FAMILIAR 

Base legal: artículo 108-B del Código Penal. Base legal: artículo 122-B del Código Penal. 

Definición: Es el acto concreto realizado 

por un varón que suprime la vida de una 

mujer (fundamento 52 del Acuerdo 

Plenario número 1-2016/CJ-116).  

Definición: la norma penal que lo regula 

establece dos acepciones:  

1) Agresión contra la mujer por su

condición de tal, lo que implica agresión

en un contexto de violencia de genero.

2) Agresión contra integrantes de grupo

familiar, acción o conducta que cause

muerte, daño o sufrimiento físico, sexual

o psicológico, y que se produce dentro

de una relación de responsabilidad, 

confianza o poder de parte de un 

integrante a otro del grupo familiar 

(fundamentos 8 y 9 del Acuerdo Plenario 

número 09-2019/CIJ-116).  

Bien jurídico protegido: la vida humana. Bien jurídico protegido: en el primer 

supuesto: la integridad física y salud de la 

mujer. En el segundo supuesto: el derecho 

del grupo familiar a la integridad física, 

psíquica y salud, así como a la paz familiar.  

Sujeto activo: un varón. 

Sujeto activo: una mujer, si es mujer adulta 

será feminicidio simple; si es menor de 

edad o adulto mayor será feminicidio 

calificado.  

Sujeto activo: en el primer supuesto: un 

varón; en el segundo supuesto: cualquier 

integrante del grupo familiar. 

Sujeto pasivo: en el primer supuesto: una 

mujer; en el segundo supuesto: cualquier 

integrante del grupo familiar. 

Tipo subjetivo: el feminicidio es un delito 

doloso, permite la tentativa. 

Tipo subjetivo: la agresión es un delito 

doloso. 
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Es de precisar que ambos delitos se manifiestan en mayor medida en el 

contexto de la violencia familiar. Las agresiones se manifiestan en forma 

física, sexual o psicológica. La motivación de esta conducta frecuente 

del hombre es la actitud de desprecio, subestimación, supuesta 

legitimidad para sancionarla por incumplimiento de roles 

estereotipados, misoginia o celotipia basada en la despersonalización o 

subestimación de la víctima3.  

C. Medidas de protección establecidas en el marco del T. U. O. de la

Ley número 30364 

Decimocuarto. Los efectos negativos generados por el conflicto penal 

de la violencia de género no se circunscriben a la producción de 

lesiones en la víctima. En su forma más extrema, producen la muerte de 

la víctima. Asimismo, si la agresión queda en grado de tentativa, el 

conflicto penal alcanza tanto a la víctima como a terceras personas del 

entorno. Por otro lado, desde el lado del agresor, la violencia expresada 

pone en evidencia problemas subyacentes asociados al victimario. Por 

tanto, mitigar los efectos del conflicto penal, en tal contexto, va más allá 

de las respuestas sancionatorias del derecho penal; es necesaria la 

adopción de diversas medidas preventivas, neutralizadoras y de 

recuperación. Estas medidas se justifican porque están destinadas al 

cese de la agresión, la prevención ante nuevos actos de agresión y 

también se orientan a velar por la recomposición del conflicto. Es así 

que en el artículo 32 del Texto Único Ordenado de la Ley número 30364 

se consigna que: “El objeto de las medidas de protección es neutralizar o minimizar 

los efectos nocivos de la violencia ejercida por la persona denunciada, y permitir a la 

víctima el normal desarrollo de sus actividades cotidianas, con la finalidad de asegurar 

su integridad física, psicológica y sexual, o la de su familia, y resguardar sus bienes 

patrimoniales”. Su dictado en las formas establecidas en el citado artículo 

3 Extracto del fundamento 56 del Acuerdo Plenario número 001-2016/CJ-116. 
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32 o en otras que resulten necesarias para la protección de la vida e 

integridad de la víctima o de sus familiares, está condicionado a 

aspectos tales como el riesgo de la víctima, la urgencia y necesidad de 

la protección y el peligro en la demora. Entre sus efectos de garantía se 

tienen las siguientes: a) su duración se mantiene mientras persistan las 

condiciones de riesgo de la víctima, con prescindencia de la resolución 

que pone fin a la investigación y al proceso penal o de faltas, y b) la 

posibilidad de ser sustituidas, ampliadas y cesadas por el Juzgado de 

Familia, cuando se advierta variación de la situación de riesgo de la 

víctima, a solicitud de esta, cuando toma conocimiento de la sentencia 

firme o disposición de archivo de la investigación, proceso penal o de 

faltas que originaron las medidas de protección (conforme al artículo 30 del 

T. U. O. de la Ley número 30364).     

ANÁLISIS DEL CASO CONCRETO 

Decimoquinto. En el caso, la Primera Sala Penal de Apelaciones revocó 

la sentencia que condenó al procesado Leoncio Villena Morveli por 

delito de feminicidio en grado de tentativa y, reformándola, lo condenó 

por el delito de agresiones en contra de las mujeres o integrantes del 

grupo familiar. En ese sentido, la sentencia de vista se sustentó con los 

fundamentos siguientes:  

15.1. El punto medular en el presente proceso es determinar si el 

procesado intentó o no matar a la agraviada, en el contexto de 

violencia familiar por el delito de feminicidio. 

15.2. Según la hipótesis del Ministerio Público: la sindicación de la 

agraviada y su hijo fue que el procesado usó un cuchillo para 

pretender victimar a la agraviada, lo que se corrobora con la 

declaración en juicio oral de la perito médico legal, quien ratificó el 
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Certificado Médico Legal número 03575-VFL. Recogiendo el dicho 

de la perito médico legal, la agraviada presentaba lesiones 

recientes en el área pectoral y mamaria izquierda, compatibles 

con el hecho incriminado y con el objeto utilizado (cuchillo). De lo 

precisado no se descarta el uso del cuchillo, pese a que este 

objeto no fue hallado en el lugar de los hechos. 

15.3. La defensa del procesado cuestiona esta sindicación e indica que 

se trata de un hecho de lesiones por violencia familiar, conforme al 

artículo 122-B del Código Penal, argumento que no fue aceptado 

por el Ministerio Público ni por el Colegiado de primera instancia. 

15.4. Conforme al Acuerdo Plenario número 04-2015/CIJ-116, se indica 

que la opinión pericial no obliga al juez y que puede ser valorada 

de acuerdo con la sana critica; sin embargo, el juez no puede 

descalificar el dictamen pericial desde el punto de vista científico, 

técnico o artístico ni modificar sus conclusiones fundándose en sus 

conocimientos personales. 

15.5. La hipótesis del Ministerio Público de que el procesado utilizó un 

cuchillo para pretender victimar a la agraviada no es cierta, 

porque de la actuación del audio correspondiente no se advierte 

que la perito haya declarado que el medio utilizado para 

ocasionar lesiones a la agraviada fuera un cuchillo; por el contrario, 

descartó su utilización al dar varias posibilidades sobre el objeto 

que pudo haber causado las lesiones a la agraviada, los cuales no 

necesariamente son de punta con filo, sino por agente 

contundente. También indicó que no encontró lesiones cortantes 

que sean coherentes de un ataque con cuchillo, y que dichas 

lesiones no pusieron en peligro la vida de la agraviada; a la luz del 

Acuerdo Plenario número 4-2015/CJ-116. El juez no puede 

modificar tales conclusiones. 
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15.6. En aplicación del Acuerdo Plenario número 1-2016/CJ-116, no se 

presenta una actividad homicida del agente para producir la 

muerte de la agraviada en grado de tentativa, ya que el medio 

empleado no fue el idóneo para tal propósito; en consecuencia, la 

conducta del procesado no generó peligro a la vida de la víctima, 

por lo que no puede ser imputado como delito de feminicidio. 

15.7. Además, el supuesto cuchillo no fue objeto de cadena de 

custodia, a efectos de reconocimiento de cosas, conforme al 

artículo 191 del Código Procesal Penal. Asimismo, la ropa de la 

víctima no se sometió a pericia alguna que determine que fue 

rasgada o cortada por un objeto punzocortante, como un cuchillo, 

lo que afecta la suficiencia probatoria con relación a la 

imputación del Ministerio Público. 

15.8. Sin embargo, las pericias psicológicas evidencian afectación en la 

agraviada, que se da en un contexto de violencia familiar; así, 

también el informe médico legal consigna que la agraviada 

presenta lesiones ocasionadas por agente contundente, por lo que 

requiere una atención facultativa de 2 días y un descanso médico 

de 6 días, lo cual configura el delito de agresión contra la mujer, 

previsto en el artículo 122-B del Código Penal. Si bien no protege el 

mismo bien jurídico, no deja de ser un delito contra la vida, el 

cuerpo y la salud; además, no se está afectando el principio 

acusatorio, al no variar la imputación fáctica básica, por lo que 

corresponde realizar una correcta adecuación de la conducta al 

tipo penal, conforme a la Casación número 383-2012-La Libertad y 

al Acuerdo Plenario número 4-2007/CJ-116. 

Decimosexto. En ese sentido, concierne efectuar el control del 

razonamiento de la aplicación de la ley sustantiva efectuada por el 
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órgano de segunda instancia, respecto a la materialidad del delito de 

feminicidio en grado de tentativa; así, se tiene que el material 

probatorio admitido se circunscribió a las declaraciones de la 

agraviada, su hijo Junior Leoncio Villena Córdova, las peritos psicólogos, 

el médico legal y la trabajadora social4, que se actuaron en el juicio 

oral. De este ámbito probatorio, los medios probatorios que resultan 

pertinentes para acreditar el intento del procesado de dar muerte a la 

agraviada con un cuchillo son las declaraciones de la agraviada, de su 

hijo Junior Villena y de la perito médico legal, autora del Certificado 

Médico Legal número 003575-VFL (foja 73 del cuaderno de debate)   

Decimoséptimo. En el numeral 9.5 de la sentencia de primera instancia 

(foja 97 del cuaderno de debate), el Juzgado Colegiado fijó como punto 

medular lo siguiente: determinar si el procesado intentó o no matar a la 

agraviada en el contexto de violencia familiar. En ese sentido, 

considerando las declaraciones de la agraviada, el testimonio de su hijo 

testigo presencial y el del médico legista, corroborado con el testimonio 

de los demás órganos de prueba actuados, se establecieron como 

conclusiones: la existencia de un hecho criminal en el cual el 

encausado Villena Morveli usó un cuchillo con el que pretendió quitar la 

vida a su conviviente y le ocasionó varias excoriaciones en la región 

pectoral y mamaria, lo cual fue impedido por la intervención del hijo de 

ambos; por ende, se encuentra acreditado el delito de feminicidio en 

grado de tentativa.  

Decimoctavo. Sin embargo, la sindicación de la agraviada y el testigo 

presencial, respecto a que el procesado intentó dar muerte a la primera 

mediante con un cuchillo, queda debilitada con las conclusiones del 

4 Conforme es de verse de la Resolución número 05, del veintiocho de diciembre de dos 
mil diecisiete (foja 4 del cuaderno de debate).    
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Certificado Médico Legal número 003575-VFL, que consigna que la 

agraviada presenta lesiones corporales traumáticas recientes 

ocasionadas por agente contundente, y señala que se trata de 

excoriaciones y equimosis ubicadas en la región pectoral; como se 

aprecia del extracto de su declaración, consignada en el pie de 

página número 07 (foja 102) de la sentencia de primera instancia, las 

lesiones examinadas en la región pectoral de la agraviada fueron 

ocasionadas por un objeto con superficie rugosa –que no son superficies 

planas y no necesariamente tienen punta y filo, capaces de producir lesiones 

punzocortantes–, que podría ser arma blanca o uñas, pero se descarta 

que fuera un cuchillo. Por lo demás, no se aprecia que se haya ofrecido 

nueva prueba o se haya actuado declaración alguna o leído 

documento alguno en la audiencia de apelación, conforme es de 

verse del acta de apelación de sentencia (foja 156).  

Decimonoveno. Esta inconsistencia en la sindicación de la agraviada, 

relativa a haber sido atacada con un cuchillo, fue advertida por la Sala 

Penal revisora, quien estableció que no es cierta la alegación del 

Colegiado de primera instancia, cuando señala que tal sindicación está 

corroborada por la declaración en juicio oral de la perito médico, 

examinada por las partes del proceso, pues la perito descartó que un 

cuchillo haya sido el agente causante de las lesiones de la agraviada, 

para lo cual ejerció un control de la validez de la valoración probatoria, 

conforme a las reglas de la lógica, la ciencia y las máximas de la 

experiencia, por sobre la observancia del principio de inmediación en la 

valoración probatoria en segunda instancia. Esta conclusión, a su vez, se 

ve reforzada por la ausencia del arma utilizada y la inexistencia de las 

prendas que habrían sido rasgadas por el arma.  
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Vigésimo. De acuerdo con las consideraciones precedentes, no se 

advierten las afectaciones indicadas en el recurso de casación, por lo 

que este debe desestimarse; sin embargo, deberá integrarse en razón 

de que el pronunciamiento en sede penal no debe limitarse a la 

represión del hecho punible, sino también a reafirmar las medidas de 

protección para salvaguardar la integridad de la víctima y hacerlo de 

conocimiento del juez de familia, quien conoce de estos hechos (ver 

resolución admisoria, foja 43), de conformidad con el artículo 30 de la Ley 

número 30364.  

Vigesimoprimero. El artículo 504, inciso 2, del Código Procesal Penal 

establece que las costas serán pagadas por quien interpuso un recurso 

sin éxito, las costas se imponen conforme al inciso 2 del artículo 497 del 

mismo código; es de advertir que en el inciso 1 del artículo 499 del 

citado código precisa que están exentos del pago de costas los 

representantes del Ministerio Público, como en el presente caso, entre 

otros; en ese sentido, se exime el pago de las costas al recurrente. 

DECISIÓN 

Por estas razones, los señores jueces supremos integrantes de la Sala 

Penal Permanente de la Corte Suprema de Justicia de la República:  

I. DECLARARON INFUNDADO el recurso de casación interpuesto por el

representante del Ministerio Público, por las causales contenidas en

los numerales 3 y 4 del artículo 429 del Código Procesal Penal. En

consecuencia, NO CASARON la sentencia de vista del diecinueve

de diciembre de dos mil dieciocho (foja 165), emitida por la Primera

Sala Penal de Apelaciones de la Corte Superior de Justicia de

Cusco, que por mayoría revocó los extremos resolutivos segundo,

tercero y cuarto de la sentencia de primera instancia del veintisiete
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de septiembre de dos mil dieciocho, que condenó a Leoncio 

Villena Morveli como autor del delito contra la vida, el cuerpo y la 

salud-feminicidio en grado de tentativa, en agravio de Gregoria 

Córdova Llamocca; le impuso diez años de pena privativa de 

libertad y el pago de S/ 15 000 (quince mil soles) por concepto de 

reparación civil a favor de la agraviada y, reformándola, lo 

condenó como autor del delito de agresiones contra las mujeres o 

integrantes del grupo familiar, en agravio de la citada víctima, a 

dos años de pena privativa de libertad efectiva y al pago de la 

suma de S/ 5000 (cinco mil soles), por concepto de reparación civil a 

favor de la agraviada; con lo demás que al respecto contiene. 

II. INTEGRARON la mencionada sentencia de vista, en el sentido de

que se DISPONE el tratamiento terapéutico de la víctima (Gregoria

Córdova Llamocca) y del agresor (Leoncio Villena Morveli), con

comunicación al juez de familia para los fines correspondientes.

III. EXONERARON al recurrente del pago de las costas en la

tramitación del recurso de casación, de conformidad con el

artículo 499, numeral 1, del Código Procesal Penal.

IV. DISPUSIERON que la presente sentencia sea leída en audiencia

pública, se notifique a las partes personadas en esta Sede Suprema

y se publique en la página web del Poder Judicial.

V. MANDARON la devolución del expediente al órgano jurisdiccional

de origen y que se archive el cuaderno de casación en esta Corte

Suprema.

S. S. 
SAN MARTÍN CASTRO 
FIGUEROA NAVARRO 
SEQUEIROS VARGAS 
COAGUILA CHÁVEZ 
CARBAJAL CHÁVEZ 
AMFN/jgma 
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